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INTRODtJCCION 

Es obligación del Estado Mexicano, mantener el orden, asegurar la paz; 

garantizar la seguridad para dar estabilidad y tranquilidad social al pais, 

con respeto absoluto a las garantí.as individuales, así. caoo dar plena vigencia 

al estado de derecho y hacer penranente el principio de legalidad. Todo ello 

se sintetiza en una procuración de justicia eficaz, oportW'la y honesta; al 

pueblo no le interesa tanto la perfección de la noz:ira, le interesa que haya 

justicia. 

El agrupamiento social del hanbre se inicia por seguridad, por 

supervi vencía y surge el Derecho cano factor de cohesión para ordenar y 

garantizar la organización social. 

Hoy en el mundo en su desarrollo tecnológico y material avasalla, doblega, 

esclaviza y destru.ye al ser hurrano, ya no interesan el hc:rnbre, el Derecho y la 

justicia, el afán de riqueza• y poder genera violencia, delincuencia y 

cot:rUpción. 

Para hacer frente a esta problemática y garantizar el orden social, el 

Estado Mexicano cuenta con una institución de rango constitucional: El 

Ministerio Público. 

La institución significa en la Cbnstitución de 1917 una auténtica 

reivindicación social, ella representa el interés social de justicia. 

El Ministerio Píiblico debe velar por la estricta y oportuna aplicaci6n de 

la ley; de la observancia de la ley por parte de las autoridades y ciudadanos; 

debe ejercer la abogacía de la federación, de la sociedad y de los individuos. 

Un Ministerio Público es una categor1a del más elevado rango en el 

conocimiento de los asuntos del Estado y cuando es público, es que representa 

la. ley y las causas del bien COTI(in. 

Por esas razones y su naturaleza intrínseca, el Ministerio Público en 

México, es el representante de todas las personas y de la sociedad misma. 

De tal fotma, para el debido CUJTplimiento de su elevada función social, 

su representatividad debe estar apoyada con la confianza pública y ejercerse 

con honestidad , transparencia, oportwtldad, eficiencia, emoción social y con 
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un claro sentido de justicia. 

La indebida aplicación de la nonna; la obsolescencia de la ley que no 

responde a la realidad; la inpunidad; los procedimientos judiciales tan 

largos; la violación de las garantías individuales; la arbitrariedad; la 

inseguridad; el incremento de la violencia en los actos delictivos; la falta 

de atención oportuna; la ineficiencia; la <Xllplejidad de los trámites, el 

tec:nicieiro y el burocratiBlll); la falta de capacidad y la conducta indiferente, 

prepotente o desatenta de loe servicios p(iblicoe y otros factores mSs, 

generan descoofianza y retrasan la pmcuraci6n de justicia. 

El particular debe sentir, ante la presencia de los representantes de la 

sociedad, la seguridad de que su intervenci6n es garantía de sus derechoe y 

respeto a su dignidad. 

La sociedad debe enccnt:rar en el Ministerio Público (abogado de la 

sociedad) a su mejor protector y defensor. 

Estas cuestiones :requiexen de 1ILICboa cant>ios y de una actitud permanente, 

los retos son auchoe, debe haber dispoeici6n de las autoridades y de los 

particula%es, de la eoci- en gmeral.. 

· La época actual :lnpale OC11D necesidad insoslayable el uso de vehículos de 

motor para mieatro transporte cotidiano y por ende la realizaci6n de nuestra 

forma de vida. Ia sociedad modena no puede prescindir del uso de autanJtores, 

es mSs no podría funcicnar. 

Esta situaci6n genera todos loe días un sin rúnero de delitos en materia 

de tránsito de vehículos de carácter culposo (inprudencial) que congeeticman 

a las oficinas de procuraci6n de justicia y mSs adelante a los de 

aaninistraci6n de justicia. 

Los resultackJs de acuerdo a la actual legislaci6n no resuelven 6ptimament:e 

los problemas y esto redunda en perjuicio de la víctiira o de sus familiares 

que dependen de él. 

Los premni:tos respoosables son ciudadanos que tienen la necesidad de 

utilizar un vehículo para realizar sus actividades cotidianas dentro del 

caitexto social; no sai delincuentes; por el flujo tan fuertes de vehículos,· 

están expueStos constantemente a una colisión o atrc.pellamiento y cuando esto 



sucede, se ve afectada su vida en tcxlos los aspectos y la víctima de mayor 

manera .. Tallan conocimiento las autoridades inician la averiguaci6n; aseguran 

los vehículos, en su caso trasladan a las víctimas a los hospitales de 

emei:gencia, retienen al conductor del vehículo y se inician el terrible vía 

crucis de arrl>as personas y familiares; trámites, declaraciones, peritajes y 

ruchas diligencias que propician a veces corrupción. 

Si se llega a dar Wl arreglo entre las partes se concluye el asunto cuando 

los delitos c:anetidos se persiguen por querella, si no habrá que continuar. 

Por tratarse de delitos culposos cuya penalidad es minima, es probable que 

el inculpado con solvencia eocmémica no sea privado de su libertad 

posterionrente y si a la víctima le asiste la raz6n, después de un largo 

proceso de varios años con di versas instancias, obtendrá una ridicula 

reparaciál de daños. 

Todo esto no beneficia a la sociedad y evita la oportuna y justa 

reparaC:iál del daño sufrido por la víctima del delito de tránsito. 

La PrccUraduría General de Justicia del Distrito Federal ha prcm::wido por 

los conductos instituciaiales refonnaa en esta materia de tránsito y se ha 

logrado establecer para un níinero inportante de delitos que se cometen con 

rotivo del tránsito de vehículos que se persiguieran a peticicSn de parte, los 

resultados fueren inportantes y el criterio de que los particulares 

resol verían según sus intereses y no el Estado en asuntos que no deben de 

considerarse dentro del marco de la criminalidad, fue un paso definitivo para 

limitar un ineficiente intervencionismo del Estado. 

Al Estado además, le reducía las cargas de trabajo en asuntos que no 

alteran el orden social, para que dedicara más perscnal, recursos, tienpo y 

esfuerzo en la persecución real de los delitos que afectan la seguridad 

personal y jurídica de las personas, la tranquilidad y el orden social. 

1\hora, debemos de dar el otro paso, continuar ccn esta extraordinaria 

refoi::ma que sin grandes tecnicism::>s fue objetiva y de beneficio social 

inrrediato. Todos los delitos culposos con m>tivo del tr~ito de vehículos 

deben perseguirse por querella de parte, salvo los casos de excepcicSn 

previstos en los artículos 60 y 62 del Código Penal vigente. 
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Sin embargo, esta reforma no es suficiente, deben-os de asegurar una justa 

y rápida reparación del daño a la víctima de este proceso de mecanización y 

toodernización de la humanidad. 

Es indudable que quien c:aldllce un vehículo ccn pexmiso de las autoridades 

y que ocasionalrrente pueden causar tm daño a las personas o a las oosas, debe 

garantizar la reparación del dailo suficiente y op:>rtunan..nte a la victima del 

delito por motivo del tránsito de vehículos. 

La reparación del daño a la victima del delito por un hecho de tránsito 

debe ser suficiente y c:p:>rtuno¡ taxmién debe el persaial del Ministerio 

PGblioo prc:p:>rcionar una orientaciál y asesoría op:>rtunas al ofendido para que 

éste logre su plena satisfacciál en la :i:eparaciál del daño; al igual se debe 

dar inp:>rtancia al deseo de las partes que éstas en realidad lo que buscan es 

un arreglo c:p:>rtUIIO y rápido. 

La debida orientaciál a las partes hari que estos tengan pleno 

conocimiento sd:>re los alcances y efectos jur!dioos de una posible 

ccnciliación entre ellos y debe tantiién dar seguimiento de los asuntos en que 

intervenga, para que las partes cunplan ccn los caivenios que celebren; ot:r:o 

aspecto inportante lo es la capacitaciál y profesiaializaciál del persoMl del 

Ministerio PGblioo a quienes tairoién se debe otorgar diversos est1nuloe 

econánicos; todo ello evitaría las anisiooea para lograr la plena satisfacciál 

de la victima en la reparaciál del doña sufrido y el personal tendría un mejor 

deseupeflo en la atenciál a la victina por un hecho de tránsito. 

Todo lo anterior noe hizo pensar en 1" posibilidad de desar:r:ollar el tema 

de rntest:r:o trabajo de inveStigaci6n que tit.ul.an<lB "l\nálisis Históricos del 

Ministerio Público y algunas aniaioaes para lograr la reparación del dallo en 

el delito de lesicsies ccn motivo del tránsito de vehículos•. 



CAPITULO I 

A) España 

B) México 

1. - Su naturaleza juridica: 

1.1.- ¿Es repxesentante de la sociedad en el eje=icio de las acci"'!"" 

penales? 

1.2.- ¿Es un 6xgano a<ininistrativo? 

1.3.- ¿Es un 6xgano judicial? 

. l.4.- ¿Es un colaborador de la función jurisdiccional? 

C) Los ordenamientos juridicos y los diversos tipos de Ministerios PGblicos 

y sus atribuciones. 



A) BSPAilll. 

En virtud de la gran influencia que tuvo la conquista Española sobre 

nuestro país, nos vemos en la necesidad de citar a España, toda vez que Mfud.co 

al sufrir diversos cambios tanto en su aspecto político, econ6mico y religioso; 

V8TOS que también ocurre lo mism:> en su estructura jurídica. 

Los lineamientos generales del Ministerio Público Francés fueron tomados 

por el Derecho Español Moderno. DeOOe la época del "Fuero Juzgo" había una 

magistratura especial, cc.n facultades para actuar ante los tribunales cuando 

no hubiera un interesado que acusara al delincuente; éste fllllcia'lario era un 

mandatario particular del rey en cuya actuaciáJ representaba al monarca. 

En la Novísim Reccpilaci6n, Libro V, Título XVII, se reglamentaron las 

funciones del Ministerio Fiscal. En las Ordenanzas de Medina de 1489, se 

rrenciona a los fiscales; ¡x>steriormente, durante el reinado de Felipe II, se 

establecen dos fiscales: WlO para actuar en los juicios civiles y otro en los 

criminales. 1 

F.n un principio, se encargaban de perseguir a quienes canetían 

infracciones relacionadas con el pago de la c:xmtribuci6n Fiscal, multas a toda 

pena de confiscación; más tarde, fue>:on facultados para defender la 

jurisdicción y el patrimonio de la Hacienda Real. 

Más tarde ccn el paso del tiEllpO es denaninado Procurador Fiscal y forma 

parte de la llanada "Real Audiencia 11 , que tenía c:aoo función priTrDrdial 

intervenir a favor de las causas públicas y en aquellos negocios en los que 

tenia interés la Corona. 

Así también entre otras funciones de la "Real Audiencia 11
, tenemos que 

protegía a los indios para obtener justicia, tanto en lo civil caro en lo 

criminal; defendia la jurisdicción y el patrimonio de la Hacienda Real y 

también integraba el Tribunal de la Inquisición. 

(1) . Guillermo Colín Sánchez, Derecho Mexicano de Procedimientos Penales, 
F.ditorial Porrúa, S.A., México, 1989. pág 79. 
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En este tribunal figuró con el nanbre de Pranotor Fiscal, llevando la voz 

acusatoria en los juicios; y para algunas funciones específicas del mismo, era 

el conducto entt:e éste y el rey, a quien entrevistaba cammicándole las 

resoluciones que en esos casos se emitían. 

Las características hispánicas de ésta institución radica fundamentalmente 

en integrar a los fiscales (Ministerio Público) a los organismos judiciales. 

La palabra Fiscal viene de 11 fiscus" que significa "cesta de mimbre11 , en 

virtud de que los rananos guardaban el dinero en cestas de mimbre. Con el paso 

del tienpo se les dencmin6 procuradores fiscales, dacias las facultades que se 

le confirieron para recabar los inpuestos y en caao contrario proceder contra 

quienes no cunpUan con dicho pago. 

Siguiendo con el contenido de la palabra Fiscal, podP.sroa citar que taD'.bién 

se ha aplicado dentro del canpo religioso y esto sucede durante la Colonia, al 

pretender la propagaci6n de la fé, fue aspecto principal que se propusieron 

llevar a cabo los españoles y para ello, entre las diversas medidas que se 

tcrnaron, se creó un Fiscal encargado de reunir a un detenninado número de 

indígenas para inpartirles la doctrina cristiana. 

Así tenerros también que dicho Fiscal religioso, estaba en contacto 

constante con el pueblo, al que lo representaba ante las autoridades 

eclesiásticas, quienes hacían cun;ilir sus detei:mi.naciones relacionados ccn el 

culto a través del multicitado Fiscal. Por otra parte estos también se 

encargaban de recaudar los tributos para el culto religioso. 

En este sistema religioso por cada cien habitantes se nanbraba a un Fiscal 

y al exceder el número se le asignaba otro. 
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B) MBXICD 

Ea vastisima la relación de antecedentes del moderno Ministerio Público, 

cuyo final desarrollo es sólo cosas de siglos recientes. Los antecedentes 

versan sienpre sobre figuras encargadas de la fol:Tm.llaci6n de denuncias, de la 

realización de pesquisas y del sostenimiento de la persecución criminal . 

Frente al problema scbre el origen y los caracteres del Ministerio 

Público, tan diversamente resuelto por grandes autores y entre otros caro 

Ayarragaray se sitúa en una perspectiva histórica, al decir que uparticipa la 

instituci6n mcdema del sello local que la evolución o la historia le ha 

inpreso en cada país y en cada época. Con tal criterio debe estudiarse, 

verificando en cada caso y en cada circunstancia, sus caracteres esenciales y 

canunes11.:i 

Siguierub con los antecedentes en nuestro país, podemos citar a la Real 

Audiencia y Chancillería de México, misma que se erigió el 29 de noviembre de 

1527 y se le dotó de ordenanzas el 22 de abril de 1528, siguiendo el modelo de 

las que se dieron para la Real Audiencia y Chancillerí.a de Santo D:mi.ngo, en 

la Isla de la Española. 

Así misro, teneros que las ordenanzas de la l\Udiencia de MExi= fueron 

substancialmente reformadas el 12 de julio de 1530. 

otra reforma inportante fué la del 17 de abril de 1536, en la que se 

establecía que la Presidencia de la l\Udiencia de México correspondería al 

Viney de la Nueva Espaila. 

También presentaron innovaciones las llamadas Leyes Nuevas del 20 de 

novienbre de 1542, fundamentalmente en lo que respecta a las atribuciones 

gubernamentales de la l\Udiencia. 

Podemos c011Biderar que el período de formación de la Real Audiencia de 

México concluyó con las reformas de 1568 y 1597, en las que se creó la Real 

Sala del Crimen, Integrada en ese entonces por cuatro Alcaldes de la Casa y 

corte llamados también, en 1568, Alcaldes del Crimen, así caro con la creación 

(2). Se~io García Ranúrez, Derecho Procesal Penal, Editorial Porrtía, S.A., 
México, 1980. pág.228 
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de la Fiscalía del Crimen en 1597. 

El Presidente vittual de la Audiencia de México era el Virrey de la Nueva 

España, pues siendo el representante personal del Monarca encamaba todos los 

poderes estatales. Por tanto le correspondía presidir el organisrro superior de 

la administración de la justicia. 

Pero, aunque Presidente obligado de este tribunal, no siendo letrado el 

Virrey tenía expresa prchibici6n de intervenir en loa negocios de justicia. Ni 

siquiera estaba facultado a l!Ostrar inclinaci6n u opini6n alguna en 

determinados aSlUltos. Es más, aunque fuera letrado, ni aún en el caso de 

desahogarse un recurso de fuerza en el Distrito de la ~encia, y cano prelado 

ordinario, le era dado intervenir. Sin embargo, en su carácter de Presidente 

del Tribunal, el Virrey debía fizmar todas las sentencias. 

Entre los Ministros de la Audiencia y Oianciller!a de México se 

encontraban los fiscales. 

No tienen un miSlro origen loa fiscales del orden civil y los del criminal. 

El Fiscal de lo Civil encuentra sus antecedentes más rerootos en el mismo 

Derecho Remano, donde tanto el Fiscus, es decir, el Patrim:Jnio del Príncipe, 

caro el erario o patrimonio del Estado, tenían representantes e inclusive 

instrumentos procesales pmpios. 

Los Fiscales del Crimen, en cambio, tienen un origen posterior, este más 

adelante, a falta de algún particular o en su refuerzo, actuaba c::ano acusador; 

mas no lo hacía en nanbre de la sociedad ni pretendía salvaguardar los valores 

sociales. Lo hacía = una manifestaci6n más del poder que tenía el mismo 

Monarca, quien en vittud de su selloría natural debía defender a sus vasallos. 

Y no es hasta con la aparición de la corriente racicnalista seg(in la cual 

las leyes son dadas en función de un bien social, cuando se inicia el sistema 

de Fiscalías coro representante de la sociedad. 

Al igual que los demás Ministros de la Real Audiencia, los fiscales 

seguían ciettas formalidades después de su nanbramiento; prestaban el juramento 

propio de loa procuradores, en que quedaban contenidos los principios de las 

obligaciones que contraían y en que pranet.ían ante Dios y ante el Rey: 

desenpeñar con la mayor diligencia y esmero posibles, así cerno jamás atentar 



10 

contra el Fisco. 11Fiscal que no currpliera con su jurarrento recib1a un castigo 

pecuniario consistente en la pérdida de la mitad de sus bienes y en la 

destituci6n de su cargoº , 1 

Entre las diversas funciones que tenía el Fiscal se encontraban las 

siguientes: residir en la sede de la Fiscalía, trabajar por lo menos tres horas 

diarias y rendir un informe semanal sobre su actuaci6n en los casos que 

estuviere llevando. 

En aquellos tienp::>s caro ahora al trOderno Ministerio Público, les estaba 

vedado ejercer cano abogacba. Así m:i.snC>, debían abstenerse de tratar a ciertos 

personajes de las salas o audiencias que, en un m:mento determinado, pudieren 

ccnpraneter su honorabilidad caro fiscales. 

As! también tenem:>s que a los fiscales de aquellos años, se les tenía 

pz:ohibido actuar en los juicios eclesiásticos o desertpeñar cualquier otro 

oficio, pero, aquí viene la excepci6n de la regla, si podian fungir caro jueces 

en alguna de las salas, sienpre y cuando no fueran parte en el citado juicio. 

Ayudaban a los fiscales en el desenpeño de sus funciones otros persalajes 

letrados, conocidos con el nari:>re de Agentes Fiscales o solicitadores, que 

ahora en rnrest:zos d1as vendrian a correspa;ider a los actuales l\gentes del 

Ministerio Público. 

Entre otra función inportante de los fiscales estaba la de representar a 

la corona en los pleitos sabre asuntos de gobierno, particula=ente defendiendo 

a la Real Hacienda y el Patraiazgo. 

En las audiencias americanas los fiscales ten1a:n un papel interesante, 

pues llevaban el titulo de Protectores de Indios, que los inplicaba ser 

prácticamente sus abogados en los pleitos que se presentaban contra los 

españoles. 

En caso de que faltara uno de los fiscales, podía ser sustituido por el 

oidor de más reciente nan.inación, o por otro de los fiscales. La persona que 

lo supliere tenia derecho a cobrar la mitad del salario del sustituido; 

posteriormente se autorizó que un abogado reen¡:ilazara al Fiscal que estuviere 
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ausente. 

Resumiendo podem::>s citar que de España tenem:>s la figura del Pl:anotor o 

Procurador Fiscal o, Fiscal, con base en las disposiciones que rigieron dux:ante 

la época colonial . cano se ha mencionado anteriormente entre sus funciones 

principales fueron las siguientes: Defender intereses tributarios de la Corona; 

perseguir los delitos y, ser acusadores en el proceso penal y asesorar a los 

órganos que tenían a su cargo la administración de justicia. 

Refir.iéndose al m:xlerno Ministerio Público Mexicano, señala Ceniceros que 

éste se ha fo:rtrado por tres elementos, a saber de ellos : la prat"Otoría Fiscal 

Española, el Ministerio Público Francés y elenvmtos prqiios rrexicanos. • 

Del mism::> parecer es Juvcntino V. Castro, quien escribe: del ordenamiento 

francés taro características principales cano el de la unidad e 

indivisibilidad, pues cuando actúa el Jlgente del Ministerio Público lo hace a 

nonbre y en representación de toda. la institución.' 

La influencia española se encuentra en el procedimiento, cuando el 

Ministerio Nblico fm:mula conclusiones, las que siguen los mism:>s lineamiento 

fo:rmales de un pedimento del Fiscal de la inquisición. 

Por lo que se refiere a la influencia exclusivarrente nacional está en la 

preparacioo del ejercicio de la acci6t1 penal, ya que en México, a diferencia 

de lo que sucede en Francia, el !Tedio preparatorio del ejercicio de la acción 

penal está reservado exclusivamente al Ministerio Público, que es el jefe de 

la policía judicial, en el segundo de los casos citados son peruanos. 

La Constitución de llpatzing§n incluyó a doe fiscales letrados, uno de lo 

penal y otro de lo civil, ante el Suprerro Tribunal de Justicia. 

El articulo J.16 de las Bases Orgánicas de J.843 incluyó a un Fiscal en la 

Suprema Corte, y el artículo 194 dispuso el establecimiento de fiscales 

generales cerca de los tribunales para los negocios de hacienda y los demás que 

sean de interés público. 

En las Bases de Santa Anna, de l.853, se dispuso el nanbramiento de un 

Procurador General de la Nación, para que los intereses nacionales sean 

m: ~~.Garcia Ramirez, Op. cit., págs. 231-234. 
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convenientemente atendidos en los negocios contenciosos que versen sobre ellos, 

ya estén pendientes o se susciten en adelante, pranover cuanto convenga a la 

hacienda pública y que se proceda en tcxlos los raITDS con los necesarios en 

puntos de derecho. 

El proyecto de la Constitución de 1856 previno, en su artículo 27, que a 

todo procedimiento de orden =iminal debía preceder querella o acusaci6n de 

la parte ofendida o instancia del Ministerio Nblico que sustentara los 

derechos de la sociedad. Así, se equiparó a anilos en el ejercicio de la acci6n. 

En la Constitución de 1857 dispuso que en la SUprema Corte de Justicia 

figurasen un Fiscal y un Procurador General, en nuestras dos Constituciones de 

1857 y 1917 surgieron divereos ordenamientos vecunclarios dotados de gran 

inp:>rtancia para la historia del Ministerio PCíblioo en México. 

Cítaee en primer tézmino a la Ley de JUrados en materia =iminal para el 

Distrito Federal, del 15 de julio de 1869; cabe hacer en estos manentos W1a 

observación en cuanto a la fecha el Doctor Sergio García Ramírez, nos menciona 

15 de julio en su obra y en el docurrento dencminado "Historia de la 

Procuraduría General de la RepGblica", nos dioe CCl!O fecha 15 de junio, ambos 

desde luego del mi.snD afio de 1869 y en virtud de que no teneros a la mano una 

fecha precisa, nos veros por ello en la necesidad de citar las dos fechas, 

aunque esto desde luego no altera en lo mínimo el ccntenido de nuestro trabajo 

de investigaci6n. 

Siguiendo con la Ley de Jurados Criminales, que aport6 al tema un 

principio de organizaci6n al crear tres p:raootores fiscales, sin unidad 

orgánica, que habrían que fungir caro parte acusadora independiente del 

agraviado. Memás en dicha tey, se estableció en sus artículos 4º al 8º, las 

citadas praootorías fiscales para los juzgados de lo criminal, con la 

obligación de praoover todo lo conducente en la investigación de la verdad, así 

caoo facultades para intervenir en los procesos desde el auto de formal 

prisión. 

Los praootores fiscales a que se refiere la ley rrencionada. debían ser 

letrados, de experiencia reconocida y con un mínino de cinco años de ejercer 

la profesión. Se prefería a aquellos que tuvieran facilidad para argtVnentar. 
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Entre las obligaciones de los promotores fiscales se encontraba la de 

prarover todo lo conducente a la averiguaci6n de la verdad en los procesos 

criminales, interviniendo a partir del auto de formal prisión, además 

constituía la parte acusadora en toda causa criminal, y el denunciante o la 

parte ofendida por el delito podia valerse de ellos. Pero si los interesados 

estaban en desacuerdo con el Pratotor Fiscal podían prarover por su parte 

cualquier prueba, y el Juez, bajo su reapcnsabilidad, podia acbitirla o 

rechazarla . 

En el C6digo de 1880, que aquí adoptó los lineamientos franceses, el 

Ministerio Pl'.lblico qued6 conceptuado ccm:> una magistratura instituida para 

pedir y auxiliar la pronta actninistración de justicia, en noot>re de la sociedad 

y para defender ante los tribunales loa intereses de ésta. 

El Ministerio Público fue miembro de la policia judicial de la que el juez 

era el jefe. As! las cosas, el caitrol de la investigación reca!a en ~te 

iiltimo, al paso que la misión de aquél era fundairentalmente requirente. El 

mismo sistema siguió, sobre el particular, el C6digo de 1894. Sostiene Pilla y 

Palacios que la ley orgánica distrital de 12 de aeptienbre de 1903 cre6 en 

rigor el cuerpo del Ml.nl.sterio Público, independiente, del Poder Judicial. 

En la Exposición de Moti vos se hizo ver que dicho Ministerio no era un 

auxiliador del juzgador, sino una parte procesal. 

En el Constituyente de 1916-1917 fue objeto e significativo int~ la 

instituci6n que ahora nos ocupa. Ea sabido que Carranza le otorgó gran 

jerru:quia a través del Mensaje dirigido al COngreao. Puso de manifiesto el 

primer Jefe que el Ministerio Público, en su nueva dimensión, absotbia 

fW1ciones que antes, indebidamente, tenía a su cargo el juzgador, de tal suerte 

convertido en un indeseable órgano de inquisición. 

El instituto del M. P. y la libertad personal quedaron estrechamente 

vinculados en el Mensaje de carranza. 

En septiembre de 1916 se convoc6 al pueblo a elecciooes de diputados al 

Congreso Constituyente, mismas que se verificaron el 22 de octubre confonie a 

la convocatoria del Primer Jefe del Ejército aonstitucionalista. 

La sesión inaugural de loa trabajos del Congreso constituyente se celebró 
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el 1° de diciembre. En ellas se presentó Don Venustiano Carranza para hacer la 

declaración de apertura y entregar su proyecto de COnstitución, irediante un 

informe en el que exponía los motivos que había fundado la redacción de los 

principales artículos. 

Inirediatamente después del informe el Congreso inició sus trabajos, y 

canenzaron los deba.tes para aprobar o reformar los artículos propuestos por el 

Priner Jefe. Siendo nuestro cbjetivo analizar la reorganización que en la 

Constitución de 1917 se hace del Ministerio Pllblico y en ese entonces se 

refiere al proyecto de los artículos 21 y 102. 

Por lo que se refiere a la Exposición de M:Jtivos, el Señor Venustiano 

Carranza define clarairente la situación que había prevalecido en los tienpos 

anteriores a la rewli6n constituyente; habla de las arbitrariedades de las 

autoridades adninistrativas y de la capacidad legal que las leyes vigentes les 

otoi:gab:m para caneterlas; se refiere a los atentados que en múltiples 

ocasiones ccmetían los jueces contra los inocentes al ejercer al misrro tiempo 

funciones persecutorias contra los delitos, lo que creó la peligrosísima 

confesión con cargos, que desnaturaliza las funciones de la judicatura; también 

trata de la institución del Ministerio Público adoptada con anterioridad en las 

leyes mexicanas, pero con un carácter meramente naninal y decorativo, sin mayor 

posibilidad de cunplir las condiciones para las cuales había sido creado, es 

decir, intervenir en la recta y pronta administración de justicia. 

Para acabar con estas situaciones, el Primer Jefe propuso delimitar en 

fonr.a precisa las funciones de persecución de los delitos, así cano el castigo 

de las penas, ambas corresp::md.ientes tanto a la autoridad administrativa caro 

a la judicial. A tal fin otorgó facultades exclusivas al Ministerio Público 

poniendo a su disposición a la policía judicial. 

SU reiterado objetivo era eliminar los abusos de las autoridades 

aóninistrati vas y de la policía c:am1n. 

Así, la constitución de 1917 estableció en materia penal una doble función 

del Ministerio Público: c:aro titular de la acción penal y como jefe de la 

Policía Judicial. 

Al hablar del Ministerio Público destacan una discrepancia con el proyecto 
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presentado por carranza, no en la cuesti6n de fondo sino en lo formal, ya que 

segQn la canisi6n existe una vaguedad en la redacci6n del articulo propuesto, 

que no reafirma lo expuesto en el informe. 

Por últino, en lo que respecta a la polic!a judicial, se p:ropon!a que 

cualquiera que fuera su organizaci6n en los estados, las autoridades 

nrunicipales ejercían funciones de Policía Judicial en apoyo al Ministerio 

Público, y a él quedaban subordinados en estas funciones. 

Al concluir el debate entre los Diputados la redacci6n del articulo 21 

aprobado es la siguiente: 

11 Ia. inposici6n de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 

judicial. La persecuci6n de los delitos inc:un-oo al Ministerio Público y 

a la Policía Judicial, la cual estará bajo la autoridad y mando 

inmediato de aquél. ~te a la autoridad administrativa el castigo de 

las infracciones de los reglamentos gubernamentales y de policía, el cual 

únicamente consistirá en multa o arresto por treinta y seis horas; pero 

si el infractor no pagase la nru.l.ta que se le hubiera inpuesto, se 

penm.itará ésta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún 

caso de quince días. 

Si el infractor fuere joDlalero u obrero, no podrá ser castigado con multa 

mayor del importe de su jornal o sueldo en una semana 11 • 6 

Como poderros darnos cuenta al seguir el debate para la formulaci6n del 

articulo 21 Constitucional, que significa un paso decisivo en la configuración 

actual del Ministerio Público, se vertieron durante su desarrollo conceptos de 

fndole diversa que, entre debates de forma y fondo, trataron de dar vida a las 

reformas que en materia penal pretendía Don Venustiano Carranza. 

cano tarrbién berros apuntado anteriormente, no se trató en sí de una 

a:Xrpleta revolución en el sistema procesal, pero sí, de un adelanto en materia 

penal al encargar la fW1ci6n persecutoria e investigadora al Ministerio 

Públi=, auxiliado por la Policía Judicial, lo cual dio a aquel o:cganiBllD una 

fisoncmía netamente nacional. 

(6). Procuraduría General de la República, Cp. Cit., págs 49-50. 
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con base en este articulo, el Ministerio Público adquirió sus 

características definitivas cerro titular de la acción penal, mas no caro órgano 

administrativo que vela por que se aplique estrictamente la ley. 

Otra facultad inportante otorgada al Ministerio Público es la de ser el 

titular de la Po licia Judicial, por medio de la cual el prima= reíine los 

elerrentos necesarios para ejercitar la acci6n penal. Precisamente la función 

de aportar pruebas a la autoridad judicial ~t= del proceso, constituye una 

función vital del Ministerio Público, ya que se muestra caro un verdadero 

acusador público, según el artículo señalado. 

Estas ideas y otras que tan vigorosarrente discutieren y adoptaron los 

c:xmstituyentes, marcan el inicio de una nueva etapa en la procuración de 

just.icia en Méxiex>, deja!W atrás causas insufribles de abusos y 

arbitrariedades ccmetidos por las autoridades judiciales, principalrrente en 

contra de las clases desposeídas. 

En cuanto al artículo 102, el antecedente en la Carta de 1857 está 

constituido por el artículo 94 del proyecto de 1856 y por el 21 de la ley 

funclarrental de 1857. AqUel fue presentado en la sesión del 23 de octubre de 

1856 y resultó aprobado, sin debate, p:>r cincuenta y nueve vetos contra tres. 

El dictaoen relativo a este pn:x:eso en la constitución de 1917, se plante6 

en la sesi6n nocturna del 17 de enero de 1917, y caiprendió también ot=s 

artículos. 

El 102 fue aprobado sin discusi6n y por unanimidad de ciento cincuenta 

votos en la sesi6n de la tarde del 21 de ene= de 1917 . 

Juan José Galzález Bustamante resume atinadamente los principales 

caracteres del Ministerio Público int=ducidos por la constitución de 1917: 

"cerno o:nsecuencia de la reforma constitucional introducida a loa 

artículos 21 y 102 de la constitución Política de la República de 1917. 

la instituci6n del Ministerio Público quedó mganizada de la siguiente 

manera: a) el rronapolio de la accic5n penal corresponde exclusivamente al 

Estado, y el único órgano estatal a quien se encomienda su ejercicio es 

el Ministerio Publico; b) de conformidad con el Pacto Federal, los Estados 

que integran la República deben ajustarse a las disposiciones 
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constitucionales estableciendo en sus entidades la institución del 

Ministerio Público; e) el Ministerio Público, caoo titular de la acción 

penal, tiene las funciones de acci6n y de requerimiento, persiguiendo y 

acusando ante los tribunales a los responsables de un delito; el juez de 

lo penal no puede actuar de oficio, necesita que se lo pida el Ministerio 

Pllblico; d) la Policía Judicial tiene a su cargo la investigación de los 

delitos, la busca de las pruebas y el descubrimiento de los resp:msables, 

debiendo estar bajo el control y vigilancia del Ministerio Público y 

entendiéndose que dicha policía constituye una función; e) les jueces de 

lo penal pierden su carácter de Polic!.a Judicial, no están facultados para 

buscar las pruebas por iniciativa propia y sólo deserrpeñan en el proceso 

penal funciones decisorias; f} los particulares no pueden ocurrir 

directamente ante los jueces COO'O denunciantes o querellantes, lo harán 

ante el Ministerio Público para que éste, dejando satisfechos los 

requisitos legales, pram.teva la acción penal correspondiente; g) en 

materia federal, el Ministerio Público es el consejero jurídico del 

ejecutivo, el prc:m::>tor de la acción penal que debe hacer valer ante los 

tribunales, y el jefe de la Policí.a Judicial en la investigación de los 

delitos; h) el Ministerio Público interviene en los asuntos en que se 

interesa al Estado, y en los casos de los menores e incapacitados" .1 

Caro se ha visto en los renglones anteriores al establecer la COnstituci6n 

del 17 las bases a las cuales debería atenerse el Congreso de la unión para 

legislar en el Distrito Federal, se introdujo en la quinta de ellas una 

referencia expresa al Ministerio Público en el Distrito y Territorios 

Federales. 

El dictamen que elaboró la canisión al respecto señalaba que no se 

encontraba ninguna dificultad para admitir el sistema propuesto en el proyecto 

de Don Venustiano carranza por virtud del cual habr1a un Procurador General 

para el Distrito Federal y los Territorios Federales. La base quinta de la 

fracción VI del artículo 73 constitucional dec1a originalmente: 

(7). Ibidem 
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"Sa El Ministerio Público en el Distrito Federal y en los territorios, 

estará a cargo de \.lll Procurador General, que residirá en la ciudad de México, 

y del núme= de agentes que determine la ley, dependiendo dicho funcionario 

directamente del Presidente de la República, el que lo !1CX11brará y renoverá 

libremente". 

La figura basada en esta disposición constitucional ha pennanecido con la 

sola diferencia de que su función se desarrolla exclusivamente en el Distrito 

Federal por no existir ya territorios. 

Es de hacer notar que hasta el nnnento no hemos citado el concepto de lo 

que es "Ministerio", por lo que a conti..nuaci6n trataremos de descifrar dicho 

concepto. 

Se suele indicar el origen de la palabra "ministerio" en el vocablo 

ºmanus": "manus regia", "manus pública", etc., es decir, sin6nirro de fuerza 

ejecutiva. El ténnino "fiscal" se limita a W10 de los aspectos de la función: 

la defensa de los intereses del fisco. 1 

Siguiendo con algunas referencias históricas del Ministerio Público en 

MéxiCXJ, es oooveniente atender a la evoluciál política y social de la cultura 

prehispánica residente en el te=itorio nacional destacando en forma principal 

la oi:ganizaci6n de los Aztecas; desprendem::>B que la fuente de nuestras 

instituciones jurídicas no debe buscarse únicamente en el antiguo Derecho 

Remano y en el Derecho Español, ccm::> hasta ahora lo haros venido haciendo en 

el desarrollo de nuestro trabajo de investigación; sino también en la 

organización jurídica de los Aztecas. 

Es innegable que entre los Aztecas imperaba un sistema de nozrnas para 

regular el orden y sancionar teda conducta hostil a las costumbres y usos 

sociales. 

El p:xier del m:marca se delegaba en sus distintas atribuciones a 

ftmCionarios especiales, y en materia de justicia, el Cihuacoatl es fiel 

reflejo de tal afiJ:ll'ación. El Cihuaooatl desenpeñaba funciones nuy peculiares: 

auxiliaba al Hueytlatoani, vigilaba la recaudación de los tributos; por otra 

(8) . Ric:aró:> I.evene (h.), Manual del Derecho Procesal Penal, Editorial de 
Palma, Taro I, 2a F.clici6n, Buenos Aires, Argentina , 1993, pág. 289. 
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parte, presidía el Tribunal de Apelaci6n; además era una especie de consejero 

del trona.rea a quien representaba en algunas actividades, cano la preservaci6n 

social y militar. 

otro funcionario de gran relevancia fue el Tlatoani, quien representaba 

a la div lnidad y gozaba de libertad para disponer de la vida h1.1111ana a su 

arbitrio. 

Entre sus facultades, reviste importancia la de acusar y perseguir a los 

delincuentes, aunque generalmente la delegaba en los jueces, quienes auxiliados 

por los alguaciles y otros funcionarios, se encargaban de aprehender a los 

delincuentes. 

Es preciso hacer notar, que la persecución del delito estaba en manos de 

los jueces por delegación del Tlatoani, de tal manera que las funciones de éste 

y las del Cihuacoatl eran jurisdiccionales, por lo cual, no es posible 

identificarlas con las del Ministerio Público, pues si bien el delito era 

perseguido, esto se encanendaba a loa jueces, quienes para ello realizaban las 

investigaciones y aplicaban el Derecho, caro se ha señalado en las páginas 

anteriores de nuestro trabajo, 
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La determinación de la naturaleza jurídica del Ministerio PGblico ha 

provocad:> discusiones interminable dentro del canpo doctrinario; caro lo 

hicim::ie notar en líneas anteriores; se le ha considerado: a) Caro un 

representante de la sociedad en el ejercicio de las acciones penales. 

Para fundamentar la representación social atribuida al Ministerio Público 

en el ejercicio de las acciaies penales, se t<:rna caro punto de partida el hecho 

de que el Estado, al instituir la autoridad, le otozga el derecho para ejercer 

la tutela jurídica general, para que de esa rranera persiga judicialtnente a 

quien atente c:ootra la seguridad y el nonnal de<:envolvimiento de la sociedad. 

"Clrlovenda afima: El Ministerio P!iblico personifica el interés p(lblico 

en el ejercicio de la juriediccién".' 

Rafael de Pina considera que el Ministerio Público "ampara en todo narento 

el interés general inplicito en el mantenimiento de la legalida.d.11
, por lo cual, 

en ninguna foDllil debe oawideráreele cano un representante de alguno de loe 

poderes estatales, i.ndependientemente de la subordinación que guarda frente al 

Poder Ejecutivo, más bien "la ley tiene en el Ministerio Público su órgano 

específico y auténtico., . 10 

a:xro queóS expresado en l!neae anteriores, es indudable que el Ministerio 

Público :representa en sus llliltiples atribuciones el interés general, y de 

acuexdo cxn ello, tal interés que originariamente corresponde a la sociedad, 

al instituirse el Estado, queda delegado en él para proveer todo lo necesario 

para el mantenimiento de la legalidad, y allllque por lo general no representa 

al Estado en aspectos particulares de éste, concebido cato persona rroral, dicha 

repreeentacién es posible debido a que la legalidad siellllre es procurada por 

el Estado. 

(9). Guillemo Colín Sánchez, ~- cit., pág BO. 
(10) • Ibidem. 
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1.2.- ¿ES lJll 011G11110 AIKIN:ISTRATIVO? 

El Ministerio Público es un órgano administrativo, afitman algunos 

autores, principalmente italianos, cc:mo es en el caso de Guanleri, quien nos 

dice: 11 ••• el Ministerio Público no decide controversias judiciales, no es 

posible considerarle órgano jurisdiccional, sino más bien administrativo, 

derivándose de esto su carácter de parte, puesto que la represi6n penaria 

pertenece a la sociedad y al Estado en personificaci6n de la misma es decir el 

Ministerio Público realiza las funciones del Estado Administración, poniéndose 

caro sujeto ante el Estado-Jurisdit::ci6n, pidiendo la actuaci6n del Derecho, 

pero sin actuarle él 11 • 

As1, también si consideraJoos por otra parte, que los actos que realiza el 

Ministerio Público son de naturaleza administrativa, y con ello se apliquen los 

principios del Derecho Adni.nistrativo, entre ellos el de la revocación. 

Además, la prcpia naturaleza administra ti va de la actuaci6n del Ministerio 

Público, reside en la discrecionalidad de sus actos, para determinar si debe 

o no proceder en contra de una persona; asimisrro, la sustitución caro 

consecuencia de la jerarquía que prevalece dentro de la institución, pe:rmite 

que se den órdenes, circulares y otras medidas tendientes a vigilar la conducta 

de quienes integran al Ministerio Público, aspecto que cae también dentro del 

orden administrativo, que se ha venido rrencionando. 

En otras condiciones, el multicitado Ministerio Ptlblico, act(ia con el 

carácter de "parte", hace valer la pretensión punitiva, ejerce poderes de 

carácter indagatorio, preparatorio y coercitivo, ante tcx:lo presenta a través 

de su actuación, las características esenciales de quienes actúan c:aoo 11parte1i; 

"ejercita la acción penal, propone .demandas, presenta irrpugnaciones, tiene 

faC:ul.tades de pedir providencias de todas clases". 
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1. 3. - ¿ES UN ORGllM> Jt!DJ:CIAL? 

Para Raúl Alberto Frosali, nos dice que si la potestad judicial tiene por 

objeto el mantenimiento y actuaci6n del orden jurídico, cano esta última abarca 

al poder judicial y éste a su vez, a las otras actividades no jurisdiccionales 

canprend.idas en el objeto indicado, de esta fontla, el Ministerio Público es lll1 

órgano judicial, pero no administrativo. 

El miBirO Frosali, continúa diciendo que dentro del orden judicial, según 

la etinología de la palabra, se refiere al juicio y en consecuencia, la 

actividad jurisdiccional es por ese rrotivo judicial. 

Frosali, insiste en que es necesario recono::;~r, que la actividad del 

Ministerio Público es administrativa, porque no es legislativa ni 

jurisdiccional, ni tampoco polítir.a, pero airerita la calificaci6n de judicial 

porque se desenvuelve en un juicio. 

Por otra parte GJ.illemo Colín Sánchez, opina y considera que Frosali, no 

está en lo justo, porque desde su punto de vista, habría que determinar con tal 

carácter al procesado, testigos y demás personas que intervienen en el proceso, 

lo cual es erróneo. 

Por lo anterior, según nuestra opinión, el Ministerio Público carece de 

funciones jurisdiccionales; éstas son exclusivas del juez, de tal manera que 

debe el Ministerio Público a solicitar la aplicaci6n del Derecho, mas no a 

declararlo. 

En la integraci6n de la averiguaci6n previa, cuando por alguna 

circunstancia el Ministerio Público, no ejercita la acción penal a sus 

actuaciones recae una determinación de archivo, esto no significa que en lo 

futuro no pudiera proceder y desde luego que puede hacerlo desde el m:::rnento en 

que aparecen rrayores datos; con ello su obligación será ejercitar acción penal 

y no cabría en ninguna forma, argumentar que la averiguación se encontraba 

archivada porque, precisamente por carecer de funciones jurisdiccionales, sus 

resoluciones no causan estado. 

En el derecho rrexicano no es posible concebir al Ministerio Público cano 

W1 órgano jurisdiccional, toda vez que no se encuentra facultado para aplicar 
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la ley, en virtud de que caro todos sabemc:>s ésta ea una atribución exclusiva 

del ói:gano jurisdiccional. 

Pai:a mayor abundancia poderros citar la Constitución General de la 

República que establece: 11 La imposición de las penas es propia y exclusiva de 

la autoridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al Ministerio 

Público y a la Policía Judicial. .. " (art. 21) . 

Tal precisión es suficientemente clara y precisa; concentra exclusivamente 

en los 6rganos jurisdiccionales la facultad de aplicar el Derecho y en el 

Ministerio Público la persecución de los delitos; separa e independiza las 

funciones, auspiciado así la exacta y correcta aplicaci6n de la ley. 
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1. 4 • - ¿ ES tlN cor.r.BORADOR DE LA FUNCJ:Qi JUIUSDICCJ:c:tlAL ? 

En cierta forma, es posible admitir que efectivamente colabora con la 

actividad jurisdiccional, a través de sus funciones especificas, porque en 

fil.tima instancia, éstas obedecen al interés característico de toda organización 

estatal. 

En virtud de lo anterior no ha faltado quien identifique al Ministerio 

Público caro un auxiliar o colalx>rador de la función jurisdiccional, debido a 

las diversas actividades que efectúa através de la secuela procesal, tcxla vez 

que sus actos están encaminados a la aplicación de la ley al caso que se le 

presenta en concreto. 

Para el fiel cunplimiento de sus fines, el Estado encanie.nda deberes 

específicos a sus diversos órganos para que en colaboración plena y coordinada, 

mantengan el orden y la legalidad razón por la cual el Ministerio Público, lo 

rnistro al perseguir el delito que al hacer cesar toda lesi6n jurídica en contra 

de los particulares, dentro de esos postulados, es un auxiliar de la función 

jurisdiccional para lograr que los jueces hagan actuar la ley. 

Por todo lo anterior que berros mencicmado, pcxiemos concluir que: si el 

Ministerio Público, representa el interés social en la averiguación previa y 

persecuci6n de los delitos y otros actos de tutela social que le encaniendan 

las leyes, estrictamente hablando debería ser el pueblo el que lo eligiera, 

para así crear congruencia con la representación que se le confiere por parte 

de sus representados . 

En rruestro pa!.s, el avance democrático aún no ha facilitado a que se de 

una elecci6n p::ipular de procuradores, fiscales, u órganos jurisdiccionales, por 

eso se explica, que si el Ministerio Nblico representa el interés social en 

la averiguación de los delitos, y desde luego cano es en la actualidad no es 

necesario que la ciudadanía elija a una persona o núnero determinadas de 

personas para cunplir con la citada representación, debido a que la sociedad 

ha otorgado al Estado el derecho para ejercer una tutela general que, éste a 

su vez, delega en el Ministerio Público, quien en esa forma se constituye en 

un representante social . 
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Por otra parte, la ciudadanía no ignora los inconvenientes en que se 

traduce la dependencia directa del Ministerio Público en relación con el Poder 

Ejecutivo y las ventajas que quizá reportara si aquél formara parte o 

integrara, en su caso, una magistratura inde¡: ·ndiente. 

En cuanto a lo que se refiere a nuestro medio, podem::>S decir que el 

Ministerio Público es una institución jurídica creada por la Constitución de 

191. 7 y cuya naturaleza, cerno es de todos los juristas conocido, es 

polifacética, por ello en el ClJITi>limiento de sus funciones actúa cc:m:> autoridad 

administrativa, colal::ora en la función jurisdiccional, es ºparte" en la 

relación procesal, representa a los menores, a los ausentes, al Estado, a la 

sociedad, etc. 

Por ello con todo lo anterior podernos mencionar, que en la actualidad, al 

Ministerio Público corresponden una esfera tan variada de atribuciones que ello 

obliga a la necesidad de hacer una profunda revisión encaminada a otorgarle 

nruchas otras que no se le han enccmendado y a restarle algunas en las que en 

realidad no debe tener ingerencia ninguna. 
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Para ccmprender con toda claridad la función persecutoria se necesita 

estudiar, primero, en qué consiste la persecución de los delitos y segundo, qué 

caracteres reviste el 6rgano a quien está encarendada esa función. 

Primero. - La función persecutoria, caro su ncrthre lo indica, consiste en 

perseguir los delitos o lo que es lo misrro, en buscar y reunir los elementos 

necesarios y hacer las gestiones pertinentes para procurar que a los autores 

de ellos se les apliquen las consecuencias establecidas en la ley. 

La función persecutoria inp:me dos clases de actividades : 

a) l\ctividad investigadora, y 

b) Ejercicio de la accifu penal. 

A) l\ctividad investigadora. La actividad investigadora entraña una labor 

de auténtica averiguaci6n; durante esta actividad, el órgano que la realiza 

trata de proveerse las pruebas necesarias para carprobar la existencia de los 

delitos y poder estar en aptitud de ~cer ante los tribunales y pedir la 

aplicaci6n de la ley. 

La actividad investigadora es presupuesto forzoso y necesario del 

ejercicio de la acción penal, es decir, del excitar a los tribunales a la 

aplicación de la ley a una situación histórica, es menester dar a conocer la 

prcpia situación y, por ende, previamente estar enterado de la misna. 

En resumen, el espiritu del legislador se revela en el sentido de que, 

llenados los requisitos para que se inicie .la investigaci6n, ésta sienpre debe 

llevarse a cabo aun en los casos en que el órgano investigador estime 

inoportuno hacerla, sujetándola a los preceptos fijados en la ley. 

B} Ejercicio de la acción penal. Para entender el ejercicio de la acción 

penal, previamente debe darse una noci6n de lo que es la acci6n penal y, por 

ello, nos separaiooe de algunos conceptos doctrinarios caiplicados, procurando 

estudiar el instituto de una manera más sencilla. 

Si herTos expresado en renglones anter~ores que el Estado, ccmc:> 

representante de la sociedad organizada, vela por la armonía social, l6gico 

resulta conceder al Estado autoridad para reprimir todo lo que intente o altere 
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la buena vida de la ciudadania. 

Al amparo de esta autoridad, es indiscutible que en cuanto se cc:rnete el 

hecho delictuoso, aurge el dereoho-obligacion del Estado de perseguirlo; nas 

para que el propio Estado pueda actuar, resulta obvio que debe tener 

conocimiento del hecho e investigado éste, llegar a la conclusi6n de que es 

delictuoso, para de esta n'allera ejercitar su derecho ante la autoridad 

judicial, reclamando la aplicación de la ley. 

En otras palabras, si la autoridad es la que reconoce para efectos 

ejecutivos, los derechos y el Estado tiene la facultad para exigir se sancione 

al delincuente, ejercitando la acción penal una vez reunido los elementos que 

lo convencen de la ccrnisi6n de un delito. 

Separando los iranentos que eatprende el resumen expuesto teneiros : 

a) La facultad en abstracto del Estado de perseguir los delitos; 

b) El derecho en concreto de persecución que sw:ge cuando se ha ccmetido 

un delito: acción penal; 

c) La actividad real.izada para verificar la existencia del delito; 

d) La conclusión de que los sucesos investigados constituyen un hecho 

delictivo y por haber pruebas de quién o quiénes son los autores, debe 

reclamarse la aplicaci6n de la ley; 

e) La reclamación hecha ante un 6xgano jurisdiccional para que aplique la 

ley al caso concreto. 

Glosando, con más amplitud, el contenido de cada uno de los incisos 

anteriores, procede wanifestar: 

1) El Estado, por su calidad de Estado, tiene en abstracto la funoi6n 

persecutoria, la cual es permanente e indeclinable y por ende, en 

ning(in manen to puede extinguirse; 

2) cuando en el mundo hist6rico aparece la canl.sión de un delito, el 

derecho abstracto del Estado se concreta sw:giendo la obligación de 

actuar, o lo que ea lo mismo aparece la acción penal, 

constituida así, por el derecho concreto de acudir al 6rgano 

jurisdiccional para que aplique la ley; 

3) Para pedir la aplicación de la ley, le es indispensable al 6%gano 
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encargado de la exigencia del derecho persecutorio, preparar 

id6neamente su petici6n y, por tanto, cano presupuesto necesario 

cerciorarse de la existencia del delito y de los autores del mismo. 

Se inicia aquí la preparación del ejercicio de la acción a través de 

\D1a investigación, constitutiva de la llamada averiguación previa y la 

cual hemos aludido poco hasta estos mementos y que en renglones 

p::>ateriores citare:oos con mayor anplitud; 

4) J\gotada la averiguación previa y cerciorado el 6rgano encargado de la 

misma (Ministerio Público) de la existencia de una conducta típica y 

de la inputaci6n que de la misma se puede hacer, se presenta el rrcrrento 

culminante de la preparación del ejercicio de la acción penal. 

5) Cc:n base en la certeza a la que se alude en el inciso anterior, nace 

el ejercicio de la acciéin penal o, lo que es lo mism::>, la necesidad de 

ir a excitar al 6rgano jurisdiccional para que aplique la ley al caso 

concreto. 

En este norento termina la etapa de preparación del ejercicio de la acción 

penal. 

O::n lo anterioi:mente expr:esa.00 p::xlesros concluir el esbozo que hacerros en 

>:elaciát a lo que es la fWJciát persecutoria del Agente del Ministerio Público, 

por lo que en los renglones siguientes ent~ de lleno al tema de lo que 

es en si loo o>:denami.entoe jurídicos y los di versos tipos de Ministerio 

Público. 

En el inicio del presente capitulo citamos los antecedentes históricos del 

Ministerio PG.blico, caoo representante social y concluimos que éste tiene sus 

orígenes en "ya fonnales" en la a:nstituci6n de 1917, que hizo del Ministerio 

Público una Institución Federal. 

Venuetiano carranza, al presentar su proyecto de nueva Constitución, 

acerca del articulo 21, que es el que habla del Ministerio Público, dijo: 

... "prc:p:::me una innovación que de seguro revolucionará el sistema procesal que 

durante tanto tie<llX' ha regido el pais, no obstante todas sus imperfecciones 

y deficiencias. las leyes vigentes, tanto en el orden federal cano en el o::tnún, · 

han adoptado la institución del Ministerio Público, pero esa adopci6n ha sido 
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naninal porque la función asignada a los representantes de aquél tiene carácter 

meramente decorativo para la recta y pronta administración de justicia. los 

jueces mexicanos han sido, durante el periodo corrido desde la consumación de 

la Independencia hasta hoy, iguales a los jueces de la ép:x:a Colonial, ellos 

son los encargados de averiguar los delitos y buscar las pruebas, a cuyo efecto 

sienqlre se han considerado autorizados a enprender verdaderos asaltos contra 

los reos para obligarlos a confesar, lo que sin duda desnaturaliza las 

funciones de la judicatura. La sociedad entera recuerda horrorizada los 

atentados canetidos por los jueces, que ansiosos de renanbre, veían con 

positiva fruición que llegase a sus manos un proceso que le3 permitiera 

desplegar un sistema caTpleto de opresión, en muchos casos contra personas 

inocentes y en otros, contra la tranquilidad y honor de las familias, no 

respetnndo en sus inquisiciones ni las barreras núsmas que terminantementQ 

establecía la ley. La nueva organización del Ministerio Píiblico, a la vez que 

evitará ese sistema procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces toda 

dignidad y toda respetabilidad de la rragistratura, dará al Ministerio Público 

toda la importancia que le corresponde, dejando exclusivamente a su cargo la 

persecución de los delitos, la bolsqueda de los elementos de convicción que ya 

no se hará por procedinúentos atentatorios y la aprehensión de l.Qll 

delincuentes. Con la institución del Ministerio Público, tal o:m:> se prepone, 

la libertad individual quedará asegurada. Porque según el articulo 16, nadie 

podrá ser detenido sino por orden de la autoridad judicial, la que no podr& 

expedirla sino en los térnúnos y requisitos que la núsrra ley exige"." 

Siguiendo con nuestro te<ra de los ordenamientos jurídicos que dan origen 

al Ministerio Público, considero oportuno este oncirento para citar el contenido 

actual del articulo 21 Constitucional que en seguida transcribirros: 

JIRrlaruJ 21. La Íl\llOSición de las penas es propia y exclusiva de la 

autoridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al 

Ministerio Público y a la Policía Judicial, la cual estar& 

bajo la autoridad y rrando inrrediato de aquél. CO!pete a la 

(11). Manuel Rivera Silva, El Procedinúento Penal, Editorial Porrúa, S.A., 
México, 1993. pp.60-62. 
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autoridad administra ti va la aplicación de sanciones por las 

infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, 

las que futlcamente consistirán en multas o arresto hasta por 

treinta y seis horas. Pero si el infractor no pagaré la multa 

que se le hubiese ittpJesto, se permutará ésta por el arresto 

correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta 

y seis horas. 

Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no 

podrá ser sancionando con multa mayor del inp:>rte de su 

jornal o salario de un día. 

Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa no 

excederá del equivalen te a un día de su ingreso. 12 

El citado artículo 21 Constitucional en vigor, tal ccmJ fue reformado por 

decreto publicado el 3 de febrero de 1903, ccqirende tres disposiciones 

diversas: 

a) En priirer término la declaración de que la imposición de las penas es 

exclusiva de la autoridad judicial; 

b) Ia persecución de los delitos corresponde al Ministerio Público y a la 

Policía Judicial y 

e) Las facultades de las autoridades administrativas para ircp:.iner 

sanciones a los infractores de los reglamentos gubernativos y de policía. 

1. Inp:>eici6n de las penas por autoridad judicial. Este mandamiento tiene 

su origen en la constitución de Cádiz y es una consecuencia del principio de 

la divisi6n de poderes, o en estricto sentido, de las funciones. El precepto 

vigente está relaciooado con los articulas 13, 14 y 16 de la carta Federal en 

vigor, en cuanto la atribución exclusiva de los tribunales tanto penales Ccrtl) 

militares, en sus respectivas esferas de ccrrpetencia, para inponer las penas 

estimadas en sentido estricto, a los que se consideren culpables de una 

conducta delictuosa; s6lo puede efectuarse a través de una sentencia 

(12) . Colección Popular Ciudad de México, serie de Textos Jurídicos, Instituto 
de Investi~ciones Jurídicas, UNAM. , y Procuraduría General de Justicia 
del Distrito Federal, Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, Canentada, 1992. 
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condenatoria debidamente fundada y tr0ti vada en un proceso en el cual se 

respeten el derecho de defensa y las formalidades esenciales del procedimiento. 

2 • La persecución de los delitos por parte del Ministerio Públi= y la 

Policía Judicial. Este es el aspecto de mayor trascendencia del articulo 21 

Constitucional, puesto que fue intrcxiucido por el Constituyente de Querétaro 

después de un extenso debate y mereció una explicación muy aJ!lllia en la 

exposici6n de moti vos del proyecto presentado por Don Venustiano carranza. 

En efecto, en la citada exposición de motivos se insistió en la necesidad 

de otorgarle autonanía al Ministerio Público el que, de acuerdo con la 

legislación expedida bajo la constitución de 1057, carecía de facultades 

efectivas, en el proceso penal, puesto que la función de policía judicial no 

existía cano organisrn:> independiente y era ejercitada por los jueces, quienes 

se convertían en verdadero acusadores en perjuicio de los procesados. 

Los debates del Congreso Constituyente de 1917, se centraren en las 

funciones persecutorias del Ministerio Público y en la creación de la policía 

judicial, caro organism:> de investigación bajo el mando inmediato del primero, 

tonándose caro modelo, según la extensa explicación de José Na ti vi dad Macias 

el 5 de enero de 1917, a la organización del Ministerio Público Federal 

(l\ttorney General)" de los Estado Unidos, y a la policía bajo su mando 

directo, por lo que el objetivo del precepto constitucional consistía en 

otorgar una verdadera participación al Ministerio Público en la investigación 

de los delitos y en el ejercicio de la acción penal, para evitar los abusos de 

los jueces porfirianos, constituidos en acusadores al ejercer funciones de 

policía judicial, caro se denunciaba en la exposición de rrotivcs. 

La citada disposición del articulo 21 constitucional ha dado lugar a un 

debate, que podríamos pensar no ha culminado todavía, sobre si el Ministerio 

Público posee o no la exclusividad no s6lo en la investigación de las conductas 

delictuosas en el período calificado cxm::> averiguación previa, sino también en 

el eje=icio de la acción penal, que se ha calificado caro verdadero rronopolio. 

A) se ha illl?lleStO en la legislación y en la jurisprudencia la 

(13). Op. cit., pág. 94. 
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interpretación que considera al propio Ministerio Píiblico cano el único 

autorizado para ejercer la acción penal y la función acusatoria durante el 

proceso penal, de tal manera que los c&:ligos procesales penales, tanto el 

federal cano los de las entidades federativas, no reconocen la calidad de 

parte, ni siquiera con carácter subsidiario, a la víctima del delito. 

Si bien un sector de la doctrina (Teófilo Olea y Leyva y Juventino V. 

Castro, entre otros) 14 estima inconveniente esta interpretación radical del 

citado artículo 21 Constitucional, la mayor parte de los tratadistas sostiene 

que es conveniente el rronopolio del ejercicio de la acción penal por el 

Ministerio Píiblico. 

A su vez, la jurispi:udencia obligatoria de la Suprema Corte ha establecido 

el =iterio de que, contra las detenninacionea del Ministerio Píiblico cuando 

decide no ejercitar la acción penal, desiste de la misma o formula conclusiones 

no acusatorias, no pueden inpignarse a través del juicio de amparo, en virtud 

de que el propio Ministerio Píiblico sólo puede C011Siderarse can::> autoridad en 

sus actividades de investigación, pero se transforma en parte cuando cmparece 

en el proceso penal. 

Además, de aceptarse lo contrario, se otorgaría al particular afectado la 

posibilidad de participar en el nanejo de la acci6n pública (tesis 190, página 

400, J\péndice publicado en 1975, Primera Sala)." 

La única posibilidad de caroatir los actos del Ministerio Píiblico en su 

calidad de parte en el proceso penal, es a través de un control interno 

adninistrativo que regulan las leyes oi:g§.nicas respectivas. 

B} En el aspecto en el cual no existe un criterio preciso en la 

jurisp:tudencia de los tribunales federales, se refiere a si el desistimiento 

de la acción penal o las conclusiones no acusatorias vinculan al juzgador, 

porque en algunas resoluciones se h~ estimado que aún en el supuesto de que 

estas actuaciones sean autorizadas por el procurador respectivo, can:> jefe del 

Ministerio Público, el juez de la causa no está obligado por ellas, en virtud 

de que es facultad exclusiva de la autoridad judicial fallar de acuerdo con las 

li~!: iti.~~·. pág. 
95

· 
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constancias procesales, lo que nos parece un criterio acertado. 

Sin errbal:go, ha predaninado la inte>:pretación que considera al 

desistimiento de la acción penal y a las conclusiones no acusatorias, 

autorizadas por el procurador respectivo, cano obligatorias para el juzgador, 

quien debe decretar el sobreseimiento definitivo del proceso, con efectos 

equivalentes a la absolución del procesado. Este principio, en la práctica, a 

producido el fenáreno coo.trario a la extralimitación de los jueces, es decir, 

la hipertrofia del Ministerio Público. 

C) Finalmente, debe tanarse en consideración que es incorrecta la 

dencminación que se confiere a la policía que se encuentra bajo las órdenes del 

Ministerio Público, la que se debe considerar can:> un cuerpo de investigadores, 

pues el calificativo de judicial viene del sistema francés, en el cual se 

justifica porque se encuentra bajo las órdenes del juez de instrucción y no del 

departamento social. 

Las ideas anotadas . anterionnente y algunas que henos transcrito, en 

relación al 21 Constitucional del que, entre otras cosas, se desprende que el 

ejercicio de la acción penal queda en manos, exclusivamente, del Ministerio 

Público. 

La institución del Ministerio Público polémicamente ha ido adquirien<k> las 

caracterist.icas que hoy la animan y que en términos generales son las 

siguientes: 

1. constituye un cuerpo orgánico. La institución del Ministerio cx::nstituye 

Wlél entidad colectiva, carácter que principia a apuntarse en el 05digo de 

Pl:ocedimientos Penales de lBBO y se señala con precisión en la u.y Orgánica del 

Ministerio Plíblico de 1903 . 

2. llctúa bajo \ll1a dirección. A partir de la Ley Orgánica de 1903, el 

Ministerio Plíblico actQa bajo la dirección de un Procurador de Justicia. 

3. Depende del Ejecutivo. El Ministerio Público depende del Poder 

Ejecutivo, siendo el Presidente de la República el ~ de hacer el 

nanbramiento del Procurador de Justicia, (Ley orgánica del Ministerio Plíblico 

de 1903). 

4. Representa a la sociedad, El Ministerio Público se estima caro 
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representante de los intereses sociales y es el encargado de defenderlos ante 

los tribunales. As1 pues, actúa independientemente de la parte ofendida; en 

algunos easos cano todos sabem:ls. 

5. El Ministerio Públi=, aunque tiene pluralidad de miembros, posee 

indivisibilidad en sus funciones, en cuanto que tcxlas ellas erranan de una sola 

parte: la sociedad. Uno de sus miembros puede substituirse en cualquier m::rnento 

por otro, sin que tal hecho exija cun¡:>limiento de forma.lidades. 

6 . Es parte en procesos. El Ministerio Público, en cuanto representante 

de la sociedad, deede la Ley orgánica del Ministerio Público de 1903 dejó de 

ser un simple auxiliar de la aaninistración do justicia, para convertirse en 

parte. 

7. Tiene a sus órdenes a la Policía Judicial. A partir de la Constitución 

de 1917, el Ministerio Públi= deja de ser un miembro de la Policía Judicial 

y desde ese m:mento, es la institución a cuyas ordenes se encuentra la propia 

Policía Judicial. 

B. Tiene el monopolio de la acción procesal penal. Correspondiendo 

exclusivamente a1 Ministerio Público la persecución de los delitos, es 

inconcuso que dicha inatituci6n tiene el monqx>lio de la acción procesal, 

característica que obliga a concluir que la intervención del Ministerio 

Público, ccmJ señala Julio Acero, u es imprescindible para la existencia de los 

procesos, y 

9. Es una institución federal. Par estar prevista la institución del 

Ministerio Público en la Constitución (1917), están obligados todos los Estados 

de la Federación a establecer dicha institución. 

Dl:VERSOS TJ:l'OS DE MINill'l'BRIO PllBLICO 

El articulo 21 de la Constitución establece en forma terminante la 

atribución específica del Ministerio Público en general, es decir, la 

persecución de los delitos; pero tarando en cuenta la organización política que 

nos rige y por otra el articulo 102 Constitucional, nos habla del Ministerio 

Públi= Federal, del que hareros un breve bosquejo, toda vez que el contenido 

de nuestro trabajo de investigación corresponde al fuero canGn, pero de ambos 

citareroos sus principales atribuciones y hablaremos con mayor amplitud en 



35 

relación al del fuero canún del Distrito Federal; por el tipo de leyes 

substantivas en materia penal y en algunos casos el carácter del sujeto que 

ccmete el delito, podemos establecer que en la República Mexicana existen: El 

Ministerio Público Federal, el Ministerio Público Militar y el Ministerio 

Público del Fuero Ccmún, para cada una de las entidades federativas, incluyendo 

el del Distrito Federal. 

La constitución General de la República instituye el Ministerio Público 

y precisa su atri.buci6n esencial; las leyes orgánicas lo estructuran y 

organizan, señalándole además con cierto detalle, las actividades que le 

corresponden. 

Aunque del artículo 21 Constitucional. se desprende su atribución 

fundamental, en la vida práctica no sólo persigue el delito; su actuacién 

también se extiende a otras esferas de la administración pelblica. 

De acuerdo con el texto Constitucional, te.mando en cuenta el espíritu que 

animó al constituyente del 17 para instituirlo el Ministerio Público representa 

a la sociedad ofendida por el delito y para cunplir su canetido, ahaida sus 

raíces en la sociedad misma, auscultando sus palpitaciones para llevar el 

producto de sus lnt>resiones al laboratorio, a las oficinas, y da forma al 

eje=icio de la función especifica que el Constituyente del 17 le seilal6. 

Consecuentes con la nonna constitucional, las leyes que lo organizan, los 

cle!ras textos legales y la jurisprudencia, otorgan al Ministerio Público la 

titularidad de la acción penal; sin embargo, prácticamente, la esfera de acci6n 

del Ministerio se extiende más allá del ámbito del Derecho Penal, siendo 

notable su intervenci6n en materia civil, en cuestiones de tutela social, 

representando a los incapacitados o ausentes y en algunas situaciones, en las 

que son afectados los intereses del Estado (tal es el caso del Miniaterio 

Público Federal y del Ministerio Público local de algunas entidades 

federativas) , esto es que en témdnos generales se puede decir que tiene 

encarendada también la delicada misión de preservar a la sociedad del delito. 

De lo apuntado concluimos que el Ministerio Público tiene asignadas 

funciones específicas en: 

a) El Derecho Penal; 
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b) El Derecho Civil; 

e) El Juicio Constitucional y 

d) cano Cansejezo, Auxiliar y representante legal del ejecutivo. 

a) En el Derecho Penal. Primordialmente, caro se ha señalado en páginas 

anteriores." debe preservar a la sociedad del delito y en ejercicio de sus 

atribuciones cano representante de la misma, ejercitar las acciones penales. 

Dentro de este campo realizará las siguientes funciones especificas: 

1} Investigatoria, 

2) Persecutoria y 

3) En la ejecuci6n de sentencias. 

" ... La ej ecuci6n de la sentencias irrevocables en materia penal, 

corresponde al Poder Ejecutivo y éste a través de la Direcci6n General de 

servicios COordinados de Prevenci6n y Readaptaci6n social señala el lugar en 

que el reo debe sufrir la pena corporal. El C6dlgo de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal, sólo se concreta a indicar en el articulo 579 que: 

tos l\gentes del Ministerio Público c:crnunicarán por escrito al Procurador de 

Justicia la sentencia que se pronuncie en los negocios en que hayan 

intervenido, expresando los datos que crean que pueden servir para la fo:anaci6n 

de la estadística criminal; en cambio en el C6digo de Proceditnientos Penales 

en materia federal, se establece = un deber para el Ministerio Público, el 

que éste practique: todas las diligencias conducentes, a fin de qué las 

sentencias sean estrictamente ct.Ittplidas, y lo hará asi: ya gestionando cerca 

de las autoridades administrativas lo que proceda, o ya exigiendo ante los 

trllimales la represi6n de todos los abusos que aquellas o sus subaltemo 

oanetan, cuando se aparten de lo prevenido en la sentencias, en pro o en contra 

de los individuos que sea objeto de ellas, (art. 529)"." 

b) En el Derecho Civil. En materia civil, tiene encomendada 

fWldainentalmente, una función derivada de leyes secundarias en aquelloe asuntos 

en los cuales el interés del Estado debe nwU.festarse para la protección de 

ciertos intereses colectivos o cuando estos misttos requieren por su naturaleza 

(16). Guillermo colín Sánchez, Op. cit., pág.93. 
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y trascendencia, de tma tutela especial. 

Es frecuente que la Institución del Ministerio Píiblico se asocie 

exclusivamente a los problemas circunscritos al Derecho Penal, pero su 

actividad va más allá, desempeña inportante labor en materia civil. 

Doctrinariamente se ha dicho que existiendo cuestiones de carácter civil 

que afectan el interés público, si bien, no en forma directa o fundamental, 

pues de ser así ya no pertenecerían al ordenamiento civil, sí interesan a la 

sociedad; además en asuntos de carácter netamente privado se requiere, con 

frecuencia, una especial atención y protección en la que debe estar interesado 

el Estado; por ello se otorgan al Ministerio Público facultades para 

tutelarlos. 

Entre los autores extranjeros OU.ovenda, manifiesta que el Ministerio 

Público: 11 es un órgano procesal y que su función tiene por misión fundamental 

el ejercicio de la fUnción jurisdiccional de interés público y determinado, 

acerca del nxxlo de ejecutarla". "El Ministerio Público vela por la tutela de 

los derechos del Estado, de los entes rrcrales y de las personas que no tienen 

plena capacidad jurídica, provocando con este fin en los casos de urgencia, las 

resoluciones conse:tvadoras; prcmueve la represión de los delitos, hace curtplir 

las sentencias penales y aún las civiles, en cuanto interesan al orden 

público". 11 

Es interesante dejar establecido el fundamento legal en que debe estar 

apoyada la actuación del Ministerio Público en el rara:> civil, ¡x>r ello 

primerarrente acudirem:>s a la Constitución General de la República. 

con base en el artículo 21 Constitucional, es indiscutible la 

constitucionalidad y el fundarrento de la actuación del Ministerio Público en 

el procedimiento penal; pero no poderros afinnar que en materia civil esté 

re;,paldada por dicho precepto, que en forma especifica seilala caro atribución 

concreta al Ministerio Público, la persecución de loa delitos. 

Para resolver este problema es pertinente acudir al contenido del artículo 

J.02 de la constitución que, aunque se refiere al Ministerio Público Federal, 

(17). Op. cit., pág. 94 
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sí otorga para éste, a\lllqlle no de nanera precisa, pero sí en sentido general, 

la facultad de 11 intervenir en todos los negocios que la misma ley determina 11 

derivándose de esto el que si otras leyes le atribuyen facultades u 

obligaciones, en ello encuentra respaldo legal a su actuación, de tal manera, 

que si el C6d.igo de Procedimientos Civiles en materia federal le señal 

atribuciones expresas, deba cunplirlas. 

Por otra parte, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 

República y su Reglamento se desprende la actuación del Ministerio Público en 

materia civil. 

En cuanto al Ministerio Público del fuero carrún en el Distrito Fedei.-a.l, 

tanto en la Ley Orgánica cerno en el Reglamento correspondiente, también se 

contiene disposiciones par.a la intervención dP.1 Ministerio Público en asuntos 

civiles en los que de acuerdo a lo ordenado por otras leyes, deba intervenir. 

r.ano la Ley de la Procuraduría (Federal o del Distrito) consigna en 

términos generales la facultad y obligación de la Institución para interJenir 

en loa asuntos que le señalen las leyes, siendo esta disposición tan amplia, 

abarca innumerables situaciones que pueden presentarse. De esta manera, 

encontra?ros que el Ministerio Público tiene la intervención prevista en el 

C6cligo Civil en infinidad de instituciones, así cano también, en el C6d.igo de 

Procedimientos Civiles, ya se trate del Ministerio Público del Fuero Ccmún o 

del FUero Federal. 

El Maestro Guillez:rro Colín Sánchez, en su obra "Derecho Mexicano de 

Procedimientos Penales", nos dice que el Ministerio Público presenta diversas 

mxlalidades en asuntos civiles: 

a) Actúa caro parte principal cuando ejercita una acción u opone una 

excepción, ejerrplo, si a nanbre de un menor o incapaz demanda el pago de 

alimento, o cuando, en los casos en que el Céxilgo Civil detennina, demanda la 

nulidad de un matrimonio. 

En estas circunstancias tiene todos los derechos que la ley procesal 

concede a las partes; b) También interviene, cano parte ºadjunta" para 

colaborar con el juez, emitiendo su parecer sobre las cuestiones jurídicas que 

el propio juez scmete a su consideración; e) Representa a los incapaces y a los 
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ausentes en los casos previstos en el artículo 48 del citado c6digo de 

Procedimientos Civiles¡ d) Interviene caro parte adjunta en los negocios 

relativos a los incapacitados, ausentes, divorcios voluntarios, informaciones 

ad perpetuam, sucesiones hereditarias, nanbramientos de tutores y aprobación 

de las escrituras constitutivas de la sociedades mercantiles, etc. 

El misrro autor nos explica, que en los juicios mercantiles la función del 

Ministerio Público también es manifiesta y trascendente, el Código de Ccmercio 

le señala intervención caro es en el caso de las sociedades mercantiles, misma 

que le otorga facultades con fundamento a lo que establece la Ley General de 

Sociedades Mercantiles; también tiene ingerencia en materia de títulos de 

crédito. 

En las quiebras y suspensión de pagos tiene una inportante y delicada 

función, cuyo fWlda.mento reside en el artículo 1 º de las disposiciones 

generales de la propia Ley de Quiebras y suspensión de Pagos; y en todo el 

procedimiento de la quiebra, o en su caso, en la suspensión de pagos para los 

efectos que la ley respectiva señala. 

Algunos otros ordenamientos juridicos, atribuyen al Ministerio Públicó 

obligaciones que debe cumplir, tal es el caso de la vigilancia que deberá 

observar con los libros del Registro Civil (artículo 53 de c6digo Civil para 

el Distrito Federal, asimisrro a lo preceptuado por los articulas 103, 104, 105, 

106, 110 y otros de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servicios 

Público) y en la ley correspondiente, que para estos efectos rija en cada una 

de las entidades federativas. 

c) En el Juicio Constitucional y caro Consejero y Auxiliar del Ejecutivo. 

Estas funciones solamente poderoos referirlas en forma concreta al Ministerio 

Público federal, aunque es pertinente hacer mención que el Procurador de 

Justicia del Fuero ccmún en algunas entidades federa ti vas tiene también 

asignadas las funciones de consejero jurídico del Ejecutivo local y desde luego 

en ellos incluirros al Ministerio Pí'.iblico del Distrito Federal. 

ATIWllJC:IQIES IlBto MINISTBRIO PUBLJ:CO 

El articulo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, que introdujo profundos cambios con respecto al Derecho anterior, 
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atril:Juyó en exclusiva al Ministerio Público la facultad de perseguir los 

delitos, desplazando, en este orden de ideas, funciones que antes, cano se. ha 

mencicmado en páginas anteriores, se atribuían al juez instructor. 

De esta fomia erigió un m:mopolio acusador en manos del Ministerio 

Público. A diferencia de lo que ocurre en otros países, donde hay sistemas de 

acción penal particular, popular y privada, en México los particulares no 

pueden ejercer la acción penal, que sólo incumbe al Ministerio Público. 

Ia. palabra acción posee acepciones específicas en otros ordenes jurídicos, 

caro el penal y el mercantil. En el proceso es, en términos generales, la 

facultad que se tiene para llevar una controversia ante los tribunales y 

solicitar de éstos el pronunciamiento sabre la relación jurídica en la que 

surge el 11.tigio. 

"Para el desenpeño de sus funciones, el Ministerio Público tiene un 

importante auxiliar, ya rrencionado tairbién en páginas anteriores: la Policía 

Judicial, que se halla bajo el lll3Ildo directo de aquél. Corresponde a dicha 

policía participar, con dePendencia del Ministerio Público, en la investigación 

de los delitos. Este órgano debe ser distinguido de la policía preventiva, a 

la que CO"IJ)ete la prevención de los ilícitos 11 
• 

111 

Siguiendo con las atrib.lcicnes del Ministerio Público, po:iem:>s decir que 

se encuentran dichos marxlatos contenidos en los artículos 21. y 102 

COnstitucionales que reiteradamente se han citado en nuestro trabajo de 

investigación, a ellos podem:>s agregar lo que establecen las leyes secundarias. 

En la clasificación que enseguida se expone hefros consolidado tanto las 

principales atribuciones del cuezpo conr> aquellas que, por designio expreso de 

la ley, se confían a su titular, el procurador sea éste el General de la 

República, sea el General de Justicia del Distrito Federal. 

La primera atribución del Ministerio Público, la más suya y característica 

hoy día, de naturaleza netaneite procedimental, es la persecución de los 

delitos, que aquél deserrpeila tanto en la averiguación previa de los mismos, 

anterior al ejercicio de la acción penal, cano a través de su función procesal 

(16) . Sergio García Ram!rez y Victoria .Adapto de Ibarra, Prontuario del Proceso 
Penal Mexicano, Editorial Porrúa, S.A., 1993, pág. s. 
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acusadora, tal y caro se encuentra contemplado en los preceptos 

Constitucionales 21 y 102 y 1 •, 3 • y 4 • del C6digo Federal de Procedimientos 

Penales. 

En segundo té:cmino, el titular del Ministerio Público Federal, el 

Procurador de la República, tiene a su cargo la consejería jurídica del 

gobierno; es pues, el asesor del Ejecutivo en sus variadas y diversas 

dependencias, así en la sede del llamado Consejo de Ministros, que no es otra 

cosa que la reunión de secretarios de Estado y jefes de Departamentos 

Autónaoos, caro fuera de aquél (articulo 102 constitucional) . 

Para este propósito, el Procurador de la República puede convocar a los 

Directores Jurídicos de las secretarias de Esta~, Departamentos aut6ncxtos y 

organisll'OS descentralizados. De mc:>do similar a lo que ocurre con el Procurador 

de la República para el plano nacional, P..n los estados acontece que algunos 

ordenamientos locales confieren al Procurador la misi6n de asesorar 

juridicarrente al Gobierno del Estado. 

La función del Procurador de la República cerno consejero jurídico del 

Gobierno Federal, se reitera en el artículo 4º de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, de 1976. 

Enpero, la misma ley previene la existencia de una unidad administrativa 

encargada de estudiar y dar forma a los acuerdos presidenciales y eatpilar 

di versos ordenamientos, unidad dependiente del Presidente de la República. 

El propio Procurador de la República participa en el consejo de Ministros, 

cuerpo colegiado que instituye el artículo 29 constitucional para la hipótesis 

de suspensión de garantías (artículo 6º de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública federal) . 

El Ministerio Público Federal es, asimisrro, representante judicial de la 

Federación, cualquiera que sea la función en que ésta se desenq;>eñe 

procesalmente, si bien que sien-pre a titulo de sujeto de la relación, es decir, 

cano actor, demandado o tercerista. 

un muy arrplio acervo de atribuciones cae bajo el cattún dencminador 

general, de dilatada acepción de la vigilancia de la legalidad. En esta 

atribución catpleja y nru.ltifo:rme se resumen varias funciones del Ministerio 
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l?úblico o de sus órganos, caro son las siguientes: 

Debe el Ministerio Píiblia:> pt:em::Ner cuanto sea necesario para la buena 

administración de justicia, esto es, para que ésta se imparta con eficiencia 

y rectitud, cosa que incluye la facultad y el deber de denunciar las 

irregularidades en que incurran los juzgadores. 

Es también una misi6n del Pl:ocurador General de la República denunciar las 

contradicciones que se cbserven en las tesis sustentadas por las Salas de la 

Suprema Corte de Justicia o por los Tribunales de Circuito a efecto de que, 

oyendo el parecer del funcionario, se provea a la unidad jurisdiccional. 

El Ministerio Público Federal interviene en los juicios de anparo, sienpre 

para preservar el inperio de la legalidad, pues en los términos del articulo 

5º, fracción IV de la Ley de la materia, aquél es parte del juicio de anparo, 

si bien puede abstenerse de intervenir cuando el asunto carezca, a su juicio, 

de interés público, awt cuanib sieotire puede bacerlo para prc:m:>ver la pronta 

y expedita aóninistraci6n de justicia. 

También el Procurador General de la República, por lo que toca a loe 

fUncionarios y enpleados de dicha institución, debe controlar la manifestación 

de bienes que ha de hacerse al asumir y al cesar en la función pública, e 

investigar los casos del llamado enriquecimiento inelcplicable, praroviendo la 

sanción del que revista carácter delictuooo; tantiién el 102 constitucional 

establece que el Procurador General de la República interviene " ... En todos los 

negocios en que la Federación fuese parte, en los casos de los diplanático y 

los cónsules generales y en loe demás que deba intervenir el Ministerio 

Público de la Federación .•• ". otra de las atribuciaies señaladas al Ministerio 

l?úblico Federal es la que le incumbe en materia de nacionalización de bienes 

en el que intervendrá carc actor de acuerdo a lo que se establece en el 

articulo 16 de la Ley de Naciooalizaci6n de Bienes. 

Se atribuye al M. P. concurrir en la represi6n internacional de 

criminalidad. Bajo este rubro cabe analizar las facultades que en materia de 

extradición tiene el M. P. Federal tal y caro se establece en el articulo 2 • 

fracci6n VIII# Ipr.; además, es menester recordar que la Procuraduría General 

de la República es el órgano irexicano que participa en acciones o programas de 
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lucha internacional o la canpaña contra la producción, la tendencia y el 

trilico de estupefacientes y psicotr6picos e interviene en la ejecución de los 

tratados sobre repatriación de sentenciados . 

can lo anterior podesros decir que hem::is citado las princip.oles 

atribuciones del Ministerio Público Federal y asi continuar con el del FUero 

canún y en concreto sobre el Ministerio Público del Distrito Federal. 

El artículo 21 constitucional rige los actos principales del Ministerio 

Público del FUero ca1'in y en relación al del Distrito Federal, la Ley Orgánica 

de la Procuraduria General de Justicia del Distrito Federal, en el articulo 2' 

indica que la institución del Ministerio Público del Distrito Federal, 

presidido por el Procurador General de Justicia tiene un carácter de 

Representante Social. 

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 2 °, a que estamos hacienOO 

referencia, las atribuciones del Ministerio Público son las siguientes: 

perseguir los delitos del orden camln, caretidos en el Distrito Federal; velar 

por la legalidad en la esfera de su canpetencia caro uno de los principios 

rectores de la convivencia social, praroviendo la pronta, expedita y debí.da 

procuración e irrpartici6n de justicia; proteger los intereses de los menores, 

incapaces, así caro los individuales y sociales en general, en los términos que 

detenninen las leyes; cuidar la correcta aplicación de las medidas de política 

criminal, en la esfera de su ccapetencia y las demás que las leyes le 

confieran. 

La Ley Orgánica vigente, seguramente tratando de ajustarse, en todo y por 

todo al contenido del articulo 21 de la Constitución Politica, destaca entre 

otras de las atribuciones del M. P. , en lo referente a la persecuci6n de los 

delitos, sus fUnciones en la Averiguación Previa, en el Ejercicio de la .Acción 

Penal y cano parte interviene en el proceso. 

cano en el artículo 21 COnstitucional se afi:cma textualmente que "inc1..nÑ>e 

al Ministerio Público la persecución de los delitos", esta actividad inplica 

la previa investigación, raz6n por la cual es acertado, cara lo eellala el 

articulo 3 • de la I.eY orgánica de la Procuraduria General de Justicia del 

Distrito Federal, que el Ministerio Público reciba denuncias, acusaciones o 
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querellas sobre conductas y sobre hechos que puedan constituir delito para su 

investigación, auxiliados por la Policía Judicial y la Policia Preventiva; 

actividad ésta que se traduce en la práctica de diligencias para catt'robar el 

cuezpo del delito y la prOOable responsabilidad de quienes en alguna forma 

hayan intervenido y bajo esas bases se proceda al ejercicio de la acción penal. 

Dentro de las f\mciones de carácter persecutorio se dice también que el 

Ministerio Público restituirá al ofendido en el goce de sus derechos, 

provisiaial e irmediatamente, de oficio o peticifu de: parte interesada, sienpre 

y cuando esté conprobada en la Averiguación Previa el cuezpo del delito de que 

se trate, exigiendo además garantías suficientes si se estimara necesario y 

por filtim:>, solicitará la medida precautoria de arraigo. 

En la actualidad, la restitución al ofendido en el goce de sus derechos 

es una medida plausible que ojalá sea acatada y no quede caro un sinple 

agregado en los oi:denamientos jur!dicos. 

En cuanto al ejercicio de la acción penal, el M.P. la realizará ante loe 

Tribunales ccrrpetentes del orden carún, solicit:anOO las órdenes de aprehensión 

y la conparecencia de los presuntos respansables cuando se reanan los 

requisitos del articulo 16 de la constitución de los Estados Unidos Mexicanos; 

además, "solicitará en loe ténninos del articulo 16 constitucional las órdenes 

de cateo que sean necesarias" . u 

El Reglamento Interior de la Procuraduría de Justicia del Distrito 

Federal, en forma concreta le señala al Procurador atribuciones de dos clases: 

no delegables y delegables. 

Dentro de las primeras, destacan las siguientes: fijar, dirigir y 

controlar la política de la Procuraduría, as! caro planear, coordinar, vigilar 

y evaluar la operación de las unidades aaninistrativas que la integran; 

encanendar a los Agentes del Ministerio Público loe estudios que estimo 

pertinentes conocer sobre quejas y demora en loe asuntos; autorizar el 

sobreseimiento de los procesos, resolver sobre el no ejercicio ele la acción 

penal y además en las consultas que los llgeutes del Ministerio Público 

(19). Guillermo COHn Sánchez, Op. cit., págs. 100-102. 
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formulen, o las prevenciones que la J\Utoridad judicial acuerde, en los ténninos 

que la ley establezca a pn:pSai to de conclusiones presentadas en el proceso o 

de actos cuya consecuencia sea el sobreseimiento del proceso o la libertad 

absoluta élCJ. inculpado antes de que se pronuncie sentencia; instruir a los 

SUbprocuradores y Oficial Mayor sobre los términos en que el personal de la 

Procuradur!a pueda prestar auxilio a otras autoridades; dictar noi:mas a que 

deben ajustarse, tanto la cancelaci6n ccxno la devolución de antecedentes 

penales, y las demás que le confieran las leyes. 

A pesar de que se dice, en el artículo 5° de este reglamento, que lo antes 

anotado no es delegable, en el párrafo final del mism:i precepto se establece 

lo contrario, de manera que lo no delegable sí es delegable, "mediante acuerdo, 

a favor de loa SUbprocuradores", para loa casos referentes al sobreseimiento 

del proceso, no ejercicio de la acción penal, caiclusiones y 1:1.bP.rtad absoluta 

del procesado, antes de que se prornmcie sentencia. 

Respecto a las atribuciones del I'rocurador que s! son delegables, el. 

Reglarrent:o respectivo (art.4") futlcairente prevee lo siguiente: " ... Para la 

mejor distribución y desarrollo del trabajo y el despacho de los asuntos, el 

Procurador podrá delegar sus facultades en los servidores públicos de las 

unidades a<tninistrativas de la Procuradurfa, sin perjuicio de la posibilidad 

de su ejercicio directo ... 11 • 

l\Ctualmente el Ministerio Público del Distrito federal cuenta con el 

persa>al que :registra el art!culo 2 del Reglamento de la rey Oxgánica de la 

Procuradurfa General de Justicia del Distrito Federal. 

El art!culo en cuestión manifiesta que la Procuradur!a General de Justicia 

del Distrito Federal contará con: 

l. Procurador General de Justicia del Distrito Federal. 

2 • SUbprocurador de Averiguaciooes Pi:evias. 

3 . SUbprocuradcr de control de Procesos. 

4. SUbprocurador de Asuntos JUr!dicos y PoUtica Criminol6gica. 

5. Oficial Mayor. 

6. contralor fa Interna. 

7. Dirección General de l\dministraci6n y Recursos Humanos. 



B. Dirección General de Asuntos Jurídicos. 

9. Direcci6n General de Averiguaciones Previas. 

10 • Dirección General de control de Procesos. 

11. Dirección General de Coordinación de Delegaciones. 

12. Dirección General del Ministerio Público en lo Familiar y Civil. 

13 • Dirección General de la Policía Judicial. 

14 • Dirección General de Se?:Vicios a la Canunidad. 

15. Direcci6n General de Servicios Periciales. 

16 . Unidad de CCmunicaci6n social. 

17. Cll:ganos Desconcentrados por Territorio. 
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las SUbdirecciaies Generales, Direcciones y SUbdirecciones de Area, 

Jefaturas de Departamento, Jefaturas de Oficina, de Sección, de Mesa y 

servidores públicos que señale este Reglamento y las Oficinas Mninistrati vas 

que se requieran y establezcan por acuerdo del Titular de la Procuraduría, se 

contienen y especifican en el Manual de organización de la citada Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal y cai ello damos por concluido las 

principales atrib.Jciones del Ministerio Público, tanto en el ámbito federal 

caro en el fuero canún y en caicreto del Distrito Federal. 



CAPJ:TULO J:J: 

A) Definición legal de lesión. 

B) Penalidad y tipo del delito de lesiones y sus diversas clasificaciones de 

carácter Médico-Legal. 

C) El delito de lesiones con motivo del tránsito de vehiculos y su forma de 

persecución: 

1.- La querella. 

2. - El perdón. 

3. - La oficiosidad en su persecución. 

D) De la responsabilidad penal. 

El Jlplicaci6n de sanciones a los delitos culposos y dolorosos. 
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LAS LESICllBS CXll:> DELITO <Xlfl'RA LA lNl'EGRlDAD OORPORAL 

A) . DBPillICICH LllClAL DE LESICH 

Múltiples son las definiciones que la doctrina ha elaborado respecto al 

delito de lesiones, siendo en canún y dencminador en ellas destacar la idea de 

11el daño causado en el cuerpo o la alteración del equilibrio de las funciones 

fisiol6gicas". 

Por otra parte, no es del todo feliz la expresión "integridad corporal 1120, 

Jiménez Huerta enplea el ténnino 11 integridad humana 11 , que desde luego es más 

acertado y él misrro señala que dentro del concepto de integridad humana, 

quedan caiprendidas tanto la salud corpórea, en su doble aspecto anatémico y 

funcional, caoo la salud de la mente. 

Es preferible, en consecuencia, hablar de la "integridad hum:ma. 11 , que es 

un término más anplio y generoso, acorde con la ccmplejidad de la vida y del 

bien jurídico del que se trata en tm caso concreto. 

1\ mayor abundamiento, hay que tener presente que aparte del texto del 

artículo 288 del 05c:ligo Penal Vigente para el Distrito Federal, que desde 

luego cita.rertDS íntegramente en· renglones !XlSteriores, nos dice que por 

alteración en la salud se debe entender tanto lo que implica una 

exteriorización cerro aquello que no es perceptible, ya se afecte "a afectación 

nerviosa o psíquica 11 • 

I.a. definición auténtica de lo que debe entenderse por 11 lesiones11 a los 

efectos de la ley penal, además de carprender la concepción de "heridas 11 , que 

son lo que canúnmente se ccmprende con la palabra lesiones y demás 

alteraciones del organismo huna.no perceptibles por su exteriorizaci6n, 

ccrtprende las no perceptibles, ya afecten a un aparato entero o ya uno de sus 

órganos, incluyéndose cualquier afectación nerviosa o psíquica. Es posible que 

tan arrplia connotación no hubiera sido vista Con la carpresi6n que realmente 

tiene, por los pi:oyectistas del C6digo Pen.•l de 1871, pues el presidente de la 

cc:misi6n redactora, Antorúo Martinez de Castro, continuamente se refiere a 

(20) . Raúl carrancá y Truiillo y Raúl carrancá y Rivas, 05c:ligo Penal .l\nOtado, 
Editorial Pornia, México, 1989, págs. 687-689. 
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"heridas", en la parte de su exposición de motivos relativa a las lesiones; 

expresa al referirse al sistema seguido en el Código que desde que se dictó el 

auto acordado llamado 11 de heridores" 21 , que se público el 27 de abril de 1765, 

se clasificaron las heridas en leves, graves por accidentes y graves por 

esencia a esta di visión se han añadido otros dos miembros, el de heridas 

mortales por accidente y el de mortales por esencia. 

El actual Código Penal Francés clasifica las heridas según el tienp::> que 

tarde su curación y la incapacidad que produzcan para el trabajo. Este sistema 

sólo considera el mayor o menor tierrp:> que tarde la curación de las heridas, 

sustituyendo nna justicia aparente a nna justicia real y dejando por un lado 

la gravedad del delito. 

Es difícil formar tma buena clasificación de las lesiones lo que hace 

temer a la canisi6n que no sea perfecto el sistema que adoptó y en el cual, 

procurando evitar los inconvenientes de los otros sistemas, se teman en 

consideraci6n, a la vez, la intención del agente, el resultado rraterial de las 

heridas y el wayor o menor riesgo en que han puesto la vida del que las 

recibe, sin hacer una enumeración ca¡plicada. 

·Por otra parte, el elemento subjetivo de la culpabilidad en 

el agente, en el C6digo Penal de 1871, tiene poca influencia; más la tiene el 

resultado objetivo variable, al que se adecaa dosificadamente la pena. 

El C6digo Penal vigente copió el sistema adoptado por el C6digo Penal de 

1871, por lo que la critica de Mart!nez de Castro ee aún valida; y lo copió 

as! miSl!O en cuanto a la métrica penal que se ajueta a los variables daños 

causados, adoptándose un sistema casuista muy del gueto de las antiguas 

legislaciones penales. 

ras lesiones han de ser efecto de una causa "externa" es decir, de una 

actividad del agente actuando sobre el pasivo y concretizada en actos o en 

anisiones materiales o morales, directos o indirectos, con tal de que exista 

el nexo cauSal. 

Han de consistir en una alteración dañosa cualquiera que ella sea, para 

(21) • Ibidem. ' pág. 688. 
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la integridad física de la estructura o de las funciones fisiol6gicas o 

psíquicas del cuerpo humano; "quemar" el cabello de una persona no integra el 

delito; t~ propinar una bofetada, lo que pudiera configurar el delito del 

artl'.culo 344, fracción I C6digo Penal; pero s1 el contagio venéreo consumado 

y no sólo el peligro de él, delito éste a que se refiere el articulo 199 bis 

del C6digo Penal" . " 

Objeto jurídico del delito, la integridad corporal de las personas. Delito 

doloso, por requerirse en el agente la conciencia y voluntad de causar 

injustamente el resultado dañoso. No existe dolo de lesiones, por ejeriplo en 

el rabino que efectúa con pericia una circuncisión, en el cirujano que 

aplicando las reglas de su arte corta el cuerpo humano vivo causándole 

heridaa.:n 

En el delito de lesiooes es configurable la tentativa. Y cabe que el 

delito sea inprudencial en cuyo caso la pena aplicable se rige por los 

artículos 8º y 60 del Código Fenal Vigente, que en la actualidad con las 

refonnas el prirrero clasifica los delitos cc:rro dolosos y culposos y para 

nosotros el que por el memento nos interesa es éste 'ÚltilTP, que analizaremos 

posteriormente ccn detalle. 

La ley penal mexicana recoge, en su articulo 288, la definición legal del 

delito de lesiones, al expresar' 

"Bajo el naibre de lesión se ccrrprenden no solarrente las heridas, 

escoriaciones, contusiones, fracturas, dislcx:aciones, quemaduras, sino toda 

alteraci6n en la salud y cualquier· otro daño que deje huella material en el 

cuerpo lumw1o, si esoe efectos son producidos por una causa externa 11 
• 

Dicha reproducción corresponde al texto del Articulo 934 C6digo de 

Martinez de Castro 1871, dispositivos que la critica ha señalado cat10 

evidentemente defectuosos, pues hubiera bastado expresar ccm::> nota esencial la 

alteración en la salud.24 

oe la definición legal se extraen, coro elementos constitutivos del delito 

(22). Ibidem. p. 689. 
(23) . Ibidem. 
(24). Francisco Pavón Vasconcelos, Delitos Contra la Vida y la Integridad 

personal, &iltorial Porrúa, México 1993 pp. 199-122. 
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de lesiones: 

a) Una alteración en la salud; 

b) CUalquier otro daño que deje huella material en el cuerpo humano. 

Excluimos de tales elementos las heridas, escoriaciones, contusiones, 

fracturas, dislocaciones y quemaduras, porque las mismas constituyen con toda 

evidencia, en más o menos grado, una alteración en la salud, justificándose la 

critica de Ranán Lugo, respecto a que la fó:i:nula del articulo 200, constituye, 

una marcada redundancia, pues la descripción casuística en la parte aludida 

contiene los elementos distintiVos ya señalados. 

Ahora bien siguiendo con las lesiones tema principal de nuestro trabajo 

de investigación, dügnáticarrente la lesión es una alteración en la salud o 

cualquier otro daño que deje huella material en el cuerpo de un hanbre, 

originada casualmente en la conducta injusta y reproWble de otra, concepto 

que no sólo hace referencia a la canducta. o acci6n, en sentido lato, al 

resultado de la misma desde un punto de vista causal, si no también a su 

carácter antijurídico y culpable. 

Tanto la definición legal caro la dogmática apuntada, permiten destacar 

cc:xro elerrentoa de la causación de lesiones: 

l) Una conducta; 

2¡ un resultado; 

3) un nexo de causalidad, entre la conducta y el resultado. 

En las lesiones la conducta se expresa mediante los mc::wimientos cox:porales 

voluntarios realizados por el sujeto al consumar la agresión, ya disparando el 

axma de fuego o descargando el golpe del puño o del instrun""1tO lesivo, o a 

través de la inacción o inactividad voluntarias que incunple un mandato de 

hacer con violación de una nct111a prohibitiva. 

El resultado se exterioriza materialmente en la herida, escoriación, 

contusión, fractura, dislocación, quemadUra o en la alteraci6n de la salud, o 

en cualquier otro daño que deje huella material en el cuerpc humano. 

El nexo causal entre el hacer y el no hacer humanos y la alteración en la 

salud o el dafio material en el cuerpo, establece la relación necesaria que da 

base para poder atribuir la lesión a un hcmbre caro su autor. La ausencia de 
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alguno de estos elementos inpide la integración del hecho mism:>. 

El delito de lesiones admite que la conducta del agente se exprese 

mediante una acción o a través de la ccrnisión por anisi6n. Confirma este pwtto 

de vista la opinión de Vannini, para quien el catpOrtamiento en este delito 

puede ser positivo o negativo (acción u anisi6n), debiéndose tener presente 

que la emisión origina el delito ne s6lo por cuanto es conditio sine qua non 

del resultado, sino además porque el sujeto que emite tiene la obligación 

jurídica de inpedirlo. 

Igualrrente el delito de lesiones puede clasificarse en delito 

unisubsistente o plurisubsistente, segíin la conducta positiva (acción) o la 

anisiva o negativa (canisi6n por anisiál) se agote con una sola conducta u 

anisión o requiera de varios actos u anisiones. 

F.n cuanto al resultado las lesiones constituiien = delito instantáneo, 

aunque de efecto jurídico permanente, dado que el memento de la cauaaci6n, 

identificado con el consumativo, el cual tienen lugar en un solo instante, no 

puede pe:rmanecer, no obstante que el fen6meno de la permanencia del efecto sí 

se produce ccm:> es en el caso de la duraciál de una enfennedad, el 

debilitamiento del 6i:gano o la pérdida total de la función, etc. 

Por fil.timo, las lesiones constituyen un delito de resultado material, pues 

tanto la alteración en la salud caro el daño en el cuerpo son m::id.ificaciones 

exteznas en relación al agente causal. 

En síntesis se puede clasificar al delito de lesiones, en orden a la 

conducta, cano: 

a) Delito de accicXl; 

b) Delito de ccmisi6n por anisi6n; 

c) Delito W1isubsistente y. 

d) Delito plurisubsistente. 

En orden al resultado, el delito de lesiones es 

a) Delito instantáneo de efectos permanentes; 

b) Delito material; 

c) Delito de daño o de lesión. 

caro en todo delito, existirá tipicidad en las lesiones ~ la conducta 
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humana se adecúe a tcx:los los elementos del hecho descrito en el articulo 288 

del Código Penal. 

El articulo mencionado, no contiene en su definición ninguna referencia 

a los sujetos, ni al tierrp:::> y al lugar de ejecución, así ccm::> tampoco 

establece referencia alguna a los medios de caniei6n, aunque sí al objeto de 

la tutela jurídica. 

La inexistencia de referencias a calidades en los sujetos cuanto activo 

cano pasivo, penniten clasificar las lesiones, con relación al sujeto activo 

y respecto a la calidad, cano delito de sujeto canún o indiferente, pues 

cualquier persona, con ser imputable, puede ser activo del mismo. Por cuanto 

al número de los sujetos que pueden intervenir en su canisión, es individual 

o rronosubjetivo, pues la descripción del articulo 288 no establece en forma 

necesaria la concurrencia en su conisi6n de varios sujetos no se trata por 

tanto de un tipo plurisubjetivo propio, pues no obstante que puede darse en su 

canisi6n la concurrencia de varias personas, lo cual originaría un concurso 

eventual de sujetos activos, tal posibilidad no varia su naturaleza de delito 

individual o monosubjetivo. 

En cuanto al sujeto pasivo, el delito de lesiones es eminentemente 

personal, pues la alteración en la salud o el daño en el cue1:p0 que deja 

huella externa, solo puede recaer en personas físicas. 

Si bien el sujeto pasivo del delito de lesiones puede ser cualquier 

persona, ya que ccmJ se tiene dicho la ley no contiene referencias a la 

calidad en el pasi ve y por ello y en orden al tipo lo herros considerado caoo 

W1 tipo de sujeto ccmún o indiferente, algunos especialistas en este apartado 

expresamente excluyen ai feto caro posible sujeto pasivo del delito de 

lesiones, consider<'indolo objeto de protección penalística cuando las lesiones 

se causen en él a consecuencia de maniobras abortivas realizadas con el fin de 

provocar el aborto en la mujer embarazada y cuando el resultado no se logra, 

es decir, cuando la acción queda en mera tentativa, en cuyo caso consideran 

debe sancionarse la acción delictiva a título de tentativa de aborto . 

No obstante, se ha llamado la atención en el sentido de que es posible 

causar lesiones en el feto sin ánirro de darle nn.lerte, cuando concurre al 
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específi= p=pósito de defonnarlo dándole a la mujer sustancias a tal fin; en 

tal caso, se dice, de lograrse ese prepósito se trataría de una acción en que 

sería sujetos pasivos de lesiones tanto la nadre cano el producto, cuestión 

por - discutible. 

Ia ausencia de referencias al tienp:> y al lugar de la canisi6n del delito, 

permite establecer caro verdad incuestionable que la infracción penal de 

lesiones puede ser caretida en cualquier lugar y tiempo. 

Los medios de canisión en el delito de lesiones, pueden ser: 

1) Directos; 

2) Indirectos; 

3) Físicos; 

4) M::>rales. 

5) Positivos. 

6) Negativos. 

Recordando la definición legal, se advierte que el medio canisivo no tiene 

relevancia típica, dando que la ley no establece en su descripci6n ninguno de 

los medios apuntados. 

No obstante, resulta conveniente hacer notar que el medio enpleado en la 

ejecución del delito de lesiones adquiere inportancia fundamental en las 

conductas típicas que recoge el artículo 315 del C6digo Penal Vigente para el 

Distrito Federal, en cuyo últirro párrafo, pues cuando las lesic:ies, al igual 

que el hanicidio, se caneten mediante inundación, incendio, minas, bcrnbas o 

explosivos; por medio de venenos o cualquier otra sustancia nociva a la salud, 

ccmtagio venéreo, asfixia o enervantes, o por retribución dada o prcmetida; 

por tot:mentos, llDti vos depravados o brutal ferocidad, la ley consagra una 

presunción de premeditación que origina agravación en la penalidad, dando 

nacimiento a los tipos de lesiones ccnplementados, subordinados al tipo básico 

y cualificados en función de la penalidad, a los cuales habrerros de referimos 

con posterioridad. 

C1ao excepcional es el regulado en el artículo 301 del citado C6digo 

Penal, en el cual se prescribe que 11 De las lesiones que a una persona cause 

algún animal bravío será responsable el que con esa intención lo azuce o lo 
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suelte o haga esto por descuido", pues en él se alude a un medio canisivo 

indirecto, cual ea la agresión de un animal bravío que causa la lesión al ser 

aZ\lSado o soltado por una persona con ese deliberado prc:p6sito o bien por 

descuido. 

Respecto al objeto material del delito de lesiones, el mismo está 

constituido por el propio sujeto pasivo o lesionado; en tanto el objeto 

jurídico lo es la salud y la integridad coi:poral de las personas. 
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B) l'ENALIDA!> Y TIPO DEL DELITO DE LESIQIES Y SUS DIVERSAS CLl\SIPl:CACJ:CllES DE 

CARACl'ER MEDICXl LEG1IL 

El delito de lesiones definido en el artículo 288 del 05cligo, debe 

considerarse caro tipo básico a virtud de que sus elementos descriptivos son 

base para la forrración de otros tipos penales de lesiones, los cuales 

adquieren carácter de canplerrentados y subordinados, dado que nunca una 

circunstancia cualquiera puede crear un tipo especial de lesiones, el cual se 

caract~riza por su naturaleza autónana en relación al tipo básico, fenáneno 

que en cambio sí se prcdu.~ en el hanicidio, al originarse las figuras tipicas 

de parricidio e infanticidio. 

Ia alteración en la salud o el daño en el cuerpo son elementos esenciales 

en los delitos ccrtplementados, subordinados, agravados de lesiones con 

premeditación, con alevosía, con ventaja y con traiciái. 

Los propios elementos anteriormente citados resultan fundamentales para 

la integracién de los ti¡x:>s catpletrentados, subordinados atenuados en su 

penalidad de lesiones en riña, en duelo, por infidelidad conyugal y por 

corrupción del descendiente . 

.Además de ser un tipo básico, el delito de lesiones en un tipo 

independiente. o autónaro, por no encaltrarse en la ley subordinado a ningún 

otro tipo penal ni necesitar tanpoco de él para su existencia. 

Las lesiones integran un tipo normal, por cuanto la definición contenida 

en el citado artículo 288, se integra can elementos puramente descriptivos, 

referentes a la ilicitud, culpabilidad, etc. 

En síntesis, en orden al tipo de delito de lesiones es: 

a) Un tipo básico o fundamental; 

b) Un tipo independiente o autónano; 

c) Un tipo casuísticamente formado; 

d) Un tipo normal . 

Existe ilicitud o antijuridicidad en el hecho constitutivo de lesiones, 

cuando éste no se ampara en una causa de justificación. Tal concepto negativo. 

nos es útil, p::>r exclusión, para establecer la naturaleza antijurídica del 
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hecho tí.pico de lesiones, aunque en realidad nada aclara respecto a la 

ilicitud de la conducta humana que lesiona la integridad física, mental o 

fisiológica de una persona. 

No obstante, puede afirmarse igualmente que el hecho descrito en el 

artículo 288, es objetivamente antijurídico por cuanto contraviene el mandato 

de abstención cor: -mido en la propia ley, la cual implícitamente prohibe al 

sancionarla toda conducta que atenta contra la salud o integridad corporal de 

las personas. 

Para Celestino Porte Petit, siendo la antijuridicidad un elemento esencial 

de carácter general, sólo puede existir el delito de lesiones cuando el hecho 

sea antijurídico, no obstante lo cual y con razón considera indebido que 

autores y Códigos lo incluyan en la definición del delito, terminando p:::>r 

expresar que el hecho a que se refiere el artículo 288, será antijurídico 

cuando siendo típico, no se encuentre el agente o sujeto activo protegido por 

una causa de licitud, lo cual significa que las lesiones serán antijurídicas 

cuando concurran alguna de las siguientes causas de justificación que operan 

en este delito: 

a) Legitima defensa, fracci6n III, articulo 15 c.p.; 

b) Estado de necesidad, cuando el bien sacrificado es de rrenor 

irrpJrtancia que el salvado, fracci6n IV, articulo citado; 

c) OJmplimiento de un deber, fracción V, del misrro articulo; 

d) Ejercicio de un derecho, fracción V, articulo 15; 

e) Inpedimento legítimo, fracción VIII, articulo 15. 2s 

El delito de lesiones admite, de acuerdo con el contenido del articulo a• 

del Código Penal, las dos formas de culpabilidad consistentes en el dolo y la 

culpa. 

De manera que las lesiones pueden ser, utilizando la ternú.nolog!a legal : 

a) Dolosas (intencionales) 

b) CUlposas (no intencionales o de imprudencia) . 

(25) . Celestino Porte Petit Candaudap, !lpuntamientos de la parte General de 
Derecho Penal, F.ditorial Porrüa. México, 1989, pp. 373-384. 
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Las lesiones son intencionales (dolosas) cuando el sujeto se prepuso a 

su realización, esto es, cuando representó el hecho y lo quiso, ejecutando 

voltmtariamente la conducta que causalmente las produjo, o bien cuando sin 

quererlo directamente lo representó cano posible y lo aceptó en su 

representación. 

En fin, una lesión es dolosa cuando se quiere causar una alteración en la 

salud personal o se acepta dicho resultado en caso de que se produzca, 

abarcándose en esta definición las lesiones con dolo directo y con dolo 

eventual. 

En este delito pueden funcionar, por tanto, el dolo directo y el dolo 

eventual, dándose el primero cuando el agente quiso lesionar y lo logró, 

dándose concordancia perfecta entre el resultado querido y el resultado 

producido. En cambio, se da el dolo eventual, cuando el sujeto representó cano 

posible el resultado y aW'XJlle no lo quiso directamente sin embargo lo aceptó. 

La f6J:1TIUJ.a actual de la intencionalidad (hoy dolosa) , cerno primera y 

destacada forma de culpabilidad, descrita en el párrafo primero del artículo 

9 ° , elimin6 la necesidad de las mencionadas preSWlciones legales, para aceptar 

el llamado dolo eventual, siendo claro que en las lesiones intencionales no 

puede darse más que un dolo de lesiones, pues abra intencionalmente o 

dolosamente el que, conociendo las circunstancias del hecho típico, quiere o 

acepta el resultado prohibido por la ley, definición que caiprende, caro con 

claridad se advierte, tanto el dolo directo cano el dolo eventual, dolo éste 

que escapaba a la mera noción de intencionalidad, caoo se tenía anteriormente 

el 05digo Penal. 

las lesiones son culposas ( impnidenciales) cuando la alteración en la 

salud o el daño en el cuerpo se produjo a virtud de un actuar inicialmente 

voluntario pero concurrente con un estado subjetivo que contraría o infringe 

el deber de cuidado que tenía legalmente obligación de acatar para irrpedir así 

la producción del resultado típico de alteración en la salud del ofendido. 

Dicho en otros ténninos, existirá culpabilidad irnprudencial (culposa) en 

las lesiones cuando . el agente las produce . causalmente con su conducta, sin 

intención de lesionar, aunque anitiendo el deber jurídico de actuar en fema 
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tal que dicho resultado no se hubiera producido. 

En las lesiones pueden darse la culpa sin representación, inconsciente o 

sin previsión, y la culpa con representación, consciente o con previsión: 

concurrirá la primera, cuando el sujeto produce las lesiones sin previsión de 

su resultado y sin quererlo, siéndole reprochable por la crnisi6n del deber de 

cuidado que le incumbía y cuyo acatamiento !rubiera evitado las lesiones 

causadas por su actuación irrprevisora y descuidada; se dará la segunda, cuando 

las lesiones se han previsto cerro pJSibles, pero sin quererlas ni aceptarlas, 

se han producido cauaalmente a virtud precisamente, del incunplimiento del 

deber de cuidado que debió obse:i:varse para evitarlas. 

Porte Petit candaudap, opina que las lesiones culposas: "son aquellas en 

que se c.icasiona una alteraci6n en la salud personal, habiéndose previsto el 

resultado con la esperanza de que no se produciría o que no se previó debiendo 

haberlo previsto, o bien, las lesiones culposas son aquellas en que se 

ocasiona una alteración en la salud personal, violando un deber de cuidado que 

personalmente le incumbía. En consecuencia, pueden existir lesiones con culpa 

con representación y sin representación, pudiendo ser la culpa sin previsi6n: 

lata, leve o levísima".~' 

Por último, al igual que en el hanicidio imprudencial (culposo), en el 

delito de lesiones se plantea la concurrencia de culpas. Con la culpa del 

agente puede en ocasiones concurrir la de la víctima, mas ello no lo excluye 

de la culpabilidad ni origina taflllOCO la compensación de las culpas. 

El sujeto culpable responderá siempre por la imprudencia en que incurrió 

y el Juez deberá, en todo caso, caro lo sefiala el artículo 60 del C6cligo 

Penal, calificar la gravedad de la misma de acuerdo a su prudente arbitrio, 

tanando en consideración las circunstancias generales de los artículos 51 y 

52, para individualizar las penas, además de las siguientes: 

I. la mayor a menor facilidad de prever y evitar el daño que resultó; 

II. Si para ello bastaba W1a reflexión o atención ordinaria y 

conocimientos canunes en algún arte o ciencia; 

(26) . Celestino Porte Petit candaudap, Dogmática sobre los delitos contra la 
Vida y la salud personal, F.ditorial Porrúa, Méxi=, 1990 p. 138. 
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III. Si el inculpado ha delinquido anterionrente en circunstancias 

semejantes; 

rv. Si tuvo tiempo para obrar con la reflexión y cuidado necesario, y 

V. El estado de equipo, vías y demás condiciones de funcionamientos 

mecánicos, tratándose de infracciones canetidas en los setvicios de 

errpresas transportadoras y en general, por conductores de vehículos 

(artículo 60) . 

La Ley Penal regula, en sus articulas 269, 290, 291, 292 y 293 la 

punibilidad de las lesiones ordinarias o si11ples (289 y 293) y de aquellas que 

traen diversas consecuencias, caro cicatriz en la cara perpetuamente notable 

(290); perturbación para sien¡Jre de la vista, o disminución de la facultad de 

oír, entorpecimiento o debilitamiento permanente de una rra.no, un pie, un 

brazo, una pierna o cualquier otro órgano, el uso de la palabra o alguna de 

las facultades mentales (291); de las que resulte una enfermedad segura o 

probablemente incurable, la inutilización C011pleta o la pérdida de un ojo, de 

un brazo, de una mano, una pierna o de un pie, o de cualquier otro órgano; 

cuando quede perjudicada para sienpre cualquier función orgánica o cuando el 

ofendido quede sordo, i!TpOtente o oan una defotmidad incorregible; cuando 

resulte una incapacidad permanente para trabajar, enajena.ción mental, la 

pérdida de la vista o del habla o de las funciones sexuales (292) • 

El 05digo Penal se ocupa igualmente de regular, en el aspecto punitivo, 

una serie de tipos C011plementados subordinados que se originan en el tipo 

básico, agravados o atenuados en su penalidad, los cuales se forman de 

elementos típicos ordinarios a los que se suman elementos de otra índole que, 

si bien les dan fisonanía particular, no establecen su independencia o 

autom:mta funcional respecto del tipo del cual se forman. 

Tales tiIXJS son: lesiones con premeditación, lesiones con alevosía, 

lesiones con ventaja, lesiones con traición; lesiones en riña, lesiones en 

duelo, lesiones [X)r infidelidad conyugal y lesiones por corrupción del 

descendiente, a los que coinciden con los elementos agravantes o atenuantes 

del delito de hanicidio. 

Pcxiríamos por tanto clasificar el delito de lesiones, en orden a su 
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punibilidad, de la siguiente manera: 

A) Lesiones ordinarias o simples ; 

a) Que no ponen en peligro la vida y tardan en sanar menos de quince 

días (289, parte primera: de tres días a cuatro meses de prisión o diez 

a treinta días de multa) 

b) Que no ponen en peligro la vida y tardan en sanar más de quince días 

(289, segunda parte: de cuatro meses a dos años de prisión o sesenta 

a doscientos setenta días de nnll ta) ; 

Por lo que se refiere a la primera parte se consideran lesiones leves, sin 

consecuencia alguna. En cuanto a la hipótesis de la ley, el lapso carprende 

desde el instante en que el pasivo fue lesionado hasta los siguientes quince 

días naturales de veinticuatro horas cada día. 

El certificado médico previo y a su tierrpo, el definitivo, prueban 

pericialmente la clasificaci6n que corresponde a las lesiones cano elemento 

material de la infracción. 

No procede librar orden de aprehensión contra el agente ni declararle 

fonnal prisión con restricción de su libertad provisionalmente, sino sólo 

orden de presentación y formal prisión ficta, para el efecto de señalar el 

delito por el que procede su presentación al juez y oportuna.mente, el delito 

que rroti va el correspondiente proceso. Dichas lesiones se persiguen por 

querella. 

c) Que ponen en peligro la vida, sin dejar consecuencias, (293: de tres 

a seis años de prisión) . 

El peligro de la vida ha de ser actual, real y efectivo; no s6lo temido 

y opinado ccm:::l probable. Su detemdnación es de carácter técnico y corresponde 

hacerla a los peritos médicos-legistas. 

B) Lesiones que dejan consecuencias : 

a) Cicatriz en la cara pe:i:petuamente notable (290: de dos a cinco años 

de prisión y multa de cien a trescientos pesos) . 

La cicatriz es la señal que queda permanentemente o transitoriamente, en 

los tejidos orgánicos, después de que ha curado una herida o una llaga. 

La cara es la parte anterior de la cabeza, desde la raíz del cabello en 
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la frente hasta la punta de la barlJa y desde el borde del pabellón de una 

oreja hasta el de la otra. 

La notabilidad de una cicatriz es su cualidad por la que se le nota o 

advierte; y depende de su dimensión, coloración, forma, lugar que ocupa en la 

cara, profundidad, etc. 

Por(f.le al desfigurar la cara del pasivo la m::xlifica en relación con su 

apariencia original. y quizás la afea y hasta hace repulsiva, la notabilidad de 

la cicatriz es circunstancia agravante del resultado y por tanto de la pena. 

La perpetuidad o inal.terable perdurabilidad de una cicatriz es un dato de 

naturaleza técnica, p::>rque obedece a la retgeneraci6n de los tejidos y a la 

evolución de la herida. El dato debe ser valorado por los peritos médico

legista, en auxilio del juez. 

Porque la inportancia de la cicatriz depende de su notabilidad a los ojos 

de tcxlos, corresponde al juez cano intérprete de su medio social determinar si 

la cicatriz es notable o no. 

La notabilidad es apreciable a una distancia prudente: de cinco a siete 

metros, con luz solar indirecta que ilumine la cara del pasivo. 

b) Perturl>aci6n para sierrpre de la vista, o disminución de la facultad de 

oír, entorpecimiento o debilitamiento pennanente de una mano, un pie, 

un brazo, una piema o cualquier otro órgano, el uso de la palabra o 

alguna de las facultades mentales, (291: de tres a cinco años de 

prisión y nrul.ta de trescientos a quinientos pesos) . 

Se catprende la perturl>aci6n permanente del sentido de la vista, pero que 

no inpida seguir haciendo uso de él. Ia pérdida de uno o de los dos ojos no 

está ccmprendida en este artículo sino en el 292 del Código Penal citado. 

Por lo que se refiere a la apreciación de este elemento del delito es de 

carácter técnico y corresponde hacerla a los peritos médico-legistas, lo mismo 

que los demás resultados a que se contrae el artículo canentado. 

La Jurisprudencia, nos hace referencia en el sentido de que la 

interpretación de este capítulo debe ser estricta y por consiguiente el 

"debilitamiento funcional definitivo de un dedo" no in-plica la rrodalidad a que 

se refiere al decirse entorpecimiento o debilitamiento permanente de una mano 
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(A.J., t. XII, pág. 564). Con la variante consistente en que se hace 

referencia al sentido del oído, es aplicable el ccmentario de la nota 

anterior. 

En tanto el déficit respiratorio causado por la niptura de los huesos 

nasales y la desviación del tabique, constituye debilitamiento permanente del 

6rgano respiratorio. El entorpecimiento o debilitamiento permanente es la 

"disminución de la capacidad funcional: fen6meno estático residual de un 

proceso concluido", la permanencia que no excluye la posibilidad de cesación, 

no quiere decir perpetuidad; pudiendo el lesionado recuperar sus condiciones 

anteriores, por ejenplo, mediante una hábil operación quirúrgica. 

La causa puede ser lo rnisnn un tra1.lll1atisrro físico que un trauma.tisrro 

mc:>ral. 

c) Enfermedad segura o probablemente incurable, inutilización CCt11pleta o 

la pérdida de un ojo, de un brazo, de una mano, de una piellla o de un 

pie, o de cualquier otro órgano; cuando quede perjudicada para sienpre 

cualquier función orgánica o cuando el ofendido quede sordo, inpotente 

o con una defoi:midad incorregible (292: de cinco a ocho años de 

prisión). 

d) Incapacidad pennanente para trabajar, enajenación mental, pérdida de 

la vista o del habla o de las funciones sexuales (292, segundo párrafo: 

de seis a diez años de prisión) . 

Nótese que la penalidad no CCtllprende la pena de rm.üta, que si esté 

carprendida sistemáticamente en los demás delitos. Por lo que se refiere a la 

enfermedad seguramente incurable es la pennanente; la probablemente incurable 

es la que amenaza de pennanencia. 

Siguiendo con el contenido del misrro artículo 292 nos dice cualquier otro 

órgano: 116rgano es el conjunto de las partea que sirven para el ejercicio de 

una detenninada función, ejercicio entendido no en sentido anatániC'O (un 

riñan, un pulmón, un testículo, un ojo, etc.) sino fisiológico (ambos riñones, 

ambos pulmones, ambos testículos, amOOs ojos, etc.); por ello cuando se trata 

de órgano doble con función única, la pérdida de uno sólo constituye debilidad 

de la función y no pérdida de la misma" 
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Si el ó:r:gano se ccnp:me de varias piezas existirá debilitamiento sólo 

cuando se destniya un número tal de ellas que perjudique la flUlci6n por 

ejemplo la dentadura, órgano de la masticación o que así resulte debido a las 

particulares condiciones del pasivo; el debilitamiento de una parte inporta el 

debilitamiento del todo, salvo que la función no sea íntegramente suplida por 

la parte que pennanece intacta . 

"Olando quede perjudicada", perjudicada: dañada, afectada; no es necesaria 

la pérdida de la función por ejenplo, en relación con la palabra, la afonía, 

afectación de las C'Uerclas vocales que produce la pérdida o la disminución del 

volumen de la voz; y la disfasia, dificultad para articular palabras. 

C) Lesiones de penalidad atenuada, (tipos ccmplementados subordinados 

privilegiados) ' 

a) Lesiones en riña (297, en relación con el 314: podrán disminuirse 

hasta la mitad o hasta los cinco sextos según se trate del provocado 

o del provocador) . 

Si uno de los rijosos o ambos se causaren varias lesiones en el curso de 

l.a riña, no obstante que cada una es constitutiva del delito de lesiones 

consumado no cabe la acumulación, por constituir todas un 11delito continuo 11 y 

estar pranovidos todos loS actos unitariamente por el animus rigendi. 

El duelo es lll1 carba.te a mano ai:mada, por causa de honor, con previo 

acuerdo, con equivalencia de armas y condiciones y limitándose las armas a 

pistolas, espadas o sables, así caro excluyéndose el C'Uchillo, el puñal, la 

manopla, etc. 

Así también podem:>S interpretar del contenido de dicho artíC'Ulo que el 

provocador al duelo es el que reta a él y provocado el que habiendo sido 

reta,do lo acepta. Lo misrro ocurre con la rifia. Para que el Juez fije la pena 

debe atender en este caso la mayor o menor importancia de la provocación, 

va1oracifn que el juez debe hacer en atención a las personas, sus condiciones, 

edad, educación, antecedentes, ocupación, etc. La atenuación de la pena es 

facultativa y no forzosa para el juez que conoce del caso. 

c) Lesiones por infidelidad conyugal (310: tres días a tres años de 

prisión); 
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Cónyuge es el casado legalmente, no importa que el matrimonio sea 

anulal:>le, si no ha sido declarado nulo por sentencia judicial. Tarrpoco importa 

que el divorcio esté en trámite, si no ha sido también decretado por sentencia 

ejecutoria. Ni ifJ'P:lrta que los c6nyuges estén de hecho separados. 

d) Lesiones de penalidad atenuada, corrupción del descendiente (311: de 

tres días a tres años de prisión} . 

En ello la ley se refiere a un sujeto pasivo que sólo puede serlo el 

corruptor del descendiente (del agente) que esté bajo su patria potestad, maS 

no se refiere cara pasivo al descendiente del agente. Diferente es la voluntad 

de la ley, manifiesta en el artículo canentado, a cuando se trata de 

descubrinúento de adulterio a que se refiere el artículo 31.0 citado con 

anterioridad. 

D) Lesiones de penalidad agravada o calificada (tipos complementados 

subordinados cualificados) : 

a) Lesiones con premeditación (290 y 315) : 

El contenido del artículo 315 del Código Penal vigente consigna las 

calificativas de premeditación, ventaja, alevosía y traici6n. 

Las lesiones tipificadas en los artículo 209 a 293 del citado ordenamiento 

son simples o calificadas; y tiene propia penalidad si en su perpetración no 

intet:Viene ninguna de las agravantes consignadas en el articulo 315; pues de 

intervenir dicha penalidad se agrava correlativamente de acuerdo con el 

artículo elGMlinado, cabe hacer mención que hasta el memento no hemos hablado 

sobre las lesiones culposas (iqirudenciales) que es el tema medular de nuestro 

trabajo de investigación y misrro que citru::-erros en páginas posteriores con toda 

anplitud. 

b) Lesiones ccn ventaja ( 290 y 317 ) , 

e) Lesiones con alevosía ( 298 y 318 } ; 

d) Lesiones con traición ( 290 y 319 ) ' 

e) Lesiones en que se presume la premeditación ( tipos C019?leirentados o 

cir~tanciados, subordinados y presuncionalmente calificados de 

lesiones: 290 y 315 ) : 

1. Lesiones por inundación; 
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2 • Lesiones ¡x>r incendio; 

3. Lesiones por minas, lx:mbas o explosivos; 

4. Lesiones por venenos o cualquier otra sustancia nociva a la salud; 

s. Lesiones por contagio venéreo; 

6. Lesiones por asfixia; 

7 • Lesiones por enervantes; 

8. I.esimes por retribución dada o prcmetida; 

9. Lesiones por tormento; 

10. Lesiaies por rroti vos depravados; 

11. Lesiones por brutal ferocidad. 

Las lesiones anteriores, con excepción de las descritas en los dos 

párrafos del artículo 289, se persiguen de oficio; las que no ponen en peligro 

la vida y taroan en sanar menos o más de quince días, s6lo se perseguirán por 

querella de la parte ofendida, según lo dispuesto en el párrafo segwido del 

precitado artículo 209 del C6digo Penal para el Distrito Federal. 

Las lesiones calificadas, por concurrencias de la prerneditaci6n, alevosí.a, 

ventaja y traición, que catprendimos en los incisos anteriores, se encuentran 

sancionadas conforme a las reglas señaladas en el articulo 2!:10: "CUando 

concurra una sola de las circunstancias a que se refiere el artículo 315 se 

aumentará en un tercio la sanción que correspondería, si la lesión fuere 

sinple; cuando concurran dos, se aunentará la sanción en una mitad, y si 

concurren rn.1s de dos de las circunstancias dichas, se aumentará la pena en dos 

terceras partes 11 • 

Las reglas de punición contenidas en el precepto transcrito rctl\'>el1 el 

criterio o la oricntaci6n general seguida en materia de sanciones, pues el 

C.6:ligo otorga amplio arbitrio al juzgador para su imposición, dentro de un 

rrúnitl'D y un náximo, lo que no sucede en las lesiones calificadas, según se 

obsei:va del análisis del artículo en cuestión. 



67 

C) DBLrl'O DE LBSICllE.S ~ llJTIVO DBL TRANSrro DE VEHICOIIJS Y SU FORMA DE 

PERSEC!JCIOO 

Las lesiones culposas (imprudenciales} caen bajo la sanción genérica 

sefíalada en el artículo 60 del Cédigo, que va de los tres días a los cinco 

años de prisión y suspensión hasta de dos años, o privaci6n definitiva de 

derechos para ejercer profesión u oficio, debiendo ser carprendidas en las 

fracciones I a V del rnism::> precepto, y conforme a las normas que regulan el 

axbitrio judicial (artículo 51 y 52) . 

No obstante, ccxno la aplicación indiscriminada de la sanción anterior 

daría paso a notorias ~justicias, el artículo 61 prescribe que: 

11En los casos a que se refiere la primera parte del primer párrafo del 

artículo anterior, las penas por delito imprudencia! no excederán las tres 

cuartas partes de las que corresponderían si el delito de que se trata 

fuera intencional. Sienpre que al delito intencional corresponda sanción 

alternativa que incluya una pena no co:rporal, aprovechará esa situación 

al delincuente por imprudencia" . 

En caso de lesiones causadas por inprudencia (culposas) y con m::>tivc del 

tránsito de vehículos {atropellamientos y colisiones) , de las previstas en los 

artículos 289 y 290 del C6digo Penal, sólo se procederá a petición de parte, 

sierrpre que el presunto responsable no se hubiere encontrado en estado de 

ebriedad o bajo el influjo de estupefacientes u otra sustancias que produzcan 

efectos similares. 

ta culpa o inprudencia es grave cuando el resulta do ha podido ser previsto 

por canún de los hembrea, por ser normalmente previsible. Es leve cuando la 

capacidad de prever el resultado sólo es posible en hc:mbre diligentes. Y es 

levísima. cuando sólo lo es en los extraordlnariarrente diligentes. I.os grados 

de la culpa, cano se advierte, son necesariamente individualizables, pues su 

adecuaci6n va de lo abstracto a lo concreto. 

ta especie consiste en la culpa levísirra, debe pasar sin sanción penal, 

pues rebasa la capacidad nonnal humana media de previsión. Las otras dos, 

según las soluciones clásicas, deben ser objeto de sanción inferior a la que 
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correspondería al delito doloso, siendo rrayor la de la culpa grave que la de 

la leve. 

La doctrina ~erna sostiene la necesidad de acudir a sanciones 

reeducado ras y no propiamente penales, para los delincuentes culposos o 

imprudenciales, pues su conducta obedece a un defecto psicofisiol6gico que 

reduce la capacidad de previsión, de atención, de precaución. 

La suspensión de derechos y la privación de los mismos constituyen pi=-_nas 

paralelas. El juez está capacitado para elegir entre ambas en uso de su 

arbitrio, según se trate de la culpa. 

El Doctor Sergio García Ranúrez, ha eocrito lo siguiente: 

11Eri la reforma al artículo 62 oe plantea un terna terminol6=Jico que es 

pertinente abordar, desde luego, vista su reiteración en la enmienda de 

preceptos posteriores: el uso de la expresión. 11 imp:rudencia 11 • Mucho mejor por 

razones bien sabidas de los penalistas, es el enpleo de las voces ºculpa" y 

delito "culp::iso" , 27 

El Código de 1931, en el artículo 8 º, antes de la refo:rm3., expresaba que 

los delitos pueden ser intencionales y no intencionales o de imprudencia, y en 

el párrafo final del misiro artículo, establecía que se entiende por 

imprudencia tcxla imprevisión, negligencia, impericia, falta de reflexi6n o de 

cuidado que cause igual daflo que un delito intencional. 

Al darse tal concepto de culpa, se sirve del término 11 imprudencia11 ; 

postura equivocada, pues se utilizaba un vocablo referente a una especie 

culposa, o sea, que está usando cano ya lo han observado, cano género, la 

especie. 

Sin embargo, es necesario recordar la existencia de dos puntos de vista 

respecto a la denaninaci6n de los delitos no dolosos. 

a) Carrancá y Trujillo, Porte Petit, OJello Calón, Franco Sodi, Hemández 

Quiroz, Jiménez de Asúa, I..ópez Rey Arrojo, Matos Escabedo, Reyes 

Navarro, Ranán Lugo y Sánchez Cortés, entre otros, consideran que el 
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término a emplearse es el de culpa." 

b) ceniceros y Garrido, Pessina y Teja zabre, estiman caro más apropiada 

la locución: imprudencia. 

LJ:>s C6digos y Proyectos modernos al reglamentar la culpa, utilizan el 

ténnino 11 culpa 11
, pero además de que utilizan este tél:mino, al precisar su 

contenido, abarcan algunos la culpa con representación y sin representación. 

1':>s Códigos de Defensa SOcial veracruzano, y los proyectos de Céidigo Penal 

para el Distrito y Territorios Federales de 1949, de 1958 y tipo para la 

República Mexicana, utilizan el término: culpa, en lugar de imprudencia. 

Ia SUprema corte de Justicia de la Naci6n, !X'Stula esta corriente, cuando 

establece: 11 El C6digo Penal para el Distrito Federal y Territorios, del año de 

1931, adoptado por la mayoría de los Estados de la República, ca:nete el error 

técnico de denani..nar los delitos no intencionales: delitos de imprudencia, 

siendo caro son éstos una especie de género, delitos culposos, que se 

contraponen a las intencionales". :n 

Al sostenerse la existencia del delito de imprudencia, nos encontram:>s 

frente al problema de la existencia o no de un delito culposo propio o delito 

en particular. 

En algunas resoluciones de los Tribunales, se dice que existe el delito 

de inprudencia, lo cual constituye un error, poz:que la imprudencia es una 

fonna o especie de la culpabilidad, con base en el psicologism::>. Una cosa es 

el delito y otra es la fom.a de la culpabilidad: culpa. Por ello con todo 

acierto Quintano A. Ripollés expresa que hablar de "delito de inprudencia 11 es 

tan insólito cano hacerlo de dolo, es decir hacerlo de delito de dolo, 

constituyendo una y otra forma de culpabilidad y no de infracciones. Y en 

México, Villalolx:is, con el título: "culpa en el delito y no delito de culpa.11
, 

opina que "debe insistirse en que no hay un delito de culpa", "co:no entidad 

aut6n.ara y unitaria que pudiera sumarse al catálc.igo de los delitos, junto al 

hanicid.io, al i:obo, etc., sino que la culpa es una de las especies, uno de los 

grados o, W1a de las formas con que puede presentarse el factor subjetivo de 

(28). Eduardo 1'Spez Betancourt, Imputabilidad y Ollpabilidad, Editorial 
J?onila, Métlco, 1993, pp. 75-79. 

(29) . Ibidem. 
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la culpabilidad en cualquiera de los delitos tipificados, mientras no sean 

éstos especialmente inccxrrpatibles con las características particulares de la 

culpa. Debe hablarse, pues, de los delitos de hanicidio, de allanamiento de 

norada, de daño en propiedad ajena, etcétera, canetidos dolosa o culposamente, 

y no su¡xmer una especial individualidad en el delito de 11 culpa11 que no 

existe. 1110 

Por otra parte, los Tribunales han sostenido contrariando las ejecutorias 

citadas en líneas anteriores, que el "delito de culpa no constituye un delito 

en sí, ya que la culpa no es sino una forma de responsabilidad, que habrá de 

estudiarse en la sentencia definitiva para apreciar si el daño causado fue 

ocasionado, sin quererlo, por el agente activo del miSTrO y caro efeCto de su 

conducta culposa 11 
• 

A) Inprevisi6n la no previsión equivale a la irrprevisibilidad, o sea, a 

la esencia de la culpa sin previsiái, sin r.epresentaci6n o inconsciente! es la 

no previsión de lo que era previsible. 

Al referirse al Proyecto de C6digo de Defensa Social veracruzano, piensa 

carvajal, que "en la definici6n de culpa no se considera la inprevisi6n que no 

puede estar canprendida ni en la irrprudencia, ni en la inpericia o falta de 

aptitud". 

B) Inprudencia, el término irrprudencia, se utiliza para dencminar la 

culpa. ¿En qué consiste la imprudencia? Sobre este particular se han emitido 

n\Jll'erosas definiciones, cano las de Almaraz, Altavilla, Antolisei, Bettiol, 

Carrancá y Tnijillo, Ca.vallo, CUello Calón, Florian, Jiménez de Asúa, Maggiore 

y Manzini. 

La SUprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que "existe la 

irrprudencia, cuando la antijuridicidad del acto resulta ele la imprevisión, 

negligencia, inpericia y falta de reflexión o de cuidado en que cause con 

ello igual daño que con un delito intencional". 11La esencia del delito de 

dallo en propiedad ajena por imprudencia está constituida por la voluntad 

negligente del autor del delito, es decir, que haya causado un daño sin 

desearlo, pero que pudo haber previsto, o fue rrotivado por la falta de 

(30). Ibidem p. 79. 
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pericia". 

"Para los efectos penales, debe tenerse cano inq:irudente al que cause algún 

daño, haciendo o no haciendo alguna cosa contraria a la ordinaria capacidad de 

previsión. La imprevisión se refiere a la falta de previsión de los resultados 

ccmúnmente previsible de nuestra conducta; la imprevisión de los resultados 

imprevisibles o de los difícilmente previsibles, no origina responsabilidad 

criminal. As! cano calificar la gravedad de la imprudencia, caro base para la 

aplicación de la pena, los jueces han de tener en cuenta la mayor o menor 

facilidad de prever y evitar el daño que resulte, en igual forma deben 

proceder para tenerla por c:cxtt>robada caro causa determinante del daño 

causado". 

La imprudencia consiste en un hacer, violando un deber de cuidado que 

personalmente le incumbe al agente, pn:xiuciendo un resultado material. 

C) Negligencia, definen la negligencia entre otros, Altavilla, Antolisei, 

Bettiol, carrancá y Trujillo, Ca.vallo, cuello Calón, Jirrénez de Asúa, 

Maggiore, Massari, Pannain y Núñez. 

Una cuestión de gran interés es detenninar si la imprudencia y 

negligencia, pueden presentarse en fo:tma de acción y de anisi6n, o bien, si la 

inprudencia consiste en un hacer y la negligencia en un no hacer. 

a) Sostiene entre otros el primer punto de vista, Maggiore, al expresar, 

que la negligencia toca indiferentemente tanto a la forma de la acción caro de 

la emisión, consistiendo en el descuido y en la desatención y descuidar es 

anitir los deberes de diligencia, deberes genéricos, siendo la negligencia en 

el fondo, una forma de pereza psíquica, por la cual no se prevé lo que es 

previsible. Igualrrente, Bettiol considera, que la negligencia también puede 

darse en los delitos de anisión, lo que se da en los de acción. 

La negligencia consiste en un no hacer, violando \.U1 deber de cuida.do, que 

le incumbe personalmente al agente, produciendo un resultado material. 

O) Impericia, la irrpericia consiste en una "deficiencia de capacidad 

técnica" y consecuentemente es distinta a la ineptitud, la cual, consiste en 

Wla "deficiencia de orden natural" debiendo dejar aclarado, por tanto, que la 

inpericia y la ineptitud son términos totalmente diversos. 
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Se dice que la impericia tiene la naturaleza, substantividad propia; que 

no contiene elementos de la culpa consciente ni de la inconsciente, pues no 

tiene fundamento en la previsión ni en la previsibilidad. 

De tal manera, que cuando se es responsable por ser imperito, no se tiene 

que investigar si hul:x:> o no previsión o previsibilidad; se es legalmente 

responsable porque se es irrIJerito. Así nos hace notar L:Spez ·Rey Arrojo, que la 

inpericia no implica la neg-ligencia ni ésta tanp::>co la imprudencia, ni ésta a 

su vez, a las otras dos. 

Eugenio Florian expone: 11Sin embargo, la previsibilidad no es necesaria 

cuando se trate de culpa por impericia en el propio arte o profesión y de 

culpa por inobservancia de los reglamentos: en la primera, se trata de una 

deficiencia de capacidad técnica en la que el criterio de la posibilidad de 

prever, o falta por coopleto o sería en tcxio caso absolutamente subaltenio y 

eventual", insistiendo en otro lugar: "Reafirmando, por tanto el criterio de 

la posibilidad de prever caro requisito subjetivo de la culpa, se debe notar, 

sin embargo, en un obsequio a la realidad, que tal criterio sólo es aplicable 

cuando se trata de culpa por iltJ)rudencia o negligencia; en los otros casos de 

culpa resulta superfluo, inservible e incarpatible. Esto tiene lugar en la 

lúpótesis de impericia en el propio arte o profesión". 

Contrariamente piensa Jiménez de Asúa, al considerar que "en la impericia 

cano la culpa que es, debe darse la previsibilidad del acontecimiento dañoso 

o luctuoso. Están en un error quienes lo niegan.. . que alegan ser bastante 

para que haya culpa por inpericia, que se pruebe la deficienci.a de capacidad 

técnica de donde resultó el mal", e insiste en que la "irrpericia requiere que 

enprenda una tarea quien tiene título profesional o supuesta capacidad exigida 

por certificado o costumbre en un arte u oficio, y que al emprenderla, con esa 

condición, proceda de mcxio negligente, irrprudente o inhábil; pero no basta 

este nuevo proceder, sin aquella condición" . 

Por su parte, VillaloOOs piensa que 11 debe suprimirse la mención de la 

impericia, ya que ésta por si, no es un elemento de culpabilidad aunque 

produzca los mayores daños ••• ; que el verdadero factor de culpabilidad es la 

negligencia o la inpericia que indudablemente concurre cuando el acto en 
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perspectiva (ccmo una operación quirúrgica) requiere cierta pericia que poseen 

los que se han especializado en adquirirla, y a su ejecuci6n se lanza quien no 

la tiene 11 
, y termina sosteniendo, "que no toda impericia significa 

culpabilidad, sino cuando por negligencia o imprudencia se emite el consejo o 

la intervención del perito, y el que no lo es invade un carrpo para el que no 

tiene la debida preparación 11 • 

E) Falta de aptitud, se sostiene caro especie cul¡'.X)sa, a la falta de 

aptitud. En México, quien ha insistido continuamente que debe incluirse la 

falta de aptitud caro W1a especie culposa es Carrancá y Trujillo, 31 observando 

al estudiar el artículo B º, fracción II, del Anteproyecto de C6digo de Defensa 

Social veracruzano, que al incluirse la falta de aptitud entre las especies 

de culpa, el Anteproyecto cobra un notorio progreso sobre la legislación 

vigente, que el vida esa especie. Del misrro parecer Sánchez Cortés, al 

expresar, "que al emunerar el Proyecto veracruzano las especies de culpa, 

acierta al incluir la falta de aptitud caro una de ellas, que la legislaci6n 

mexicana vigente había olvidado señalar" . 

F) Falta de reflexión, se trata en la falta de reflexión de un caso en el 

cual se prevé sin haber reflexionado. No es lo misrro, falta de reflexión que 

falta de previsi6n, porque puede haberse previsto sin haber reflexionado y no 

puede reflexionarse sin antes no haberse previsto. Es decir, puede no haberse 

reflexionado en la culpa con previsi6n lo cual es irrelevante., existiendo la 

p<evisi6n. 

Respecto a la falta de reflexión dice Villalobos, "que la falta de 

atención, de reflexión, de previsiones o de cuidados no tiene un contenido 

aut6nano sino que son diversas fomias en que se manifiesta la negligencia o la 

imprudencia, y que su uso es redundante y tiende, en forma semicasu!stica, a 

sugerir la idea de la culpa", agregando, "que según se van precisando los 

elementos esenciales de lo definido y se vayan seleccionando las palabras que 

mejor los expresen, deben desterrarse de la definición cano medios indirectos 

que no favorecen la condición ni la precisión deseables". 

(31). Raúl carracá y Trujillo, Derecho Penal Mexicano, I, 4a. edición, México, 
.Abril de 1955. p. 253. 
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G) Falta de cuidado, la diligencia insuficiente, etc., nos dice Manuel 

I.6pez Rey Arrojo, no son más que simples aspectos de lo culposo, que deben ser 

reducidos a una estructura ccrnún que catprenda todas las posibles 

manifestaciones del actuar culposamente. 

La falta de cuidado es evidentemente la propia esencia de la culpa, porque 

precisamente la culpa cano hemos señalado con anterioridad, consiste en la 

violación de un deber de cuidado. 

Después de haber hecho mención detalladamente de los di versos puntos de 

vista que tienen los doctrinarios sct>re lo que debe entenderse por 

11 imprudencia11 y lo que actualmente te.nemos en la legislaci6n cano delito 

"culposo", nos avocarem::>a al estudio de este último en las lesiones por un 

hecho de tránsito. 

El tránsito de veh!culoe, que presenta Wl alaxmante desarrollo en la gran 

capital de la República, origina níiltiples y delicadcs problemas. 

El solo hecho de conducir un autan6vil produce inusitada tensión en el 

conductor; su sistema nervioso y sus reflejos se alteran. ¿Cátt> ha de influir 

esto en la concepción y el tratamiento de la culpabilidad? Nuestra ley penal 

apenas se asana a tal clase de problemas, p;:>rque es un hecho que la 

personalidad se afecta, se desvirtaa, cuando el hanbre o la mujer tana el 

volante entre sus manos, en una ciudad cx::ngestianada y co:nienza una aventura 

que lo misn"<J puede tetminar tranquilanente en el lugar de arribo, que en la 

Agencia del Ministerio Público, más próxima o en el enfrentamiento m1s 

desagradable con otros seres humanos. 

Anteriormente se sostenía a menudo la necesidad de proceder al ejercicio 

de la acción penal, al juz9~ento y a la condenaci6n, todo ello desencadenado 

por una averiguación previa iniciada en ese entonces de oficio, cuando el dafio 

resultara asociado a las lesiones, independientemente 
1
de la mayor o menor 

gravedad de éstas. Y la experiencia cotidiana enseña cÍue un gran cúmulo de 

procedimientos tramitados ante las l'lgencias Investigadoras del Ministerio 

Público en el Distrito Federal tiene CatD origen conductas culposas 

(inprudentes) que culminan en el dcble resultado del daño y de la lesión. 

En la actualidad parece que lo que se pretende es fot>edir la "fabricación 
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de delincuente.s 11 , pues no otra cosa era, en esencia y en la gran mayoría de 

los casos, la persecuci6n penal de los imprudentes, imperitos, negligentes, 

descuidados o irreflexivos que hubiesen incurrido en lesiones y daños. Hoy, en 

cambio, el procedimiento se sujeta a la querella cuando se caneten lesiones o 

daño o sólo alguno de estos delitos. 

Los accidentes de tránsito son considerados cano delitos inprudenciales, 

en la actualidad (culposos) y por tanto se concede la libertad cauciona!, ésto 

sierrpre y cuando el manejador no se encuentre en estado de ebriedad, no haya 

pretendido darse a la fuga, tal y como lo establece el artículo 271 del C.P.P. 

que dice: 

11El Ministerio Público que conozca de un hecho delictuoso, hará que tanto 

el ofendido caro el probable responsable sean examinados inmediatamente 

por los médicos-legistas, para que éstos dictaminen, con cai:ácter 

provisional acerca de su estado psicofisiol6gico. 

El Procurador determinará mediante disposiciones de carácter general el 

m:mto de la caución aplicable para gozar de la libertad provisional en la 

averiguación previa. 

OJando el Ministerio Público decrete esa libertad al probable responsable 

lo prevendrá para que canparezca ante él mismo para la práctica de 

diligencias de averiguación, en su caso y concluida ésta ante el juez a 

quien se consigne la averiguación, quien ordenará su presentación y si no 

carpa.rece ordenará su aprehensión, previa solicitud del Ministerio Público 

mandando hacer efectiva la garantía otorgada. 

El Ministerio Público podrá hacer efectiva la garantía si el prOOable 

responsable desobedeciere, sin causa justificada, las órdenes que dictare. 

La garantía se cancelará y en su caso se devolverá cuando se resuelva el 

no ejercicio de la acción penal o una vez que se haya presentado el 

probable responsable ante el juez de la causa y éste acuerde la 

devolución. 

En las averiguaciones previas por delitos que sean de la canpetencia de 

los juzgados de paz en materia penal o siendo de los juzgados penales cual 

pena máxima no exceda de cinco años de prisión el respo.°9able no será 
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privado de su libertad en los lugares ordinarios de detención y podrá 

quedar arraigado en su danicilio, con la facultad de trasladarse al lugar 

de su trabajo, si concurren las circunstancias siguientes: 

I. - Pl:oteste presentarse ante el Ministerio Público que tramite la 

averiguación, cuand:> éste lo disponga, 

II. - No existan datos de que pretenda sustraerse de la acci6n de la justicia, 

III. - Realice convenio ccn el ofendido o sus causahabientes, ante el 

Ministerio Público de la fonna en que reparará el daf'1o causado, en su 

caso, cuando no se convenga sabre el m:mto, el Ministerio Público con 

base en tma estimación de los dai'ios causados, en la inspección 

ministerial. que prácticamente, en las versiones de los sujetos 

relacionados con los hechos y en los demis elementos de prueba de que 

disponga, detennl.nará dicho toonto, 

IV. - Q..le tratándose de delitos por inprudencia ocasionados con motivo del 

tránsito de vehículos, el presunto responsable no hubiese abandonado al 

lesionado, ni participado en los hechos en estado de ebriedad o bajo el 

influjo de estupefacientes o sustancias psicotr6picas; 

V. - Q..le algima persana, a =iterio del !\gente del Ministerio Público, fundado 

en los datos que recabe al respecto, se carpn:rneta, bajo protesta, a 

presentar al prc:tbable responsable cuando as! se resuelva; 

VI. - En caso de que el indiciado o la persona a quien se refiere la fracción 

anterior desobedecieren sin justa causa las órdenes que dicte el 

Ministerio Público, se revocará el arraigo y la averiguacl6n previa será 

consignada en su caso, solicitando al juez ccmpetente la orden de 

aprehensión o de carparecencia en su contra, según corresponda; y 

VII. - El arraigo no podrá prolongarse por más de tres días; transcurridos 

éstos el arraigo podrá desplazarse libremente, sin perjuicio de que el 

Ministerio Público, si así procediese, consigne la averiguación y 

solicite la orden mencic:nada 11 .n 

(32) • Diario Oficial de la Federación, segunda Edición, Refotmas al C6digo de 
Procedimientos Penales para el Distrito Federal, publicado el 10 de 
enero de 1994. 



77 

Siguiendo con el tema de nuestro trabajo de investigación podemos decir 

que las principales lesiones que se producen por hecho de tránsito son las 

siguientes : 

2B9 parte la, son las que no ponen en peligro la vida y tardan en sanar 

rrenos de quince días, generalrrente son equimosis y hematanas . 

2B9 parte 2a, tanp:x:o ponen en peligro la vida, pero tardan más de quince 

ellas en sanar, son por lo general esguinces o fracturas . 

290, son las que sin poner en peligro la vida dejan cicatriz visible en 

la cara. 

291, son lesiones que ponen en peligro la vida y dejan disminuci6n o 

inutilización de un miembro. 

292 parte la, inutilización caipleta o pérdida de miembro o pie o 

cualquier otro 6rgano perjudicando para si""l're cualquier función orgánica, 

sordera, iltp::ltencia o deformidad. 

292 parte 2a, incapacidad permanente, enaj enaci6n mental, pérdida de la 

vista, habla o funciones sexuales . 

293 son de las que tardan en sanar más de quince días y ponen en peligro 

la vida del individuo. 

Por lo que se refiere al contenido y explicación de cada uno de los 

artículos mencionados considero que por el m:rnento ya no es necesario en 

virtud de que fueron des=itos anpliamente en el inciso B) denaninado de la 

Penalidad y tipo de delito de lesiones y sus diversas clasificaciones de 

carácter Médico-Legal, del trabajo que investigamos, por lo que los citarros 

anicamente para relacionarlos con el derecho a la caución que tiene el 

presunto responsable para poder obtener su libertad, cuando proceda de acuerdo 

a lo que establece el artículo 271 del C6digo de Procedimientos Penales para 

el 'Distrito Federal también ya citado en páginas anteriores y que no procede 

la aplicación de estos beneficios cuando el conductor o los conductores se 

encuentren en estado de ebriedad y/o habiendo lesiones, un conductor haya 

pretendido darse a la fuga. 

Si uno de los manejadores se encuentra y el médico legista así lo 

clasifica en estado de ebriedad, generalmente esta clasificación es de estado 
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de ebriedad ineatpleta o bajo el influjo de cualquier estupefaciente que el 

médico indicare después de los ex.árrenes correspondientes. 

La averiguación previa que se deriva en estos casos, será de daño y estado 

de ebriedad será el tipificado caro " daño en propiedad ajena y ataque a las 

vías de cam.uú.caci6n11 , cuando es por un choque; y en caso de ser además con 

lesiones sería el de daño en propiedad ajena, lesiones y ataques a las vías de 

canunicación y ast sucesivamente. 

El ebrio incoopleto, entre sus características poderros citar: la 

inestabilidad em:x=ional: euforia en las inhibiciones y más aparente confianza 

en sí miBnD, scx:iabilidad, desarrollo de conversación, aumento de 

confidencias, disminuciál de atención, juicios, control y respuesta a los 

estímulos. Las reaccicmes se retardan en el 35 % de la gente. 31 

En otros casos el ebrio incatpleto, esto es dependiendo de la cantidad de 

alcohol que haya ingerido sufra de grandes cant>ios y cuando el consum:i es 

rrayor los sintanas pueden ser: mala mesooria y canprensi6n, incoordinaci6n 

muscular, ccmfusiaies, incapacidad de juicioa críticos y de manejar 

autcm6viles. 

En W1 hecho de tránsito de donde resultan lesionados con clasificación 

prevista en los artículos 288 y sanciaiadas por el 289 parte la y 2a, no son 

privativas de la libertad por lo que los conductores, sin otorgar la citada 

cauci6n podrán retirarse de la llgencia Investigadora después de haber 

declarado y el vehículo o, los velúculoe hayan sido revisado por los peritos 

de tránsito; se detiene al ccn:iuctor cuando éste conduce en estado de 

ebriedad. 

Procede la l:Í.bertad bajo caución cuando el conductor no se encuentra en 

estado de ebriedad y no haya pretendido darse a la fuga. 

Por lo que se refiere a las lesiones procede el perdón ante el .Agente del 

Ministerio Público, cuando éstas hayan sido clasificadas o sin clasificar, por 

lo general se otorga el perdón previo arreglo conciliatorio entre las partes 

y que se exprese en la declaraci6n tanto del conductor cano del lesionado o de 

(33) . Oltberto Flores Cervantes, Los Accidentes de Tránsito, Editorial Porrúa, 
Méxi=, 1989 pp. 33-42. 
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quien represente sus intereses y en caso de no haber perdón procede la citada 

caución, sienpre y cuando las lesiones sean privativas de la libertad, y desde 

luego SI> cubran los requisitos previstos por el artículo 271 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

CUando el presunto responsable se encuentre en estado de ebriedad y si en 

el resultado de peritos de tránsito resulta responsable, no importa que en el 

percance hayan resultado lesionados con una clasificaci6n 289 la o 2a, es 

decir lesiones leves o que le hayan otorgado el perdón se procederá de 

inmediato a su consignación ante el 6i:gano jurisdiccional corresp:md.iente; se 

procede de la misma forma si pretendió darse a la fuga después de haber 

atropellado o haya abandonado a la víctima del percance autanovilístico. 
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1. - IA QIJBRELLll.. 

Por la fonria de su persecución en los delitos derivados por un hecho de 

tránsito en los casos del daño en propiedad ajena y lesiones son de querella 

y sólo pueden perseguirse si así lo manifiesta el ofendido o sus legítimos 

representantes, es decir 11 estos delitos son llamados privados o de querella 

necesaria, cuya persecución sólo es posible si se llena el requisito previo de 

la querella de la parte ofendida 11 • 
1

• 

Manuel Rivera Silva, entre otros, opina que no deben existir delitos 

perseguibles segdn el criterio de los ofendidos: el Derecho Penal tan sólo 

debe tonar en cuenta intereses sociales y por lo misrro, no abraza situaciones 

que inporten intereses de carácter exclusivamente particular. 

Si el acto quebranta la anoon.ía social, ccm:J es en el caso de los delitos 

de ataque a las vías de carunicaciái con lesiones 289 la o 2a; debe 

perseguirse indePendientarente de lo que quiera o no la parte ofendida y si 

por cualquier razón vulnera únicamente intereses particulares, ese acto debe 

desaparecer del catálogo de los delitos para ir a hospedarse a otra rama del 

Derecho.lS 

En la actualidad la querella en un hecho de tránsito es necesaria para la 

integraciál de la averiguaciál previa y la raz6n por la cual se mantiene en 

las legislaciones estos delitos cxmentados y derivados en un hecho de tránsito 

y que soo. delitos perseguidos por querella de la parte ofendida, se basa en la 

cansideraci6n de que, en ocasiaies, la persecución oficiosa acarrea a la 

victima mayores daños que la misma inpunidad del presunto responsable. 

Siendo la querella un medio de hacer del conocimiento de la autoridad un 

delito, en este caso de un hecho de tránsito, para que por desearlo as! el 

ofendido, se persiga a su autor, es natural que la querella exige la 

manifestación de la queja. Por otra parte,. si en los delitos de querella 

(34) . Femando castellanos Tena, Lineamientos Elementales de Derecho Penal, 
&litorial Porrúa, México 1975. p. 143 

(35). Manuel Rivera Silva, El Procedimiento Penal, Editorial Por.cúa, México, 
1994 p. 97. 
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necesaria cabe el perd6n del ofendido, es natural que para que se persiga al 

inculpado, en los accidentes de tránsito, se debe hacer patente que no hay 

perdón, o en otras palabras, se acuse, pues con la acusación claramente se 

pone de relieve que no hay perdón ni expreso ni tiicito. 

En Derecho carparado, la voz querella posee Wla doble acepción: caoo 

sin6nirro de acción privada y cano simple requisito de pmcedibilidad. En 

México, donde priva el t00nopolio acusador del Ministerio Público, la querella 

es sienpre requisito de procedibilidad que se resume "en una manifestación de 

conocimiento sobre hechos delictuosos y una expresión de voluntad a efecto de 

que se lleve adelante la persecución procesal. Este requisito se plantea en el 

caso de loa llamadc>s "delitos privados", para cuya persecuciál predanina el 

interés privado sabre el público, Aun cuando dentro de la evolución general 

del sistema penal, la persecuci6n privada constituye una fase generalmente 

superada, razones de política =iminal han mantenido cierto limbito de vigencia 

de la querella, que en ciertas hip6tesis tiende a anpliarse 11
• 

16 

con ello podemc::ta concluir que en el caso de los delitos derivados de un 

hecho de triinsito exigen cano requisito de procedibilidad la querella y s6lo 

en los casos ya menciaiados anteriormente can:> es en el que el preSWltO 

responsable se de a la fuga o se encuentre en estado de ebriedad, el o loa 

delitos para su integración en la averiguación previa se persiguen de oficio. 

(36) . Sergio García Ramirez Y Victoria Mato de Ibarra, p.p. 25-26. 
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2. - EL Pl!RDClf. 

Es pertinente señalar que no hay que confundir el perdón o el 

consentimiento con el sinple transcurso de no presentar la querella durante 

cierto lapso. 

El perdón judicial es la manifestación expresa de voluntad en virtud de 

la cual se hace patente el prq>6sito del ofendido de que no se castigue al 

infractor. 

El análisis correcto del artículo 93 del C{xligo Penal para el Distrito 

Federal, lleva a la afil:tl'ativa de que el perd6n sólo opera cuando se ha 

iniciado un procedimiento penal. 

Respecto del consentimiento que la ley emmciaba antes de la última 

reforma al C6cligo Penal ya no pn:>eede reflexión alguna. po:rque el citado 

artículo 93 ya no alude a fil. 

Nllestra ley sustantiva manifiesta que el perd(in extingue la acción penal, 

debiéndose entender por tal afil:maci6n, que cesa el derecho de persecución en 

el· caso concreto, más nunca la facultad en abstracto del Estado de perseguir 

los delitos, la cual no puede desaparecer, por constituir un eleirento mism:> 

del Estado contenporáneo. 

Es oportuno señalar que cxn el perd6n tant>ién se extingue la acción penal, 

porque el Ministerio Público no puede continuar ejercitando al órgano 

jurisdiccional. 

OJn el consentimiento, cuando la ley lo registraba, no moría la acción 

procesal penal, debido a que ésta ni siquiera había nacido, pues el 

consentimiento se debe entender caro previo al nacimiento de la intervención 

del Ministerio Público: el órgano investigador inicia su actividad con la 

querella y si ésta no existe, por el consentimiento no puede aparecer la 

acción procesal penal ni la fase preparatoria de la misma. 

Por últirro, en los casos de tm hecho de tránsito con o sin lesionados, por 

lo que toca al perdón, es necesario consignar el caso de cuando es otorgado 

durante la averiguación previa. 

Algunos autores expresan que con dicho perdón, previo acuerdo 



83 

conciliatorio entre las partes, se te~na la actividad preparatoria de la 

acci6n procesal penal, y en consecuencia, no puede hacerse la consignación. 

Para otros autores, el Ministerio Público no puede resolver sobre la 

extinción de la acción penal p:>r el perdón, en virtud de que la resolución 

correspondiente es prqiia y exclusiva del órgano jurisdiccional, único 

capacitado para dictar el Derecho. 

Sin entrar al análisis de si técnicamente prooede o no la consignación, 

creemos que por econan!a procesal y por atención a la exigencia de la pronta 

adninistraci6n de justicia, el Ministerio Público, en los casos de perdón de 

delitos que se persiguen a instancia de parte, caro es en el caso de nuestro 

t•abajo de investigación y principalmente en los casos de lesionados que 

resulten en un hecho de tránsito o p:>r atrq>ellami<;nto, debe resolver el 

titular de la agencia del Ministerio Pliblico lo conducente, es decir, qu~ 

favorezca al lesionado o a la victima del delito, cuando el Derecho así lo 

exija. 
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3, - U OFICIOSIIW> llN SU l'DSllCUCICM 

!Da delitos perseguil>les de oficio son to::los aquellos en los que la 

autoridad, en este caso el Agente del Ministerio PQblico, está obligada a 

actuar, por irandato legal, persiguiendo y castigando a los responsables, con 

independencia de la voluntad de los ofendidos. En el caso concreto de los 

delitos derivados en un hecho de tránsito es de oficio su persecución cuando 

el sujeto activo se encuentre en estado de ebriedad y/o se de a la fuga en el 

ioomento en que ocurren los hechos o abandone al lesionado. 

Consecuentemente, en los delitos perseguibles de oficio, cano se ha 

comentado en páginas anteriores, no surte efecto alguno el perd6n del 

ofendick>, a la inversa de lo que ocurre en los de querella necesaria, cuando 

ésta es exigible caro requisito de procedibilidad. 

Con ello podemos concluir que en el caso del delito de ataques a las vías 

de conunicaci6n derivado de un hecho de tránsito es perseguible de oficio." 

(37) . Fe>:nando A. Barrita L6pez, Averiguación Previa, (enfoque 
interdisciplinario, Elditorial Ponúa , MéXico, 1993 pp. 10-14) 



as 

Existe cierta confusión respecto a lo que en derecho Penal debe 

entenderse por responsabilidad. No pocas veces se utiliza el vccablo caro 

sinónimo de culpabilidad; también suele equipararse a la inputabilidad. 

En verdad tiene acepciones diversas. En un sentido, se dice que el 

sujeto inputable tiene obligaci6n de responder concretamente del hecho ante 

los tribunales. Con esto se da a entender la sujeción a un proceso en donde 

puede resultar condenado o absuelto, según se demuestre la concurrencia o 

exclusión de antijuridicidad o de culpabilidad en su conducta. Por otra Pa.rte 

se usa el término responsabilidad para significar la situación jurídica en que 

se coloca el autor de \Ul acto típicamente contrario a Derecho, si abr6 

culpablemente; asi los fallos judiciales suelen concluir con esa declaraci6n, 

teniendo al acusado cano penalmente responsable del delito que rootiv6 el 

proceso y señalan la pena respectiva. 

La responsabilidad es el deber jurídico en que se encuentra el individuo 

inputable de dar cuenta a la sociedad por el hecho realizado. 

5al inpltables quienes tienen desarrollada la rrente y no padecen alg(ln 

mal psicológico que los inpos!bilite para entender y querer, es decir, los 

poseedores, al tierrpo de la acción de un miniJrun de salud y desarrollo 

psíquico exigidos por la ley del Estado; pero s6lo sal responsables quienes 

habiendo ejecutado el hecho, están obligados a responder por él hecho. 

La respalSabilidad resulta, entonces, una relaci6n entre el sujeto y el 

Estado, según la cual éste declara que aquél abr6 culpablemente y se hizo 

acreedor a las consecuencias sella ladas por la Ley a su caiducta. 

Desde tienpo lejano se ha tarado en cuenta para la declaratoria de 

responsabilidad del delincuente, no s6lo el resultado objetivo del delito, 

sino también la causalidad psíquica. 

Por la indudable influencia del cristianisroo en la legislación penal, 

el libre albedrío se convirtió en el eje central del Derecho represivo. 

r.a. Escuela Clásica, cano ya se ha visto, se fundamentó en tal elerrento. 

La revolución positivista y filos6fica de la segunda mitad del siglo pasado, 
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intentó cambiar en forma radical el fundamento de la responsabilidad; en 

primer lugar, negó el libre arbitrio y afirm5, en segundo, el determinism:> de 

la coru:lucta humana. 

Los Libero-arbistristas, para ser el individuo responsable debe poseer, 

al tierrpo de la acción, discemitniento y conciencia de sus actos y gozar de la 

facultad de elección entre los diversos rrotivos de conducta presentados ante 

su espíritu; ha de poder elegir libremente en forma voluntaria (libre

albedr!o), en tales condiciones la responsabilidad penal es consecutiva de la 

responsabilidad moral. 

Para los detetministas, ~ cambio, caro no existe el libre arbitrio, la 

conducta humana está por coopleto sanetida a fuerzas diversas, resultantes de 

la herencia psicológica, fisiológica, del medio ambiente, etc. la 

responsabilidad ya no es moral sino social. El hanbre es responsable por el 

hecho de vivir en sociedad. 

Separándonos un poco de las ideas doctrinarias, que desde luego son 

necesarias, optaremos por adentrarnos de lleno al contenido del capitulo III 

dé las personas responsables de los delitos, de nuestro C6digo Penal Vigente 

para el Distrito Federal, que nos dice: 

"Articulo 13. - Son autores o participes del delito: 

I. - Los que acuerden o preparen su realización; 

II. - IDS que los realicen por si; 

III. - IDS que lo realicen caijuntarnente; 

IV. - IDS que lo lleven a acabo sirviéndose de otro; 

V. - IDS que detetminen dolosarrente a otro a caneterlo; 

VI. - IDS que dolosanente presten ayuda o auxilien a otro paza 

su canisi6n; 

VII. - IDS que con posterioridad a su ejecución auxilien al 

delincuente, en cunplimiento de una pranesa anterior al 

delito y 

VIII. - IDs sin acuerdo previo, intervengan con otros en su 

canisión, cuando no se pueda precisar el resultado que 

cada quien produjo. 
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Los autores o participes cada uno en la medida de su 

propia culpabilidad. 

Para los sujetos a que se refieren las fracciones VI, VII 

y VIII, se aplicará la punibilidad dispuestas por el 

artículo 64 bis de este C6digo" . la 

Por lo que se refiere al contenido del artículo 65 bis nos hace !reilCión 

de la aplicaciál. de sanciones en el caso de concursos que sw:ge en el delito 

continuado, carplicidad, reincidencia y error vencible y dicho precepto nos 

dice: 

"En los casos previstos por las fracciones VI, VII y VIII del artículo 13, 

se impondrá caro pena hasta las tres cuartas partes de la correspondiente al 

delito de que se trate y en su caso, de acuerdo con la mcdalidad respectiva". 

El C6cligo Penal de 1871 había a~do a los responsables de los delitos 

en tres categorías: Autores, cárplices y encubridores. 

Igual solución adopt6 el C6cligo Penal de 1929; en tanto que el precepto 

canentado se refiere a los "resp::msables de los delitos" sin adoptar 

denaninaciones propias para cada categoría. Sin enbllgo, la clásica 

clasificaci6n que corrprende a autores, cátplices y encubridores, se mantuvo 

ínsita en el texto original del artículo 13; pero ya no en el texto ahora 

vigente, que s6lo corrprende a loe autores y a loe cátplices. 

La raíz de la ce-responsabilidad por un mism:> delito se halla en la 

causalidad ce-respectiva entre los varice resp::msables y es así, el delito, un 

denaninador cati:in a varios nurreradores. 

Como autores materiales o ejecutores debe tenerse a los que voluntaria y 

CXXlSCiente o culposamente ejecutan los actos directamente productores del 

resultado. Tal es la ejecución del delito. Los ejecutores resporiden del delito 

íntegranente, no siendo necesario probar, si son varios, que existía previo 

acuerdo entre ellos scbre los detalles materiales de la ejecución misma. 
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Cabe la coautoria en relaci6n, tanto con la consumación de un delito cc:m:i, 

con la tentativa; y lo misrro ha sido mantenido en cuanto a los delitos 

culposos, caro es en el caso del que viajando en un autaróvil, instiga al 

conductor a desarrollar irur<>derada velocidad ocasionando por ello la muerte de 

un transeúnte; igual que al conductor de un autcm5vil que cediese la dirección 

a un pasajero imperito y se prcx:lujese la muerte de un transeúnte; hay que 

recordar que en ambos casos con las últimas reformas al Código Penal, se 

consideran delitos culposos. 

También el inicio carentado se refiere a los que intervienen en la 

preparación del delito. El suministro de rredios para la ejecución caro en el 

caso de las armas, llaves, planos, etc, configura la cooplicidad. Son 

c6n'plices los que? "prestan al autor Wla c:::c:q>eraci6n secundaria a sabiendas de 

que favorecen la ccmisi6n del delito, pero sin que su auxilio sea necesario 11 •
19 

Por últitro del estudio del artículo 13, el misrro inciso en cuestión se 

refiere a los que intetvienen en la concepción del delito. Son autores 

intelectuales del miam:> a virtud de la concepción o bien de la inducción a que 

se refiere el inciso siguiente: 

Para que haya ca-delincuencia, se requieren las siguientes condiciones: 

a) intención de todos los ccpartícipes de realizar un mismo y determinado 

delito; de.be la intención estar encaminada a la consumación del delito y no 

tan sólo a la realización de alg6n otro grado en la ejecución; en los delitos 

culposos, cxm:> saberoos no cabe la oc-delincuencia. b) Todos los ce-partícipes 

deben ejecutar, por lo menos, algún acto encaminado directa o indirectamente 

a la consumación del delito: no es preciso que se realicen los actos propios 

y característicos de ~te, pues basta con que la actividad tienda a la 

ejecución del hecho delictuoso; tanpoco es preciso que el delito llegue a 

consumarse 1 pues la ca-delincuencia existe no sólo cuando se obtiene la 

consumación sino también en los grados de tentativa y frustración. 

En el nuevo artículo 13 pretende estructurar una doctrina por demás 

dogmática en el sentido de categórica. Incluso el afán de novedad se ve, se 

(39). Raúl carrancá y Trujillo y Raúl Carrancá y Rivas , op. cit. pág. 64. 
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percibe, en la frase inicial: " Son responsables del delito ... 11 En el texto 

derogado se leía: "Son responsables de los delitos ... 11 , que es desde luego una 

frase 11'ás correcta por emplear, ccm:> procede aquí el plural, con la reforma 

del 10 de Enero de 1994, el contenido del artículo 13, quedó con la frase 11san 

autores o ·partícipes del delito 11 y con ello abarca y precisa el contenido de 

cada una de las fracciones y por lo que se refiere a las fracciones V y VI 

errq:>lea el concepto 11dolosarne.nte 11 y antes de la reforma se usaba el concepto 

11 intencianalttente11 • 

La fracción V se hallaba redactada en estos términos: "los que determinen 

intencionalmente a otro a caneterlo"; de ahora en adelante y con las refotnias 

se lee "dolo.samente" tanto en la citada fracción V caro en la VI del citado 

artículo 13 del C6digo Penal vige."lte para el Distrito Federal. 

Se habla indistintamente de presunta responsabilidad o probable 

responsabilidad penal, ambos téi:minos sin6nirros que significan que se da 

cuando hay elementos suficientes para suponer que una persona ha tonado parte 

en la concepción, preparación o en la ejecución de un hecho delictuoso, lo que 

motiva su consignación y después de ser declarado formalmente preso, es 

sometido a un proceso. 

"La detenninación de la presunta responsabilidad del indiciado (del que 

se sospecha por haber indicios) tanU:>ién concierne al Ministerio Público desde 

la Averiguación Previa, a fin de resolver si procede o no la consignación del 

presunto autor de un ilícito. Posteriormente toca al Organo Jurisdiccional 

establecer si está demostrada la presunta responsabilidad (penal) para dictar 

la orden de aprehensión o el Auto de Formal Prisi6n 11 
• to 

La presunta responsabilidad penal del procesado es otro de los requisitos 

de fondo exigidos en nuestra constitución, en el artículo 19, para que proceda 

el Auto de Formal Prisión. Así mismo, la corrprobaci6n de la presunta 

responsabilidad es indispensable para que proceda la Orden de Aprehensión. 

(40) . Procuraduría General de JUsticia del Distrito Federal, Manual de 
JUrisprudencia y Tesis Sobresalientes. 1991 pág 98 . 
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E) APUICACJ:QI DE SANCJ:QIES A LOS IlEt.1'l'OS CllLPOSOS Y DOLOSOS. 

La acci6n antijurídica, típica y culpable para ser incriminables ha de 

estar conminada con la amenaza de una pena, es decir, que ésta ha de ser la 

consecuencia de aquélla, legal y necesaria. 

La punibilidad consiste en el merecimiento de una pena en función de la 

realización de cierta conducta. 

uri cooiportarniento es punible cuando se hace acreedor a la pena; tal 

merecimiento caro se dijo en los renglones anteriores acarrea la conminación 

legal de aplicación de una sanción. 

También se utiliza la palabra punibilidad, con menos propiedad, para 

significar la inposici6n ccncreta de la pena a quien ha sido declarado 

culpable de la c:anisi6n de un delito. En otros términos: es punible una 

conducta cuando por su naturaleza acoorita ser penada; se engendra entonces una 

amenaza estatal para los infractores de ciertas normas jurídicas; igualmente 

se entiende por punibilidad, en fema menos apropiada, la consecuencia de 

dicha conminación, es decir, la acción específica de imponer a los. 

delincuentes, a posteriori, las penas conducentes. 

En este últirro sentido, la pwú.bilidad se confllllde con la punición misrra. 

con la inposici6n concreta de las sanciones penales, con el cumplimiento 

ef~ti vo de la amenaza nonnati va. 

En resumen, punibilidad es: a) irerecimiento de penas; b) l\rnenaza es tal 

de inposici6n de sanciones si se llenan los presupuestos legales; y, c) 

l\plicación fáctica de las penas señaladas en la ley. 

Adviertase cóoo en materia penal el Estado reacciona mucho más 

enérgicamente que tratándose de infracciones civiles o de otro tipo; obra 

drásticamente al conminar la ejecución de detemrinados cat1p0rtamientos con la 

aplicación de las penas. 

En nuestro derecho se: señala al acto o a la emisión para ser delictuosos, 

el estar sancionados por las leyes penales, tal y cano se establece en el 

artículo 7° que dice: 

"Delito es el acto u anisi6n que sancionan las leyes penales. 
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El delito es: 

I. - Instantáneo, cuando la consumación se agota en el misno memento en que 

se han realizado todos sus elementos constitutivos; 

II. - l?et:tMnente o continuo, cuando la consumación se prolonga en el 

ti~, y 

III. - Continuado, cuando con unidad de propósito delictivo y pluralidad 

de conductas se viola el rtúsmo precepto legal. 

En los delitos de resultado material también será atribuible 

el resultado t.ípico producido al que emita irrpedirlo, si éste 

tenía el deber jurídico de evitar. 

En estos casos se considerará que el resultado es consecuencia de una 

conducta cmisiva, cuando se determine que el que emite iJti'edfrlo tenía 

el deber de actuar para ello, derivado de una ley, de un contrato o 

de su propio actuar precedente". 41 

El requisito de la amenaza penal ccm::) elemento constitutivo del concepto 

de delito ha sido criticado por decirse que está contenido en el tipo de 

acción punible, antijurídica y culpable (Beling) "; o bien porque, si la pena 

es consecuencia del delito, no puede constituir elementos integrantes de él, 

pues todo lo que se hace es dar al delito un sello externo y distintivo de las 

demás acciones. 

Debe reconocer que la noción del delito se integra, no con la pena 

aplicada o no en la realidad de la vida a la acci6n descrita por la ley, ni 

con la aioonaza de aplicar tal pena, o la conminación de pwlibilidad, 

independientemente de que la pena misma se aplique o se deje de aplicar. 

De donde resulta que la pena misma se aplique y que ésta desde luego es de 

considerarse que no es un elemento esencial de la noción jurídica del. delito. 

Puede decirse que en todo los casos la ley exige para que exista 

punibilidad de la acción un conjunto de condiciones objetivas seleccionadas 

(4l.). secretaria de Gobernación Diario Oficial de la Federación, 
Segunda sección del dia 10 de Enero de 1994, adición de un Ffo 

(42). :ia~~~~~jI~1~lop~I~.~4~~ ¡~5~istrito Federa • 
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en los tipos, pero ocasiones también fija otras condiciones objetivas; así 

las teneros en el so de delincuentes que hayan canetido infracci6n en el 

extranjero y que ~ ser sancionados en la República, para lo cual es 

requisito que la Jracción de que se le acuse tenga el carácter de delito en 

el país en que se jecutó y en la República. 

En ocasiones ambién la punibilidad está cualificada por el resultado 

misrro, más o menos, grave, no causado por el infractor; y así tenem::ls cierta 

sanción para el ~provoque públicamente a careter lll1 delito o haga la 

apol03ia de él o algún vicio, si el delito no se ejecutare, pues en caso 

contrario se apli al p?:OVOCador la sanción que le corresponda por su 

participación en el delito canetido, (artículo 209 C.P.). 

Todas estas + condiciaies objetivas de punibiliclad de la acción, ajenas 

a la acción misma len su aspecto causal físico y pueden ser consideradas ccmJ 

anexo del tipo {Mezger) , n caro condicionante de la penalidad o cano 

condicionantes de la procedibilidad de la acción penal. 

Eil ciertos de itos, los llamados privados, es ccndición de procedibilidad 

de la acción, que rácticament:e entraña condición ele punibilidad, la querella 

del ofendido trejo que nadie trás, que se causarían sobre determinados bienes 

o en la escasa tía de los intereses lesiooados. 

Desde un pun o de vista jurídico cabe establecer que en ciertos delitos 

su condición de ilidad radica en el agravio o injuria que la acción 

causa; y la a encia de querella del ofendido es prueba de tácito 

coosentimiento 

ofendido, para 

agravio o la injuria, cualesquiera que sean los motivos 

ese consentimiento se funde, lo que jurídicairente debe 

derecho, se señala la caidici6n de querella previa del 

pueda haber ejercicio de la acción penal, a los delitos que 

generalmente son considerados caro privados: estupro, rapto, adulterio, daño 

en prq;>iedad aj por inp::udencia (culposa) o intencional (dolosa), las 

lesiones 289 2 parte, despojo, allanamiento de rorada, abuso de confianza, 

(43) Ibidem. 
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fraude, etc., (Fraude no mayor a 500 veces del salario}. Por lo que se refiere 

a las lesiones y al dallo en propiedad ajena, por un hecho de tránsito 

terrestre {imprudencial o culposo) se persiguen de querella cuando el 

presunto responsable conductor o conductores no se encuentren en estado de 

ebriedad y en caso contrario al ser clasificado en su certificado de estado de 

ebriedad (también conocido caro psicofísico) con aliento alcohólico si ebrio 

o ebrio inc:onpleto las lesiones 289 parte 2a, así c:cmo el daño en propiedad 

ajena, las prineras se persiguen de oficio y las segundas (es decir el daño 

en propiedad ajena se persigue de querella); es decir las lesiones en 

cualquiera de sus irodalidades 289 2a parte, 290, 291, 292 y 293 al encontrarse 

en estado de ebriedad el conductor, se persiguen de oficio y aunque se otorgue 

el perdón se consigna por los delitos de ataques a las vías de cc:m.micaci6n y 

lesiones y en caso de no haber tenido un arreglo por lo que se refiere al dafío 

en propiedad ajena y si se cubre el requisito de procedibilidad consistente en 

la querella se acurmJ.lará éste a los dos citados anterionnente y se procederá 

a su consignación ante el 6i::gano jurisdiccional correspondiente que bien 

podría ser de paz o de prirrera instancia, dependiendo por lo general del tipo 

. de lesiones que se causen. 

OJando se producen lesiones 289 parte 2a del Código Penal y con ataques 

a las vías de canunicación y con dallo en propiedad ajena se integra la 

indagatoria y se consigna ante un Juzgado de Paz, teda vez que por la 

penalidad no rebasa el ténnino rredio aritmético de los tres años que es· 

=ipetencia de dicho 6i::gano jurisdiccional y en el caso de ser una lesión de 

mayor gravedad, es decir \llla 290, 291, 292, 293 se consignará ante Wl Juez de 

Prirrera Instancia. 

cabe hacer rrención que en la actualidad al elaborar el pliego de 

consignación (lo elabora el l\gente del Ministerio Público c:onsignador, 

adscrito a la Dirección General de control de Procesos) solicita al 6i::gano 

jurisdiccional la reparación del dallo (que puede ser material o moral). 

Por lo que se refiere a la sanción a este tipo de delitos derivados de un 

hecho de tránsito se rige p:::>r lo que se encuentra establecido en el capitulo 

II, de la l\plicación de sanciones a los delitos culposos, (antes de las 
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reformas 111\plicación de sanciones a los delitos imprudenciales y 

preterintencionales") cuyo texto se encuentra plasmado en los siguientes 

articulas: 

60 - En los casos de delitos culposos se impondrá hasta la cuarta parte de 

las penas y medidas de seguridad asignadas por la ley al tipo básico 

del delito doloso, con excepción de aquellos que la ley señale una pena 

especifica. Además se impondrá, en su caso, suspensión hasta de 

diez años, o privación definitiva de derechos para ejercer profesión, 

oficio, autorización licencia o permiso. 

Las sanciones por delito culposo sólo se impondrá con relación a los 

delitos previstos en los siguientes artículos 150, 167 fracción VI 

169, 199 bis, 290, 291, 292, 293, 302, 307, 323, 397 y 399 de este 

C6digo. 

cuando a consecuencia de actos u anisiones culposos,calificados caro 

graves, que sean imputables al personal que preste sus servicios en una 

entJresa ferroviaria, aeronáutica, naviera o de cualesquiera, u otros 

transportes de servicio público federal o local, se causen homicidios 

de dos o más personas, la pena será de cinco a veinte años de prisión, 

destituci6n del empleo, cargo o ccrnisión e inhabilitación para obtener 

otros de la misma naturaleza. 

Igual pena se ilfllO'ldrá cuando se trate de transporte de servicio 

escolar. 

La calificación del la gravedad de la culpa queda al prudente amitrio 

del juez, quien deberá tanar en consideraci6n las circunstan~ias 

generales señaladas en el artículo 52, y las especiales siguientes: 

I.- La mayor o menor facilidad de prever y evitar el daño que resulto¡ 

II. El deber del cuidado del inculpado que le es exigible por las 

circunstancias y condiciones personales que el oficio a actividad que 

desenpeñe le inpongan; 

III. - Si el inculpado ha delinquido anteriormente en circunstancias 

semejantes; 

N. - Si tuvo tiempo para obrar con la reflexión y cuidado necesarios; 
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V. - El estado del equipo , vías y demás condiciones de fl.lllcionamiento 

mecánico, tratándose de infracciones canetidas en los servicios de 

empresas transportadoras y en general, por conductores de vehículos. 

61. - En los casos a que se refiere la primera parte del primer párrafo del 

artículo anterior se exceptúa la reparación del daño. Siempre que al 

delito doloso corresponda sanción alternativa que incluya una pena no 

privativa de libertad aprovechará esa situación al responsable de 

delito culposo. 

62. - CUando por culpa se ocasione un daño en propiedad ajena que no sea 

mayor del equivalente a cien veces el salario mínimo se sancionará con 

rm..ilta hasta por el valor del daño causado, más la reparación de ésta. 

La misma sanción se aplicará cuando el delito culposo se ocasione con 

motivo del tránsito de vehículos cualesquiera que sea el valor del 

daño. 

cu.ando por culpa y por motivo del tránsito de vehículos se causen 

lesiones, cualquiera que sea su naturaleza , sólo se procederá a 

petición del ofendido o de su legítimo representante, sierrpre que el 

conductor no se hubiese encontrado en estado de ebriedad o bajo el 

influjo de estupefacientes , psicotr6picos o de cualquier otra 

sustancia que produzca efectos similares y no se haya dejado abandonado 

a la víctima. 

canentario, en el caso del conductor que atropella a una persona y 

posterionnente se da la fuga y con ello abmdcna a la víctina y las lesiones 

san 290, 291, 292 6 293 se procede a su consignaci6n y además se le acwnula lo 

establecido por el articulo 341 del C6digo Penal Vigente para el Distrito 

Federal: 

ºAl que habiendo atropellado a una persona, culposa o fortuitamente, no 

le preste auxilio o no solicite la asistencia que requiere, pudiendo 

hacerlo se le in¡xmdrá de quince a sesenta jamadas de trabajo en favor 

de la canunidad, independientemente de la pena que proceda por el delito 

que con el atrq>ellamiento se ccmeta 11 • 

En la persecución del delito de lesiones derivado de un hecho de tránsito 
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entre familiares no se procede en contra del presunto responsable de 

acuerdo a lo que establece el siguiente artículo: 

321 bis. - No se procederá contra quien culposamente ocasiones lesiones u 

hanicidio en agravio de un ascendiente o descendiente consanguíneo 

en línea recta, hennano, cónyuge, concubina, adoptante o adoptado, 

salvo que el autor se encuentre bajo el efecto de bebidas 

embriagantes, de estupefacientes o psicotr6picos, sin que medie la 

prescripción nédica, o bien que no auxiliare a la víctima. 

Siguiendo con los delitos que se derivan de un accidente de tránsito 

citanos a continuación el contenido del artículo l. 71, (ataques a las vías de 

canunicaci6n) : 

11Se inp:mdrá prisión hasta de seis meses, multa hasta de cien pesos y 

suspensión o pérdida del derecho de usar la licencia de manejador: 

I. - (Derogada) ; 

II. - Al que en estado de ebriedad o bajo el influjo de drogas 

enervantes caneta alguna infracción a los reglamentos de tránsito 

y circulación al manejar vehículos de motor, independientemente de 

la sanci6n que le corresponde si causa daños a las personas o las 

cosas. 

En relación al contenido de dicho ordenamiento poderros decir que al 

producirse se pra:ede de inmediato a la integración de la indagatoria para su 

~ignación ante el órgano jurisdiccional correspondiente por ser un delito 

que se persigue de oficio y por ser considerado caro un delito de peligro; 

esto desde luego se hace siempre y cuando el resultado del dictamen de los 

peritos de tránsito determinen en auxilio del Ministerio Público la 

responsabilidad del conductor al violar el reglairento de tránsito. 



CAPITULO l: l: I 

LA REPARl\CIQI DBL DAiio DllRIVAllO DE 11N HECHO DE 'l'RANSI'l'O. 

A). Ia restitución. 

B) La indemnización del daño material y rroral y de los perjuicios causados. 

C) Los sujetos con derecho y obligación a la reparación del daño 

O) Autoridades responsables en exigir la reparación: 

1. - El Agente del Ministerio Público de 'l\Jrno y el adscrito al Organo 

Jurisdiccional. 

2. - La Unidad Especializada de orientación y l\pOyo Legal a Víctimas del 

delito. 

3 . - La Agencia del Ministerio Público Conciliador. 



9B 

El delito causa necesariamente un daño público, tenga o no consecuencias 

materiales o físicas innediatas. .Adenás frecuentemente acarrea daños 

específicos a sujetos determinados . Estos son los daños privados, está abierta 

la v.ía reparadora penal o civil . 

En México, el Ministerio Público debe exigir el resarcimiento del daño que 

causó el delincuente, caoo parte de la pretensi6n punitiva. 

Nuestra ley penal, guiada por el prop6sito de tutelar a la víctima, estima 

que la reparación del daño privado forma parte de la pena pública, a lado de 

la nnllta. Se trata de un concepto largamente canbatido, habida cuenta de la 

verdadera naturaleza, que es civil, de la obligación de resarcimiento. 

El legislador le otorgó carácter de "pena pública" para provocar la mayor 

atención hacia la víctima del delito, al depositar en manos del Ministerio 

Público la acción reparadora. 

El mismo propósito se lograría, con rectitud técnica, si se confiase al 

ofendido la acción principal, y al Ministerio Público la subsidiaria, cano lo 

hace el proyecto del c&ligo Penal para Ver<icruz de 1979, del Instituto Nacional 

de Ciencias Penales. 

El delito es siempre una violación de la ley penal; violaci6n, por tanto, 

de \U1 bien o interés jurídico en el cual participa la sociedad entera, que 

origina un daño o un peligro público; pero, además de_ esto, puede causar un 

daño de índole particular, una lesión de bienes o intereses pertenecientes a 

un particular o a \U1a colectividad. 

Es decir, que del delito surgen dos acciones que se enlazan a dos 

relaciones jurídicas diferentes cuyo origen está en el delito; la primera es, 

la dirigida a obtener la aplicación de la ley penal; la segunda, trata de 

conseguir el resarcimiento del daño que el delito haya podido producir a algún 

sujeto. 

Dentro de la doctrina clásica, el delito prcxiuce un daño público o social, 
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es decir, una aléUma social, y puede generar otro privado, consistente en que 

se afecten intereses afectivos o morales y/o intereses patrimoniales o 

económicos. 

Para obtener la reparación del daño privado se ejercita, dentro del 

respectivo proceso penal, la acci6n civil, mediante la cual se pretende lograr 

la correspondiente indenmzaci6n de perjuicios. 

"Para la defensa social, la reparación del daño público, el Estado aplica 

la pena, según la doctrina clásica 11 • o 

Es así cano la acción civil destinada a obtener la indemni zaci6n por el 

perjuicio privado causado con el delito suele llamársele también acción 

reparatoría. 

La acción civil es de carácter privado, porque sólo interesa de manera 

imecliata y principal al damnificado. Su objeto es la reparación del daño 

material y moral causados por el delito y desde luego por econ.cmía procesal se 

admite que el sujeto dañado por el hecho punible u otra persona pretenda dentro 

del proceso penal una materia civil, consistente en la restitución de la cosa 

de que se le haya privado, la reparación del daño que se le haya ocasionado y 

a la indecmi.zaci6n de los perjuicios que se le ocasionaron por la realizaci6n 

del expresado hecho. 

Con ello poderros concluir que: 11 
••• la reatituci6n es un beneficio en 

virtud del cual la persona que ha recibido daño o lesión en su patriwonio logra 

que las cosas se repongan al estado o situación jurídica en que se encontraban 

con anterioridad al rranento en que se prcrlujo dicho daño o lesión". •s 
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La :indermización del daño material cc:riprende el pago de los daños y 

perjuicios causados por el delito al modificar tma situación jurídica 

existente. El artículo 1915 del Código Civil para el Distrito Federal, se 

refiere a1 11restablecimiento de la situación anterior al daño11 • 

La cuantificación del daño resulta de la ccnparaci6n entre la situación 

anterior al delito y la resultante de él. 

El daño material representa la cuantificación pecuniaria de la diferencia 

entre ambas situaciones; diferencia que debe probarse en autos. la. prueba 

pericial deberá acreditar la existencia del daño y su cuantificación 

pecuniaria. A los tribunales corresponde valorar arbitralnente el. juicio 

pericial y resolver sobre la abligaci6n de pago por parte del delincuente, 

según el caso y las circunstancias ecx:inánicas del mismo y del ofendido, a fin 

de que la indermizaci6n sea equitativa, tal y caro lo establece el artículo 

1016, del 05digo Civil citado. 

"Para Ranán Ill30, el daño rraterial cxmsiste en el menoscabo directo que 

se ha sufrido en el patrincnio, lo mismo que las ganancias lícitas que el 

perjudicado dejó de obtener"." 

El artículo 1915 del Código Civil, previene que la reparación del daño 

debe CalSistir en el restablecimiento de la situación anterior a él y cuando 

ello sea inpoaible, en el pago de dalíos y perjuicios. "Si del dictamen pericial 

aparece que a la víctima del delito le ha quedado una debilidad f!sica 

pe:r:manente que la inpoeibilita para dedicarse a su profesión de médico dentista 

en la fo:cma usual, lo cual indudablemente ocasionará una disminución de sus 

ingresos en razón de que no puede permanecer de pie, debe tenerse por probado 

que es inpoeible restituir a la victima a la situación anterior que guardaba 

al ser lesionada y procede la indemnización en concepto de responsabilidad 

civil".47 

(46). Ibidem pág. 166. 
(47). Ibidem 
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Si no se valoriza en autos la cosa destruida a consecuencia del delito, 

no están cubiertos los requisitos que establecen los artículos 30 y 31 del 

Código Penal vigente para el Distrito Federal, en materia del Fuero COmún: 

Art. 30. - La reparación del daño conprende: 

I. La restitución de la cosa obtenida por el delito y si no 

fuere posible, el pago del precio de la misma; 

II. La indemnización del daño material y iooral causado, 

incluyendo el pago de los tratamientos curativos que, caw 

consecuencia del delito, sean necesarios para la 

recuperación de la salud de la víctima, y 

III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados. 

Art. 31.- La reparación sera fijada por los jueces, s.egún el daño que sea 

preciso reparar, de acuerdo con las pruebas obtenidas en el 

proceso. 

Para los casos de reparación del daño causado con ll'Oti vo de 

delitos por irrprudencia, el Ejecutivo de la Unión reglamentará, 

sin perjuicio de la resolución que se dicte por la autoridad 

judicial, la forma en que, administrativamente, deba 

garantizarse tredl.ante seguro especial dicha reparación. 

En todos los casos la reparación del dallo material o moral está sujeta a 

las prevenciones del primer párrafo del artículo 31 del Código Penal, es decir, 

a la capacidad ecai6mica del obligado y a las pruebas obtenidas en el proceso, 
pues aunque es cierto que la apreciación del monto del daño 111:>ral no está 

sujeta, por su naturaleza misma, a la prueba pericial, s! san susceptibles de 

caiprobaci6n en el proceso las diversas circunstancias que pezmiten al juzgador 

fijar ese manto, tales cano la personalidad de la víctima del delito, su 

posici6n social, su edUcación e ilustración, el estado de su organimro, etc., 

circunstancias que unas san canprabables por peritos médicos y otras lo son por 

los demás tredi.os de prueba que la ley autoriza. 

En consecuencia, si ninguna prueba existe en el proceso respecto de tales 

circunstancias, no se satisfacen las exigencias del primer párrafo del artículo 

31, que anteriormente berros descrito y con ello debe absolverse al reo de la 
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reparaci6n del daño lOClral . 

la fijación de la reparación del daño el juzgador debe atender tanto al 

acusador cano a la capacidad econánica del obligado a pagarla, m:>tivando y 

razonando suficientemente dicha condena, y en su caso cuando as! se determine 

debe fundarse y motivarse en su caso la condenación al pago de la reparación 

del. daño 11Dral.. 

En toda sentencia condenatoria el juzgador debe resolver sobre la 

reparaci6n del daño ya sea absolviendo o condenando a pagar la cantidad 

precisa; y no dejar a salvo los derechos del ofendido ni aplazar la 

detenninaci6n del m::mto a incidente o resolución posterior. 

S6lo puede condenarse al pago de la reparación del daño si en el proceso 

se cx:qm.ieba. debidamente la existencia del daño material o moral que causó el 

del.i to canetido. 

Los daiios rrorales no pueden valorizarse en peso y medida. 

SU repercusión econánica no es posible medirla y su tronto o irrportancia 

pecuniaria no pueden quedar sujetos a ninguna prueba. 

El precio de un dolor, de una honra, de una vergüenza, sería absurdo 

dejarlo a la apreciaci6n de peritos. Es a loa jueces a quienes corresponde 

señalar la cuantía de la indemnizaci6n, tonando en cuenta, conforme el artículo 

31 citado, la capacidad econánica del responsable, la naturaleza del daño que 

sea preciso reparar y las demás constancias re la ti vas que obren en el proceso. 

"Por daño moral se entiende el perjuicio que resulta a una persona en su 

honor, en su reputaci6n, en su tranquilidad personal o en la integridad 

espiritual de su vida. Los daños lOClrales san aquellos sufrimientos que no son 

de orden físico, penas subjetivas de carácter íntimo, que no pueden ponderarse, 

medirse ni probarse por medio de los sentidos. La palabra dafio no supone tan 

sólo alteraciones en el sistema visible de las cosas sino tairbién en el sistema 

invisible de los sentimientos" . 41 

Para ejenplificar el autor de la c:bra citada nos ilustra con el siguiente 

caso: " ... el ofendido quedó inutilizado para el servicio militar activo, por 

las lesiones que recibió, e inposibilitado para obtener ascensos a grados 

(48). Ibidem pág. 168. 
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inmediatos . .. ; debe tenerse en cuenta que . .. no sólo tienen consecuencias de 

orden econánico, que pudieran ser re¡xi.radas al conceder la indemnización de los 

daños materiales, sino también se prcxlujeron consecuencias de orden netamente 

rroral, CCXTD fueron: no poder disfrutar las prerrogativas y honores que son 

inherentes a las clases y jefes del Ejército Nacional, etc.; ... todas estas 

circunstancias ... se traducen en daños de orden moral: y es violatoria de 

garantías la sentencia de segunda instancia que absolvió del pago de los daños 

tr0rales causados al ofendido. (S.J., t. LXIV, pág. 1224) 11 , 49 

Siguiendo con el concepto de daño mc::>ral citarros el contenido del C6digo 

Civil para el Distrito Federal en Materia cam1n y para toda la República en 

Materia Federal, en los artículos siguientes: 

Artículo 1916. - Por daño moral se entiende la afectación que una persona 

sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, 

honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos 

físicos, o bien en la consideración que de sí misma tienen 

los demás. Se presumirá que hubo daño moral cuando se 

wlnere o menoscabe ilegitirnamente la libertad o la 

integridad fisica o psíquica de las personas. cuando wt 

hecho u anisión ilícitos produzcan un daño moral, el 

responsable del mismo tendrá la obligación de repararlo 

mediante una indemnizaci6n en dinero, con independencia 

de que se haya causado daño material, tanto en 

responsabilidad contractual caro extracontractual. Igual 

obliga<:i6n de reparar el daño moral tendrá quien incurra 

en responsabilidad objetiva conforme al artículo 1913, así 

caro el Estado y sus servidores públicos, conforme a los 

artículos 1927 y 1928, todos ellos del presente Código. 

Artículo 1927. - El Estado tiene obligación de responder por el pago de los 

daños y perjuicios causados por los servidores públicos 

con rrotivo del ejercicio de las atribuciones que les están 

encomendadas . Esta responsabilidad será solidaria 

(49) • Ibidem. 
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tratándose de actos dolosos, y subsidiaria en los demás 

casos, en los que sólo pcxirá hacerse efectiva en contra 

del Estado cuando el servidor pablico directamente 

responsable no tenga bienes o los que tenga no sean 

suficientes para responder de los daños y perjuicios 

causados por sus servidores públicos. 

Artículo 1928. - El que paga los daños y perjuicios causados por sus 

sirvientes, enpleados, funcionarios y q:ierarios, puede 

repetir de ellos lo que hubiere pagado. 

Con todo ello podem:>s tener ahora una visiál más clara sobre el concepto 

de lo que es el daño rroral y los perjuicios que se ocasionan a una persona 

:relacionada con un problema de tránsito de cuyas consecuencias resultan 

lesionadas con diferentes tipos de lesiones y también podemos decir que hay \ll1a 

clara distinción entre la idea de daño material y m:iral; ambos son 

independientes tal y cerro lo establece el artículo 1916 del Código Civil para 

el Distrito Federal, recientenente refonnado y publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el día 10 de enero de 1994, así también los artículos 1927 y 

i92B sufrieron reformas en su contenido. 
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Los terceros a que se refiere el artículo 32 del C6digo Penal del Distrito 

Federal, están obligados al resarcimiento del daño y textualmente dice: 

"Están obligados a reparar el daño en los términos del artículo 29: 

I. los ascendientes, por los delitos de sus descendientes que se 

hallaren bajo su patria potestad; 

II. Los tutores y los custodios, por los delitos de los incapacitados que 

se hallen bajo su autoridad; 

III. ú:>s directores de internados o talleres, que reciban en su 

establecimiento discípulos o aprendices menores de 16 años, por los 

delitos que ejecuten éstos durante el tienpo que se hallen bajo el 

cuidado de aquéllos; 

rv. U::is dueños, enpresas o encargados de negociaciones o establecimientos 

mercantiles de cualquier especie, por los delitos que canetan sus 

obreros, jornaleros, empleados, dcmésticos y artesanos, con rrotivo 

y en el desetrpeño de su setvicio; 

V. las sociedades o agnipaciones por los delitos de sus socios o 

gerentes directores, en los mism:>s términos en que, confonre a las 

leyes, sean responsables por las demás obligaciones que los segundos 

contraigan. 

se exceptúan de esta regla a la sociedad conyugal, pues, en todo 

caso, cada c6nyuge responderá con sus bienes propios por la 

reparación del daño que cause; y 

VI. El Estado, soliclariairente, por los delitos dolosos de sus sezvidores 

públicos realizados con motivo del ejercicio de sus funciones, y 

subsicliari~te cuando aquéllos fueren culposos". so 

Durante el curso del proceso, el incidente de reparación debe praroverse 

por el directairente ofendido por el delito o ante los tribunales del orden 

(SO) . Secretaría de Gd:>ernación, Diario Oficial,~ sección, "se refoi:tra, 

~~~ eK .:~a dJe~"! ~4-º~~\oda fa' =1fc':"ene~~~~I~i~ 
Fuero Federal 11 , publicado el 10 de enero de 1994. 
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civil, caro se ha señalado en renglones anteriores de nuestro trabajo de 

investigación. 

Es un juicio sumario que se prarueve dentro del proceso penal en que el 

sujeto activo de la relación es el ofendido, y el pasivo, el tercero obligado 

al pagc de la reparación. 

La dem3nda debe presentarse antes de que se declare cerrada la instrucción 

ante el misrro juez que conoce el proceso penal, expresando sucinta y 

detalladamente, los hechos o circunstancias que hubiesen originado el daño, su 

cuantía y los conceptos por los que proceda. 

La reparación del daño, caro es sabido, puede exigirse por el ofendido a 

loo terceros civilmente responsables, terceros que el Código Penal determina 

en su citado artículo 32 y debe exigirse, en tcxios los casos por el Minister.io 

PGblicc al delincuente. En este segundo supuesto la reparación del daño se 

inp:me por el juez caro pena, y forma parte del objeto principal del proceso; 

pero, en cambio, en el primer caso representa un objeto accesorio del mismo, 

dando lugar a un incidente reglamentado en los articulas 409 y 493 del C6digo 

de Procedimientos Penales para el Distrito Federal (es en relación a la 

acunW.ación y de su ~tencia) . 
11 El incidente de reparación de daño exigible a persona distinta del 

inculpado, consiste, caro su ncmbre lo indica, en pedir la reparación del daño, 

no al sujeto activo del delito, sino a alguna de las personas que el articulo 

32 del C6digo Penal señala ... " . 51 

cuando la reparación se demanda contra terceros, tendrá el carácter de 

responsabilidad civil y se tramitará en forma de incidente en los términos que 

fije el Código de Pl:ocedindentos Penales , y sólo puede pranoverse a petición 

de parte. 

Unicarrente cuando la reparación no se exige al misrro reo sino a terceros, 

según expresa el Cé:digo Penal del Distrito; se fonria conforrre a éste, incidente 

en regla y se requiere solicitud del ofendido externa.da en una especie de 

derranda civil, emplazamiento, témtino de prueba exprofeso y audiencia especial 

de alegatos, todo ante el rnisno juez del proceso y siempre que se haya· 

(51). Manuel Rivera Silva, Op. cit. pág. 371. 
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ccmenzado a pranover antes de concluida la instrucción, pues de otro medo la 

reclamación de que se trata, sólo podrá formularse ante los jueces civiles en 

las vías y famas corresp;:mdientes . 

Para que pueda pedir la aplicación de la pena pecuniaria de la reparación 

del daño el Ministerio Público, basta con que se determine que haya alguien que 

tiene interés en la reparación del daño, que tiene derecho a esa reparación, 

que están fijados la naturaleza y tronto del daño, esto es en relación a lo que 

explicam::is anteriormente al daño material y al daño rroral, susceptibles de 

reparación. 

Es frecuente encontrar que en una sentencia se diga que se absuelve de la 

reparación del daño. Estas absoluciones pecan contra la técnica y contra los 

principios de responsabilidad, más no sobre las sanciones. 

Piénsase que si se pudiera absolver de la reparación del daño, entonces 

también en una sentencia se podría absolver de la pena de prisión. ID segundo, 

en razón de que se concede arbitrio judicial para fijar la sanción de 

preparación del daño y solamente se señalan bases al Organo Jurisdiccional. 

Estas bases las señalarros en renglones anteriores y son: monto del daño causado 

y capacidad econánica del delincuente. 

Ahora bien, la ausencia en un proceso de estas bases, no puede dar lugar 

a la negativa de que no existen sino que no se han probado. Luego cuando el 

juzgador considera que no tiene bases para aplicar la sanción de reparación del 

daño, deberá dejar a salvo los derechos de la persona que sufre el daño para 

que los pranueva en la v1a y forma que corresponda; que cano saberoos es juicio 

civil. 

JURISPRUDENCIA 

La reparación del daño a cargo directo del delincu.ente constituye pena 

pública sobre la que el juez debe resolver precisamente en la sentencia 

definitiva del proceso, pero la que es exigible a terceros tiene el 

carácter de responsabilidad civil y debe tramitarse en forma de incidente 

ante el propio juez de lo penal, o en juicio especial ante los tribunales 

del orden civil si se prc:mueve después de fallado el proceso. Sexta Epoca, 

Segunda Parte: Vol. XIX, pág. 177. A.D. 5455/59. Ismael Piña Pérez. 5 
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votos. Vol. XXXII, pág. 89. A.D. 3648/55. Elnbotelladora Kist de 

Guadalajara, S.A. Unanimidad de 4 votos. Vol. X){XII, pág. 93, A.O. 

3641/5.5. Miguei Mariscal Bravo. unanimidad 4 votos. Vol. XLIII, pág. 84, 

A.D, 4016/60. José Arévalo Córdoba y COag. Unanimidad de 4 votos. 

La acción para exigir de terceros la reparación del daño o responsabilidad 

civil proveniente de un delito y el incidente o juicio en que se ejercite 

son de naturaleza esencialmente civil, aunque legalmente conozca de ellos 

la jurisdicción penal y, en tal concepto, el transcurso de 180 días sin 

que el quejoso prcmueva en el amparo solicitado en contra de la sentencia 

definitiva dictada en dicho juicio o incidente, pro::luce en el juicio 

constitucional la caducidad prevista en la fracción V del artículo 74 de 

la ley reglamentaria del anparo. Sexta Epoca, Segunda Parte: Vol. XVII, 

pág. 279. A.D. 3380/57. Luis Montejano Tagle. Unanimidad de 4 votos. Vol. 

XXXII, pág. 103. A.D. 7428/57. Rafael Montes Isioedia. 5 votos. Vol. 

XCIII, pág. 22. A.D. 3221/55. Transportes Urbanos, S.A. Unanimidad de 4 

votos. Vol. XVIII, pág. 22. A.D. 3455/55. Eufemio Avila Martínez. Mayoría 

de 4 votos. Vol. XCIII, pág. 22. A.D. 6602/50, Wood, Cía. General de 

Seguros, s .J\. Unanimidad de 4 votos. 

Si bien el artículo 31 del Código Penal Federal inpone al Juzgador la 

obligación de tomar en cuenta la capacidad ecan6mica del obligado, ello 

es porque, de acuerdo con el artículo 30 del misrro ordenamiento, la 

reparación del daño catprende la restitución de la cosa obtenida por el 

delito o el pago de su precio, así caro la inderralizaci6n, no sólo del dallo 

material, sino también del daño moral y la reparación del dafio a cargo del 

delincuente tiene el carácter de pena pública, por lo cual, debe pedirse 

de oficio por el Ministerio Público y, aun en los casos en que el ofendido 

renuncie a ella, debe aplicarse a favor del Estado. Arrparo directo 

2724/76. Francisco Fajardo Ortega. 30 de septiembre de 1976. Mayoría de 

3 votos. Ponente: Manuel Rivera Silva. Secretario: Régulo Torres Martínez. 

Primera Bala. Informe l.976. 

REPJ\Rl\CICN DEL Dl&J, FI.J1\CIÓN DEL foD!I"O DE LA INDE:-lNIZACION, EN CASO DEL 

DELI'II) IMPRllDENCIAL a::ME'l'IDO CXJN MClrIVO DEL TRANSI'IO DE VEl!ICUI.OS 
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(LOOISLACICN DEL ESTADO DE PUEBIA) . - Para que el juez de lo penal que 

conozca de un delito inprudencial canetido con rrotivo del tránsito de 

vehículos, esté en posibilidad de acordar favorablemente la petición del 

inculpado de devolución de su autar6vil que se encuentra a disposición de 

aquélla, en términos del artículo 90 del C6digo de Defensa para el Estado 

de Puebla, tiene que cubrir en su totalidad el daño causado o bien 

garantizar su reparación, es decir, debe asegurar la indemnización del 

perjuicio material sufrido por el agraviado con una cantidad no inferior 

a los daños ocasionados a éste, para que le sea devuelto su vehículo. 

Anparo en revisión 324/90. Blanca Alicia Arana de Ranúrez. 26 de 

septiembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo calvillo Rangel. 

secretario: llurrOOrto Schetino Reyna. Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 

Circuito. Tano VII, l\gosto de 1991, pág. 216. 

La Acción para exigir de Terceros la reparación del daño o responsabilidad 

civil proveniente de un delito, necesariamente requiere caro toda acción 

de un titular, porque no podrá declararse la misma sino a insistencia de 

parte ofendida, lo que constituye el presupuesto necesario e indispensable 

para la precedencia de la acción, que contrarianente a lo afiJ:TIB.do por la 

autoridad responsable es una cuestión que debe analizarse awt de oficio, 

teda vez que no basta que alguien se ostente cano ofendido sino que es 

necesario que derm.lestre su interés para deducir la acci6n de que se trata, 

lo que no sucede en el caso en que el que se dice ofendido y exige la 

reparación del daño que se ocasionó a un vehículo que afirma ser de su 

propiedad, no logra acreditar ninguna de esas circunstancias. J\lrparo 

directo 52/02. Victor Garrido coronado y otros. 20 de mayo de 

1902.unanimidad de votos. Ponente: Marta Lucía Ayala I.e6n. secretario: 

Santiago Guilletm0 Méndez Valencia. Tribunal Colegiado del Decirrocuarto 

Circuito. Informe 1902. 

siguiendo con el tema de nuestro trabajo en relaci6n a los sujetos con 

derecho y obligación a la reparación del daño derivado de un hecho de tránsito; 

se ha cuestionado si debe resol verse la reparaci6n del daño exigible a 

terceros, dentro de una resolución interlocutora, originada por un incidente. 
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Este cueationamiento deriva de que la reparación del daño es consecuencia de 

una declaratoria de responsabilidad penal, que se produce en sentencia. 

Por otra parte, conforme a lo dispuesto en el artículo 53 5, no es válido 

dictar una resolución interlocutora, relativa a la reparación del daño exigible 

a tercero, cuando ya se ha agotado la jurisdicción del órgano, con el acto de 

sentencia. 

El C6cligo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal ~ establece 

en su Título QJ.into, denaninado Diversos Incidentes, Sección Primera, Capítulo 

VII, 11 Incidente para resol ver sobre la reparación del daño exigible a terceras 

perscmas, lo siguiente: 

Art. 532.- La reparación del daño que se exija a terceros, de acuerdo con 

el artículo 32 del C6digo Penal para El Distrito Federal en 

materia del fuero Común y para toda la República en Materia del 

Fuero Federal deberá praroverse ante el juez o tribunal que 

ca10Ce la acción penal, en cualquier estado del proceso, y 

tramitar& y resolverá conforoe a los artículos siguientes. 

Art. 533. - Ia respcasabilidad civil por reparación del daño no podrá 

declararse sino a instancia de la parte ofendida contra las 

personas que detennina el C6cligo Penal. 

Art. 534. - En el escrito que se inicie el incidente se expresarán 

sucintamente y nurrerados, los hechos o circunstancias que 

hubieren originado el daño, y se fijará con precisi6n la 

cuantía de éste, así caiD los conceptos por loe que proceda. 

Siguiendo ccn el procedimiento que establece nuestro C6digo Procesal en 

el incidente para exigir la reparaci6n del daño, y que es exigible a terceras 

personas, podemos citar tani>ién los siguientes artículos: 

535. - Con el escrito a que se refiere el artículo anterior y con loa 

docu:rrentos que se acarpañen, se dará vista al demandado, por 

el plazo de tres días, transcurrido el cual se abrirá a prueba 

el incidente por el ténnino de quince días, si alguna de las 

partes lo pidiere. 

536.- No caipareciendo el demandado, o transcu=ido el período de 
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prueba, en su caso, el juez, a petición de cualquiera de las 

partes, dentro de tres días oirá en audiencia verbal lo que 

éstas quisieren exponer para fundar sus derechos, y en la misma 

audiencia declarará cerrado el incidente, que fallará al mismo 

tienp::> que el proceso dentro de ocho días, si en éste ya se 

hubiere pronw>Ciado sentencia. 

537. - El incidente sobre responsabilidad civil, las notificaciones 

se hariln el los té:cminos prevenidos en el C6digo de 

Procedimientos Civiles. 

539. - cuando la parte interesada en la responsabilidad civil no 

prcm:wiere el incidente a que se refiere el presente capitulo, 

después de fallado el proceso respectivo, podrá exigfrla por 

demanda puesta en 1a forma que detennina el C6digo de 

Procedimientos Civiles, según fuere la cuantía del negocio y 

ante loa trib.males del misrro orden. 

Para ccncluir el tema de nuestro inciso denaninado "Los sujetos can 

derecho y cbligaci6n a la reparaci6n del daño", y en éste caso el exigible a 

terceras personas, podemos decir que el fallo que se emita en este sentido, es 

decir, al que se emita en el incidente exigible a terceras persaias, es 

apelable en ambos efectos y las partes que en el intervienen pueden intexpcner 

dicho recurso. 
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D) Al1l'ORIDADES RBS!.'CllSAllLBS EN BXJ:GJ:R IA REP.l\RACJ:Olh 

1. • EL NJENrE DEL MINl:fll'ERIO l'DBLl:CO DE '1'llRNO Y Er. ADSCRITO AL ORGANO 

JURISDICCJ:CIW.. 

ta actuaci6n del personal del Ministerio Público de tunio y el adscrito 

al órgano jurisdiccional, tiene legalmente la obligación de exigir la 

reparación del daño material y/o m::>ral en los té:tminos que se han expresado en 

las páginas anteriores y cubriendo los requisitos que las mismas leyes que 

contenplan dicha reparación; desde el nanento en que el agente del Ministerio 

Público de Turno, tiene conocimiento de un hecho de tránsito de donde resulta 

una o varias personas lesionadas, tiene la obligación de velar por los 

intereses del ofendido, víctima del delito. 

Al tener conocimiento de que alguna persona está lesionada por un 

accidente de tránsito el Titular en turno procede invitar al conductor o 

conductores a que se concilien y procuren responder por las lesiones de la 

víctima y si se encuentra presente la persona lesionada se les perndte que 

dialoguen y en caso de no haber ningún arreglo entre ellos se inicia la 

indagatoria corresp:n:tiente y con ellos se establecen los derechos y 

obligaciones que tiene tanto el presunto o presuntos responsables caro el 

lesionado. 

Por lo que se refiere al conductor o conductores, cano sabemos se puede 

acoger al beneficio de la cauci6n, dependiendo de ello el tipo de lesiones que 

baya causado, mimras que describimos en capítulos anteriores y que ac3ern§s dicho 

presunto no se haya dad:> a la fuga, es decir no haya abandonado al lesionado 

y que no se encuentre bajo el influjo de bebidas embriagantes o enetvantes. 

En cuanto al segundo, es decir, a la víctima del delito o lesionado en 

este caso, deberá de presentar su querella y en la actualidad se les pide que 

fijen un monto por concepto de reparación de daño que posteriorirente el 

personal de la mesa de trámite o el adscrito al Organo Jurisdiccional deben 

exigir al preSW'lto responsable, claro sierrpre y cuando resulten responsables 

del hecho que se les atribuye. 
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En caso contrario aun así en concepto del suscrito, el lesionado u 

ofendido, tiene la opción de derrandar por la vía civil la reparación del daño, 

que caro aaberros es independiente del daño material que resulte por un hecho 

de tránsito, ya que se da por el sirrple hecho de usar vehículo de rotor. 

Pero, a todo ello ¿cuál es la fundamentación legal del Ministerio PGblico, 

cooo autoridad responsable en exigir la reparación del daño? 

A continuación darros respuesta a dicha pregunta con los siguientes 

artículos que transcribirros en partes: 

Artículo 2 .. - Al Ministerio Píiblico corresponde el ejercicio exclusivo de 

la acción penal, la cual tiene por objeto: 

I.-

II.- . , .... • .........•.................•............. , .... 

III . - Pedir la reparación del daño en los términos 

especificados en el Código Penal." 

En el miSITO C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal nos 

menciona en su artículo 9 (refonnado y publicado en el Diario Oficial e lunes 

10 de enero de 1994) : 

Artículo 9. - En todo proceso penal la víctima o el ofendido por algún 

delito tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se 

le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a 

coadyuvar con el Ministerio PGblico, a que se le preste 

atención médica de urgencia cuando la requiera y, los demás 

que señalan las leyes; por lo tanto podrán poner a 

disposición del Ministerio Público y del juez instructor 

todcs los datos conducentes a acreditar los elementos del 

tipo penal, la probable y plena responsabilidad del inculpado 

según el caso, y a justificar la reparación del daño. 

El sistema de auxilio a la víctima del delito dependerá de 

la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

(52) • 05<:ligo de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 
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con la creación de este nuevo ordenamiento para atender a la victima del 

delito se da vida a la Unidad Especializada de Atención y orientación Legal a 

víctimas de delito, de cuyas funciones y actividades principales hablaremos en 

los posteriores renglones de nuestro trabajo de investigación. 

Artículo 17. - A la Dirección General de Control de Procesos a través de 

sus J'.igentes del Ministerio Público adscritos a salas y 

Juzgados Penales y en el área de consignaciones le 

corresponde: 

I . - Intervenir en los procesos penales, praooviendo las 

diligencias tendientes a ccrrprobar el cuerpo del 

delito, la responsabilidad penal de los inculpados y 

la reparación del daño; 

II.- Pedir el aseguramiento precautorio de bienes, para los 

efectos de la reparación del daño, y de perjuicios; 

III. - Aportar las pruebas pertinentes y pranover en el 

proceso las diligencias conducentes al debido 

esclarecimiento de los hechos a la carprobaci6n del 

delito, de la responsabilidad de quienes hayan 

intervenido y de la existencia del daño y a la 

fijación del monto de la reparación; 

IV.

V.

VI.-

VII .• Formular conclusiones en los ténninos señalados por 

la ley y solicitar la imposición de las penas y 

medidas que co=espondan a el pago de la reparación 

del daño. Sl 

Siguiendo con los di versos ordenamientos que atribuyen al Agente del 

Ministerio Público de turno o el Adscrito al Organo Jurisdiccional a exigir la 

reparación del daño en beneficio de la víctima del delito, citam:::is el 

(53) . Reglairento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del 
Distrito Federal. 
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siguiente: 

AaJERD0 DEL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERl\L EN 

RELACIOO A LAS ruNCIONES DE LA VISITAO!JRIA Y DE LOS J\GENl'ES DEL MINISTERIO 

PUBLICO VISITAL'ORES DE LA INSTITUCICN." 

PRIMERO.- Los Agentes del Ministerio Público Visitadores, .. . en 

resentación del titular de esta Procuraduría, efectuarán sus 

labores de supervisión y vigilancia en las áreas de la 

institución que a continuación se mencionan. 

SEXlUNDO.- En el área de averiguaciones previas, el visitador ejercerá las 

siguientes atribuciones: 

I. Agencias Investigadoras, Mesas de trámite y sector central. 

a) •••••••••• ·• ••••••••••••••••• • ••••••••••• ••••• ••••••••••••• 

b) .......................................................... . 

c) .......................................................... . 

d) 

e) 

f) 

a) ............................................................ . 

b) ........................................................... . 

IV. Control de Procesos l?enales. 

a) Consignaciones. 

b) Ramo Penal. 

Inspeccionarán la actividad general de loa J\gentes del 

Ministerio Público adscritos a los juzgados de paz, Penales 

de Primera Instancia y Salas de la misma materia en el 

Tribunal SUperior de Justicia, prestando especial atención 

al respeto irrestricto de los derechos del ofendido en orden 

(54) . Publicado en el Diario Oficial de la Federación el ella 18 de mayo de 
1989. 
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de la reparación del daño. 

COntinuando con las di versas disposiciones que sirven de apoyo legal al 

Agente del Ministerio Público para solicitar la reparación del daño a favor de 

la víctima del delito u ofendido citamos las siguientes: 

CIRCUL1\R NUMERO C/003/90 DEL PROCURl\OOR GENERl\L DE JUSTICIA DEL DISI'RITO 

FEDERAL, POR LI\ QUE SE DAN INSTRUCCI<:m:S A LOS AGENl'llS DEL MINISTERIO 

P!JBLICO, EN RELACION AL MONl'O DE L1IS CAUCIONES QUE DEBEN aroRGAR I.OS 

INCULPADOS EN !..OS CASOS DE DELITOS POR IMPRUDENCIA (CULPOSOS) O NO 

INI'ENCIONALES, PARA OBTENER SU LIBERTAD PREVIA." 

11 ••• Que al sucederse delitos no intencionales o culposos cuando no se 

abandone a la víctima y al así solicitarlo el probable responsable, el 

Ministerio Público dispondrá la libertad del inculpado, al garantizar, con 

caución suficiente, no sustraerse de la acción de la justicia, así caro 

el pago de la reparación de daños y perjuicios que pudieran serle 

exigidos, conforme lo dispuesto por la legislación adjetiva del fuero 

canún del Distrito Federal; ... " . 

.AaJERD0 NUMERO A/004/91 DEL PROCURl\OOR GENERAL DE JUSTICIA DEL DISI'RITO 

FEDERAL, POR EL QUE ESTABLECE LOS CRITERIOS QUE PRECISAN LI\ PROCEDENCIA 

Y ACruACION DEL MINISTERIO PUBLIO'.J EN MATERIA DE RECURSOS E INCIDENl'ES." 

" .•• DECIM:>. - El Agente del Ministerio Público responsable orientará a la 

víctima u ofendido del delito en la partida penal =rreapondiente para los 

efectos de la reparación del daño" . 

.AaJERDO NUMERO A/B/91 DEL PROCURl\DOR GENERAL DE JUSTICIA DEL DISI'RITO 

FEDERAL POR EL QUE SE DAN INSTRUCCictlES Y SE ESTABLECEN CRITERIOS QUE 

PRECISl\N IA ACruACION DEL MINISTERIO PUBLIO'.J DE AVERIGUACIONES PREVIAS Y 

CCNI'ROL DE PRCX:E.SOS. 57 

11 ••• SOOUNOO . - El Ministerio Público aportará los elementos de prueba que 

resulten necesarios a la autoridad judicial respectiva en torno .. . y al 

(55). Publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 25 de mayo de 
1990. 

(56) . Publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 9 de enero de 
1991. 

(57) • Publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 22 de febrero de 
1991. 
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l1'0!lto adecuado del pago necesario para garantizar la reparación del daño 

causado al ofendido, a fin de evitara que aquél obtenga W1 beneficio 

inmerecido y que esto sea en perjuicio del ofendido o de la sociedad11 • 

El siguiente Acuerdo resulta de gran irrportancia, en mi concepto, en 

virtud de que establece la continuidad de una averiguación previa de turno, a 

consignaciones y finalmente a control de Procesos Penales y en el que se ordena 

al Ministerio Público ventilar por los intereses del ofendido o víctima del 

delito para obtener una reparaci6n del daño recibido y en caso de que el del 

tuzno no logre obtener la reparación, se indica al Ministerio Público Adscrito 

al Juzgado, insistir ante éste la reparación del daño causado al ofendido. 

Aa1EROO N™ER0 A/10/91 DEL PRDCIJRAOOR GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRI'IU 

FEDERAL, POR EL 00E SE roRUPl\ll Y UNIFICAN DIVERSO.S CRITERIOS EN MATERIA 

DE AVERIGUACICN PREVIA, CCllSIGNACICN Y PROCESOS, a:f<IPEI'ENCIA DE IA 

VUSTICIA DE PAZ, EN EL D.F. 58 

" ••• PRIMERO.- Se agrupan y t.mifican diversos criterios en materia de 

averiguaciones previas, cansignacionea y procesos, canpetencia de la 

justicia de paz. 

SEXltJNDO. - Para los efectos del articulo anterior los J\gentes del 

Ministerio Público deberán sujetarse a las siguientes disposiciones: 

En materia de averiguaciones previas 

I. Propiciar la conciliación de intereses entre las partes involucradas 

en delitos perseguibles por querella. 

II. Tratar de lograr la reparación del daño al sujeto pasivo del delito, 

antes de la consignación. 

III . .................................. · ..... ·. · .. · · · ·. · · · · · · · · · · • · · · · · · · 

I.V. Agregar al acta de averiguación previa la solicitud expresa al Juez 

de Paz, en témino del articulo 35 del precitado código adjetivo 

penal, para que dicte el embargo precautorio en los bienes del 

inculpado en que deba hacerse efectiva la reparación del daño. 

(SB) . Publicado en el Diario Oficial de la Federación el dia 27 de marzo de 
1991. 
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En materia de control de procesos 

1. - Revisar las consignaciones, señalando bajo su responsabilidad a la 

superioridad, las fallas u anisiones que contengan, principalmente en 

lo relativo a las pruebas y a la reparación del daño, con el fin de 

subsanarlas inmediatamente. 

2.-

3. - Insistir al juez lo solicitado en la consignación respecto del embargo 

precautorio en bienes del inculpado sobre los cuales deba hacerse 

efectiva la reparación del daño, así caro en la restitución al 

ofendido en el goce de sus derechos que estén plenamente justificados. 

CIRCULAR C/002/92 DE:L Pl1!lCUR1ülOR GENERAL DE JUSTICIA DE:L DISTRITO FEDERAL, 

liOR IA QUE SE DAN INSTRUCCICt;ES A UlS AGENrES DE:L MINISTERIO PUBLICO." 

" .•• Que =n fecha 27 de dicieniJre de 1991 se fhmaron con Seguros de 

México, S.A. y la Guardiana, S.A. Ccrtpañ.ía General de Fianzas, y con 

PROLIBER, S.A. sendos Ccnvenios de Colaboración y Cooperación =n objeto 

de facilitar el uso del servicio de fianza-seguro mediante tarjetas de 

acreditamiento, cuya expedici6n e introducci6n al mercado público tienen, 

respectivamente, autorizadas por la Clotnisión Nacional de Seguros y 

Fianzas, para el fin de caucionar la libertad provisional que durante la 

etapa de la averiguación previa se conceda a personas inculpadas p:>r 

delitos illl'rudenciales =n el 1TJ:Jtivo del tránsito de vehículos cuando esto 

sea legalmente necesario, así caro de asegurar el pago a la víctima u 

otros ofendidos que puedan tener derecho a ello, de clafio, perjuicios, y 

gastos de transportación de lesionados o de cosas, de servicios rredicos 

y otros más que resulten por la perpetración de algún delito con l!J:Jtivo 

del tránsito de vehículos terrestres en el Distrito Federal 11 • 

Citamos en este rrcrrento, únicamente caro a manera de canentario que en la 

actualidad el uso de la precitada Tarjeta de Acreditarniento, mejor 

conocida en las l\gencias del Ministerio Público caro PROLIBER, no se usa y el 

personal de dichas Agencias Investigadoras desconocen su existencia y por tanto 

(59) • Publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 27 de febrero de 
1992. 
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su funcionamiento y optan por seguir usando, cuando proceda la cauci6n el 

billete de depósito e>epedido por la Nacional Financiera, son contaclisimas la 

personas involucradas en un hecho de tránsito que presentan su tarjeta proliber 

para otoi:gar fianza-seguro. 

INSTRUCTIVO 1/01/94 

A LOS CX:. 

SUBPROcURA!lORES, a:QRDINl\OORES 

Y DIRECTORES Gl?NEAALES, DELEnAIXlS 

RmICW\LES, DIRECTORES DE AREA, 

SUBDIRECTORES, JEFES DE DEPARI'l\MENI'O 

Y AGEl>1rES DEL MINISTERIO PUBLICD." 

P!UME!lO. - •••••••••••••••••••••••••.•••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

Sm.JNOO. - En relación con las modificaciones que se señalan en el decreto 

en menci6n, respecto al C6digo Penal, el Ministerio POblico ajustará su 

actuación, al integrar las averiguaciones previas, al consignar o caro 

parte en el proceso penal, a las siguientes indicaciones generales : 

la. 

2a. 

Ja. 

4a. En la integración de las averiguaciones previas, el Ministerio POblico 

Investigador recabará en todo caso proceda, los medios probatorios 

conducentes a demostrar la reparación del daño y el resarcimiento de 

los perjuicios ocasionados por el delito, incluyendo el pago de los 

tratamientos curativos que cerro consecuencia de éste se hayan 

realizado, para la recuperación de la salud de la victima, debiendo 

en lo posible determinarse mediante pericia el quánturn de las mismas, 

en ~catamiento de lo dispuesto por los artículos 30, 31 bis, 32, 35 

(60). Emitida por el C. Procurador General de Justicia del Distrito Federal, 
el 31 de enero de 1994. 
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y 124 del C6digo de Procedimientos Penales. 

Sa. En base a lo establecido por los artículos 30 fracciones II y III, 31 

bis y 34, el Ministerio Público en su caso deberá solicitar en l a s 

conclusiones acusatorias, que se condene al inculpado al pago de la 

reparación del daño y de los perjuicios ocasionados por el delito. 

con ello pcxlerros dar por concluido el terra de las autoridades responsables 

en exigir la reparación del daño en favor de la víctima cuyo apoyo legal ya 

citamos detenidamente, as! cerro los diversos acuerdos, circulares e 

instructivos, que orientan e indican al )\gente del Ministerio Publico las 

diligencias a realizar para satisfacer al ofendido de un delito culposo. 
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2 • - LA llNIDAD ESPECIAI.:rZADA DE AmlC:Ic:tl Y ORn:Nrl\C:rc:tl LEGM. A VJ:c:l'DlllS DEI. 

=· 
En fecha 10 de enero del año en curso, se publicó en el Diario Oficial de 

la Federación, el Decreto por el que se refonran, adicionan y dercgan diversos 

artículos del C6digo Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Canún 

y para toda la República en Materia de Fuero Federal y el del C6digo de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, cuyo contenido relacionado can 

los delitos culposos (antes inq:>rudenciales) hemos citado en páginas anteriores 

del trabajo de investigación que tocrlestamente realizam:).9. 

Del Decreto en cuestión destacan las reformas relativas a la reparación 

del daño causado a las víctimas de delito y en e.se orden de ideas, a la citada 

victima de la canisi6n de una conducta tipificada caro delito, 

independientemente de la pena a que se haga acreedor el presunto responsable, 

es necesario que al ofendido se le repare e indennice el daño causado, rMs si 

éste es material. 

COn ello p:xlemos establecer que la procuración de justicia no de.be 

limitarse únicamente a la persecución de los delitos, por parte del Agente del 

Ministerio Público, sino que además su actividad y diversas funciones debe 

dirigirl3e a resarcir el daño que se causa a las víctimas y familiares de esas 

conductas ilícitas. 

En ese orden de ideas la Procuradllría General de Justicia del Distrito 

Federal crea la Unidad Especializada de Atención y Orientación legal a Victimas 

de delito y sus familiares, misma que jerárquicamente se encuentra subordinada 

a lo que actualmente es la SUbprocuradur!a de Asuntos Jurídicos y Política 

criminol6gica." 

La Unidad Especializada tiene caro objetivo principal, dar la atención y 

orientación legal que corresponda a las víctimas del delito y a sus familiares, 

procurando que en todos los casos se cunpla con la inderrnizaci6n del daño 

(61) . .l\cllerdo número A/09/94 del Procurador General de Justicia del Distrito 
Federal, ~ el que se crea la Unidad Especializada de Atenci6n r 
~ifa~~ra~l e! fo~eb~de~t~!J9r.1'1icado en el Diario Oficia 
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material y rroral causado, incluyendo el pago de los tratamientos curativos que 

cano consecuencia del delito, sean necesarios para la recuperación de la salud 

de la víctima y el resarcimiento de los perjuicios ocasionados. 

Al frente de la Unidad Especializada de Atención y Orientación Legal hay 

U.."1 Director, con estudios de Licenciado en Derecho y un SUbdirector con la 

misma preparación en la Licenciatura en Derecho y con dos o tres jefaturas a 

cargo de una Trabajadora Social respectivamente . 

Entre las principales funciones de la Unidad Especializada de Atención y 

Orientación Legal a víctimas de delito y sus familiares se encuentran las 

siguientes: 

I. - Brindar la atención y orientaci6n legal que corresponda a las víctimas 

de delito o sus familiares. 

En relación a ello considero oportWlo hacer un breve canentario; que caro 

se encuentra hasta ahora integrada la Unidad Especializada de Atención y 

Orientación Legal a víctimas de delito, carece del personal calificado para 

brindar una verdadera orientación legal, teda vez que los únicos con capacidad 

jurídica y profesional son el Director {a) y el subdirector, ya que el resta 

del personal con que cuenta actualmente tienen la carrera de trabajadora 

social. 

Es probable que esto ocurra por ser una unidad nueva, que requiere de 

mayor apoyo en recursos humanos principalmente y que con el paso del tien¡:o se 

dé acceso a personas preparadas en el canpo de derecho cuyos conocimientos y 

experiencias proporcionen W1a verdadera orientación legal a la víctima de 

delito. 

II. - Dar el seguimiento que corresponda sobre los asuntos de su 

canpetencia, que se tramiten en las unidades administrativas que integran la 

institución. 

III. - Brindar la asesoría jurídica que corresponda a las víctimas de 

delito o a sus familiares. 

IV. - Vigilar que en todos los casos se procure la inderttnizaci6n del dai'io 

material y m::>ral causado, incluyendo los gastos originado3 con motivo de la 

conducta ilícita canetida. 
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V. - Informar al Subprocurador de Asuntos Jurídicos y Política 

Criminol63ica sobre los asuntos de su canpetencia. 

En la actualidad dicha Unidad Especializada, no se encuentra lalx>rando 

íntegramente, en virtud de ser de creación reciente, cano se canentó en páginas 

anteriores, no cuenta con el personal capacitado para proporcionar orientación 

legal a la víctima de delito; la precitada Unidad Especializada, se encuentra 

físicamente laborando en Avenida Coyoacán 1628, entrada "B 11 2° Piso, colonia 

del Valle. 

El personal del tw:no de una Agencia Investigadora al iniciar una 

indagatoria perseguible de querella y al concluirla, le indica al ofendido, 

víctima o algún familiar de éste que se presente al danicilio citado en donde 

se encuentra la Unidarl Especializada, en donde recibirá orientación legal y 

pueda obtener la reparación del daño. 

También suele ocurrir que el personal de la Direcci6n de Visitaduría y 

Política criminológica, que depende igualmente que la Unidad Especializada de 

la Subprocuraduría de Asuntos Jurídicos y Política criminológica; obtengan 

datos de las averiguaciones previas que se inician en las 11gencias 

Investigadoras y con ello llenan un fonnato con los principales datos del 

lesionado, víctima o familiar, posteriormente dichos formatos que contienen 

nanbre, dcmicilio, delito, cuantía del ofendido; así caro los datos del 

presunto resp:msable, estos formatos son enviados a la citada subprocuraduría 

y finalmente remitidos a la Unidad Bspecializada. 

Las Trabajadoras Sociales de la Unidad Especializada al recibir los 

formatos con los datos personales ·tanto de la víctima como del presunto, los 

localizan por la vía telefónica o se citan a través de telegramas y al 

presentarse a la Unidad Especializada son atendidos por personal de la 

Dirección de la Visitaduría y Política criminológica (Visitadores) que son los 

encargados de dar orientaci6n legal a la víctima para poder recibir la 

reparaci6n del daño sufrido; únicamente reciben orientación legal en tOD10 a 

su problema, es decir, se le guía, se le indica el proceso que se sigue en caso 

de no llegar a un posible convenio con el presunto responsable, las pruebas que 

debe presentar, el tiempo posible que puede durar para obtener una posible 
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solución favorable a su condición de victima u ofendido por un hecho de 

tránsito; hasta estos m:mento aqui llega la orientación legal de la Unidad 

Especializada y que vemos que sus alcances se encuentran todavía muy limitados 

por su reciente creación, tcxla vez que sus funciones sí. benefician a la víctima 

del delito, no sólo culposo, sino cualquier otro que sea de querella. 
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3 • - U. .1tlll!llCIA DEL MINISTERIO PDllLICXI CXH:lLllDOR. 

En atención a lo establecido en el artículo 20 Constitucional en su lll.timo 

párrafo reformado, el ofendido tiene derecho a "recibir asesoría jurídica" y 

a que 11 se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda", lo que con ello 

la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, pranueve un nuevo 

trato en lo que se refiere a la atención de la víctima de la canisi6n de 

delito. 

Para poder crear la Agencia del Ministerio Público Conciliador, la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, tan6 en consideraci6n 

que el 29\- aprcximadrurente de los posibles delitos que se denuncian se 

persiguen por querellil o a petición de parte ofendida y que por falta de 

orientación legal oportuna se provoca una tramitación procP.sal costosa en 

tienpo, dinero y energía, ya que en la realidad lo que buscan las partes es un 

arreglo cp:>rtuno. 62 

El Agente del Ministerio Público, no sólo se debe limitar a perseguir la 

integración de W1 hecho delictuoso a través de wia indagatoria, sino también 

tienda a la solución de las controversias planteadas por la vía del derecho a 

través de un sistema conciliatorio al orientar a las partes a efecto de 

eliminar procesos innecesarios, así caro brindarle la protecci6n y apoyo a la 

Victima en cualquier comisión de algún delito, incluyendo los que se desprendan 

en un hecho de tránsito, que caoo saberoos son perseguibles por querella; por 

lo que resulta irrportante la creación del Agente del Ministerio Público 

Conciliador para delitos perseguidos por querella, encargada de buscar la 

concertación entre las partes, así caoo la protección de la víctima de la 

comisión de un delito cuando se busque satisfacer la reparación del daño. 

Con la J\g'encia del Ministerio Público Conciliador, se busca lograr que la 

Representación Social deje de ser sólo un inexorable persecutor de inculpados 

para que sean privados de su libertad, sino que sea, siempre una institución 
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de Buena Fe, un verdadero defensor humanista y sensible de la legalidad, que 

investigue no 1lnicarrente la existencia de los elerrentos del tipo penal y la 

probable responsabilidad del indiciado. 

Con lo anterior se pretende que el Agente del Ministerio Público 

Conciliador, busque se cubra la reparación de daños y perjuicios ocasionados, 

asi caro la avenencia entre los sujetos activos y pasivos en los delitos 

perseguibles por querella. 

Del acuerdo que crea la Agencia del Ministerio Público conciliador podemos 

citar los aspectos siguientes: 

"amRl'O. - la Agencia del Ministerio Público que se crea estará a cargo de 

un titular Agente del Ministerio Público, quien ejercerá las 

siguientes atrilluciones : 

1. - Intervenir en las CC11troversias que se susciten en materia de fuero 

cc:rrún, caipetencia de la PJ:ocuraduría General de J\Jeticia del Distrito 

Federal, cuando sea exigible la querella de la parte ofendida como 

requisito de prooedibilidad, y que las partes involucradas 

involuntariamente se saretan a la cau:iliaci6n. 

2.-

3.- •.•.•.••..•.•.....•••••.•..•.•...•.•........•.............•.•.......• 

4.- .................................................................... . 

5. - orientar debidairent:e a las partes que intervengan en el procedimiento 

de ccnciliaci6n, sobre loe alcances y efectos jurídicos del mismo. 

6. - l?%qJcner entre las partes, caro mecanisrro de solución, la celebración 

de audiencias caiciliatoriae. 

7. - Procurar el adecuado seguimiento de los asuntos en que intervengan, 

a efecto de que se ctmplimenten loe convenios y acuerdos que se 

celebren las partes. 

8. - Ejercer las facultades de atraccit5n y retracción sobre los asuntos de 

su oc::rrpetencia, previo acuerdo con el Director General de 

Averiguaciones Previas. 

" .. • L:Jgrada la cooparecencia de las partes se les hará de su· 

conocimiento el nr>tivo y alcance de su conciliación, de la 
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conveniencia y trascendencia del acto que realizan, puntualizando que 

en el caso de llegar a un acuerdo o entendimiento, en el que el 

representante social procurará que se cubra la reparación del daño 

causado, se dará por terminado el aS\.Ulto y procederá el No Ejercicio 

de la Acción Penal . 

En el supuesto de que las partes no accedieran a la conciliaci6n o a 

asistieran a la audiencia conciliatoria; se devolverá el expediente 

de averiguación previa ya iniciado, a la Agencia del M i nis ter i o 

Público de origen, o a quien corresponda para su debida in1:a3racién. 

Ccn ello poclem:ls concluir el contenido de nuestro capítulo III, denc:minado 

"la. reparación del daño derivado de un hecho de Tránsito" en cuyo inciso D) 

estableciroos qué autoridades son responsables para exigir la reparación del 

daño sufrido por la victima. 



CAPJ:TULO J:V 

DS lWUlllS QaSJ:OllllS QllB S1lRGBN EN LA PRllCl'J:CA, PARA IDGRAR PLl!HA sr.:r?SPN::cICll 

DBL OllllDIDO 1!11 LA RIPARACJ:Cll I8L ~. 

Al La falta de orientación y asesoría jurídica oportuna al ofendido. 

B) La anisi6n de no dar inportancia al deseo de las partes, que éstas en 

realidad lo que buscan ea un arreglo oportuno. 

C) La inexistencia de un sistema conciliatorio que elimina diligencias 

innecesarias. 
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A) IA FALTA DE ORIEm'ACJ:al y J\SBSORIA OPORl'llNA AL om¡omo. 

Por mandato constitucional tenemos en el contenido del artículo 20, en su 

últirro párrafo reformado; el ofendido tiene derecho a ºrecibir asesoría 

jurí.dica 11 y a que 11se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda 11 , lo 

que nos permite pensar que se ha establecido un nuevo trato en lo que se 

refiere a la atención de la victima de la co:nisión de un delito, 

principalmente los perseguibles por querella. 

El 29. 7% de los posibles delitos que se denuncian se persiguen por 

querella o a petición de parte ofendida y que por falta de orientación legal 

oportuna, se provoca una tramitación procesal costosa en tiempo, dinero y 

enezgias y que en algunlls ocasiones resulta superflua, ya que en la realidad 

lo que buscan las partes es un arreglo oportuno. 

OJando alguna persona es víctima de un delito surgido en un hecho de 

tránsito (delito culposo) ya sea por colisión o atropellamiento: quienes 

inicialmente tienen conocimiento del accidente vial, son los elementos de la 

Secretaría General de Protección y Vialidad, estos por lo general solicitan el 

auxilio de una ambulancia por la vía telefónica o por radio, de inmediato el 

lesionado o, los lesionados Ba1 trasladados al hospital oficial más cercano 

y en caso de ser derecho-habiente de otro hospital, se le traslada a la 

clínica que le corresp:mda o que se encuentre cercano para la debida atención 

del lesionado; mientras esto ocurre con el lesionado, en el lugar de los 

hechoe el conductor o caiductores son interrogados por los elementos 

policiacos para recabar datos persa>ales de los tripulantes de los vehículos 

y poder elaborar su llamado •nota de remisioo•, misma que nonnalmente elaboran 

tres o cuatro copias y cuyo contenido principal consiste en registrar: quien 

inform5 del accidente, ncmbres de los conductores, si hubo o no lesionados, 

lugar al que fue trasladado, características de los vehículos que participaron 

en el hecho, datos del lugar en que sucedieron los hechos, nanbres y número de 

placa de los remitentes y la patrulla que usan para el des~o de sus 

funciones. 

El original de la 11nota de remisión" se entrega al. Agente del Ministerio 
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Público Investigador y éste sella de recibido las otras dos o tres copias para 

el remitente; al tener conocimiento oficial del accidente y enterarse de que 

el lesionado fue trasladado por una ambulancia o por la vía particular a un 

hospital para su debida atención médica, procede a pasar al servicio médico

legal al conductor o conductores, para su estudio de estado de ebriedad o 

también conocido cat0 psicofísico, al ser clasificado con aliento normal, no 

ebrio, en este rranento el .Agente del Ministerio Público, le hace saber sus 

derechos que le asisten caro presunto responsable (probable) del delito de 

lesiones y/o daño en propiedad ajena, estos derechos se encuentran previstos 

en los artículos 134 bis (Derecho a nanbrar abogado, persona de su confianza, 

hacer un llairado telefónico) y 271 (nos habla del derecho a la caución o del 

arraigo daniciliario) ambos preceptos corresponden al C6digo de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal. 

Independientemente de los beneficios a que se acoge el presunto 

responsable, éste es retenido en esos mc:mentos, posteriornwmte el personal del 

Ministerio Público, establece ccmunicaci6n telef6nica con el personal de la 

Agencia del Ministerio Público, que se encuentra en el hospital de quienes 

obtendrá la integración de una averiguación previa "relacionada" que cantenaa 

principal.mente lo siguiente: 

1.- Declaraci6n del lesionado. 

2. - Clasificaciál de sus lesiones. 

3 . - Fe de sus lesiones. 

4. - Fe de 11-edia filiación. 

5. - Estudio de estado psicofisiol6gico. 

El pemanal de la Agencia Investigadora adscrito al Hospital en el que se 

encuentra internado el lesionado, al tener los datos para integrar la citada 

averiguación relacionada procede a buscar entre sus hojas de notificación del 

hospital del caso médico-legal y en esos m::<nentos se da cuenta que aan no 

tiene la citada notificaci6n del lesionado, toda vez que éste se encuentra en 

"observación" o en "terapia intensiva" y posteriormente cuando los médicos 

hacen la clasificación de las lesiones elaboran un certificado médico de 

lesiones, (289 la y 2a, 290, 291, 292 y 293 todos del Código Penal vigente 
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para el Distrito Federal) . 

En el hospital (La Villa, Magdalena de las Salinas, Rubén Leñero, CJ:uz 

Roja, Xoco, L6pez Matees, 20 de Noviembre, Balbuena, Zaragoza y Clínica 25 del 

I.M.S.S.), cuando se procede a la clasificación de las lesiones los wédicos lo 

hacen en un lapso aproximado de 2 a 4 horas, tierrpo en que dura la citada 

11 observaci6n11 • 

Tocio este tienq:io ha pe:i:maneciclo el probable responsable detenido en el 

interior de la .Agencia Investigadora y caoo hasta ese instante no se tiene la 

clasificaci6n de lesiones del atropellado (o lesionado pcr choque) el titular 

del turno procede (dependiendo de la carga de trabajo) a iniciar la 

Averiguación Previa y a declarar al presunto responsable, haciéndole saber los 

beneficios de la caución; ello procede independientemente de las lesiones que 

presenta la persona hospitalizada. 

cuando se ignora que tipo de lesiones presenta el lesionado el presunto 

responsable puede obtener su libertad a través de W1 dep6sito de dinero en 

efectivo en la Nacional Financiera, que es de 60 veces de salario mínirro, 

dicha cuantía se establece de acuerdo al criterio inten10 de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal. 

En algunas ocasiones al personal de la Agencia Investigadora que tiene el 

caso en sus manos, es informado por el personal adscrito al hospital, que el 

lesionado presenta cualquiera de las descritas en los artículos 289, 290, 291, 

292 6 293 y con este dato se procede al igual que en el caso anterior a la 

libertad bajo cauci6n del presunto respcnsable. 

En ambos casos tanto el lesionado o sus familiares caro el presunto 

responsable, no han tenido un diálogo para encontrar la posilile solución al 

problema en el que se encuentran involucrados accidentalmente y con 

repercusiones jurídico-penal para los dos . 

.Amlx>s, es decir, tanto el conductor cano el lesionado, pretenden arreglar 

su situación ante el personal del lugar en que se encuentran, uno ante la 

Agencia Investigadora del Ministerio Público y el otro tratando de recuperarse 

médicamente ante el personal del hospital. 

COn ello el probable responsable obtiene su libertad bajo caución, en 
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algunos casos, no en to:Ios, tOOa vez que hay lesiones cano las previstas por 

el artículo 289 1a parte o 2a; no son privativas de la libertad; en estos 

casos únicamente declaran y se retiran con su vehículo de la Agencia 

Investigadora, independientemente de que se arregle o no con el lesionado o 

víctima de delito. 

C'uando se retira el presunto responsable con su vehículo de la .Ag'encia 

Investigadora; en mi opinión, ya no hay fonna. de "obligar" al responsable a 

que repare el daño ocasionado toda vez que ya tiene lo que le interesaba: su 

libertad y su vehículo y caoo se le i.nform:5 que su averiguación previa sería 

enviada a wta Mesa de Trámite o ante el Ministerio Público Conciliador (y en 

este último caso si es que desean la conciliación} sabe y es conocedor de que 

ásto requiere de tienpo, por lo que prefiere esperar a que lo citen y 

cc:mparezca días o meses después ante el titular de una Mesa de Trámite o ante 

el citado 1\gente del Ministerio Público Conciliador; ¿ 'l el lesionado u 

ofendido del delito ? 

Este mientras tiene que atenderse en el lugar que 11más le convenga 11 y con 

sus propios rredios y xecursos. 

En estas condiciones el lesionado o víctima del delito no obtiene ninguna 

reparación del daño, debido a que el personal de la J'v3encia Investigadora 

adscrito al hospital o de la h]encia en turno no le proporcionaron una 

orientación y asesoría jurídica oportunas; para la reparación del daño al 

lesionado o victima del delito de lesiones por un hecho de tránsito terrestre, 

se requiere, en mi concepto, que se haga conciencia ciudadana hasta con el 

personal de la Secretaría de Protección y Vialidad, para que en cuanto tengan 

conocimiento de un hecho de tránsito por. choque o atrc:pellamiento, se le 

11 canente" al presunto responsable que tiene la 11obligación11 

(independientemente de ser o no responsable y del tipo de lesiones) de ayudar 

al lesionado; ya en la Jligencia Investigadora del Ministerio Público y estando 

o no presente la victima del delito, se debe orientar al presunto responsable 

(no presionarlo con la amenaza de ser enviado a la cárcel, mucho menos 

intimidarlo) de su obligación de auxiliar al ofendido proporcionándole los. 

medios necesarios, justos y proporcionales a quien dá y al que recibe. 
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Con ello poderros concluir que en las .Agencias Investigadoras, no se da la 

debida orientación y asesoría jurídica oportunas, al ofendido caro al probable 

responsable en relación a la reparación del daño en favor d1>l prirrero; toda 

vez que en dichas JY3encias Investigadoras, en su ma.yoria, casi 64 en total 

para ~odo el Distrito Federal (aproximadamente 20 millones ele Habitantes), no 

cuentan con el número ele personal suficiente para atender a todos los 

involucrados en un accidente de tránsito, que por el núnero de habitantes y 

vehículos que hay en nuestra poblada ciudad, es uno de los delitos más 

frecuentes en nuestros días. 

En nuestro sistema cada 1w3eJlCia Investigadora tiene en su persona un 

t;itular, un Oficial Secretario y dos Mecan6i;]rafos, a veces y en algunas 

Agencias tienen tres oficiales MecancSgrafos es decir s (cinco) personas 

escribiendo y atendiendo al público durante 24 horas (tietli'O que dura la 

guardia) ; en la mayoría de las Agencias Investigadoras el Titular no escribe 

a máquina, ni en la a::npltadora, únicamente se concreta a ordenar, atender al 

público y recibir llamadas telefónicas. 
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B) IA CKISial DB NO DAR DIPORTANCIA AL DESEO DE IAS PARTES, QllE ESTAS EN 

RBALIIlllD W Q0B llUSCMI ES t1N ARRBCllD OPOR'l'tlNO, 

Por lo que se refiere a este tema, podemos preguntarnos, ¿CUántos o 

quiénes de nosotros se quiere ver involucrado en un prcbl~ legal, más si 

este es del tipo penal? 

Si partirros del principio de lo que es un delito imprudencia! (culposo) 

podemos damos cuenta que en su rrayoria se dan por la falta de previsión, de 

cuidado o por negligencia ya sea del conductor de un vehículo de tTOtor o del 

mismo peatón. 

Con ello podemos establecer que tanto el conductor de dicho vehículo o el 

particular que resulta lesionado en un hecho de tránsito, carecen en el 

m:mento del accidente de una voluntad expresa de querer caneter un delito; es 

decir en forma involuntaria se ven de un m:mento a otro involucrados en un 

problema de tipo penal. 

Al estar frente a un hecho de tránsito las partes involucradas tratan de 

dar W1a solución inirediata a sus problemas de tipo penal, pero, con el 

transcurso de las horas cuando ambas partes pretenden dialogar en el m:xnento 

del accidente, resulta que en el hecho se involucran los familiares tanto del 

presunto responsable caro los del lesionado y sin exagerar hasta el policía 

(s) todos hablan, todos opinan y el elemento de tránsito quiere "ayudarlos" a 

resolver el problema, dicho elemento de tránsito también espera que su ayuda 

sea correspondido por los que intervienen en el hecho de tránsito. 

Al intervenir el elemento de tránsito este pretende orientar tanto al 

lesionado cerro al conductor, ccmentándoles que es mejor que se arreglen entre 

ellos y que a él le den algo de dinero y de esa manera al responsable le va ha 

salir nás barato, porque si llegan ante el l\gente del Ministerio P!iblico al 

conductor lo van encarcelar y es posible que lo manden al Reclusorio. 

En algunos casos tanto la víctima ccm::> el preSW1to responsable, prefieren 

llegar a un convenio en el lugar de los hechos y de esa manera evitar que. el 

hecho de tránsito llegue a consecuencias mayores en perjuicio de ambos. 

Cuando las lesiones del atropellado resultan a simple vista ser leves, es 
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decir de las clasificadas legalmente en el articulo 289 la., (que tardan en 

sanar menos de quince días y no ponen en peligro la vida) el misrro elemento de 

tránsito les permite a las partes a que lleguen a \U1 convenio y así. poder 

retirarse del lugar del accidente. 

¿Pero, qué sucede cuando el lesionado es trasladado a un hospital? 

Al conductor, presunto responsable lo trasladan jW'lto con su velú.c..-ulo a 

la Agencia del Ministerio Público, lugar en donde el elemento de tránsito 

elabora su nota de remisión, que cano ccmentam:>s en las páginas anteriores es 

una descripción de los hechos y sus participantes, al concluir la nota el 

Agente del Ministerio Público le indica al elemento de la policía que pase al 

conductor al servicio médico-legal y al regresar del sel.Vicio médico y al no 

encentrarse ebrio, le hacen saber de los beneficios de la caución, misrro al 

que la mayo:z::!a de los conductores se acogen para no tener que permanecer en la 

Jlgencia Investigadora en calidad de detenido, mientras se recibe por la vía 

telefátlca la clasificación de las leaiaJeS del atropellado que se encuentra 

en el hospital. 

Si el at:i::q>ellado, víctima del delito de tránsito, es dado de alta del 

hospital, éste de inmediato se traslada a la Agencia Investigadora del 

Ministerio PGblico, lugar en d"'1de es inforwado que el conductor ya fue 

cauciaiado y aunque tenga la irejor de las intenciones de querer concertar para 

poder llegar a un arreglo oan el presunto responsable, resulta que ya no hay 

en la Agencia Investigadora CCllductor alguno, toda vez que éste ya se 

encuentra en libertad por haberse acogido a los beneficios que establece el 

articulo 271 del C6digo de Procedimientos Penales (caución) . 

ca. ello el l\gente del folinisterio Público de turno, le recibe su 

certificado médico y lo c:aiparece para tanarle su declaración en relación a 

los hechos y en la misma presenta su querella por el delito de lesiones en 

contra del conductor y además se le hace saber del contenido del acuerdo 

A/08/94 que establece una posible conciliación entre las partes en los delitos 

de querella. 

La indagatoria al ser debidamente integrada y por ser delito de querella· 

y si las partes as! lo manifiestan de acuerdo a lo establecido en el acuerdo 
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A/OB/94 se remite al !\gente del Ministerio Público conciliador y éste tratará 

de conciliar a las partes previa reparación del daño para lograr plena 

satisfacción del agravio u ofendido del hecho de tránsito. 

Esto últim::i así. debería de ser, pero sabemos que en las .Agencias 

Investigadoras por la misma carga de trabajo que tiene el personal de turno 

anite dar la importancia que se rrerece al deseo de las partes que ésta en 

verdad lo que buscan es un arreglo oportuno, que no les haga perder más 

tierrpo, que no los hagan esperar tanto tieopo en la sala de espera de la 

.Agencia Investigadora, que se les oriente debidamente en tcdos los trámites 

que tiene que hacer. 

la. mayor!a del personal de las .Agencias Investigadoras se concretan en 

decir tanto al conductor caro al lesionado que el trámite de su asunto se 

seguirá en la Mesa de Trámite o ante el Agente del Ministerio Público 

Conciliador y se olvidan de dar una orientación y asesoría jurídica oportunas 

a la víctima del delito por un hecho de tránsito para que pueda obtener la 

reparación del daño que ha sufrido . 

En la l\gencia investigadora, en la Mesa de Trámite o en el mism:> órgano 

jurisdiccicnal se anite dar inportancia al deseo de las partes que éstas en 

realidad lo que buscan es un arreglo oportuno, es debido al exceso de trabajo 

que tiene cada uno de ellos y si se sientan a platicar para dar soluciál 

satisfactoria al ptoblena del lesionado el número de averiguaciones previas o 

expedientes sin integrar debidamente se acumularán más y más. 

Esto aunado a la presión que ejercen otras autoridades superiores a los 

del tumo, ccm:> son Jefe de Departamento, Subdelegados, Delegados Regionales, 

Visitadores, a:misiál Nacional de Derecho Humanos ; y si a ello agregam:>s los 

. aSWltos recxmendados o especiales; con esto. es más que suficiente para que el 

per~l de la Agencia Investigadora del Ministerio Público se olvide de dar 

una verdadera inportancia al deseo de las partes que éstas en realidad lo que 

buscan es un arreglo oportuno y eficaz que pennita al ofendido o agraviado 

obtener una respuesta satisfactoria en su demanda por la reparación del daño 

que ha sufrido por un hecho de tránsito, en el que en forma involuntaria se 

encuentra inmiscuido. 



137 

Con la creaci6n de nuevas Agencias Investigadoras y el aumento de personal 

en las que ya existen y a todo el personal de dichas Jigencias Investigadoras 

hacerles saber la gran irrportancia que tiene el satisfacer al ofendido en la 

reparaci6n del daño que ha sufrido se evitarían trámites que a veces resultan 

innecesarios y carplejos; con ello en mi concepto se daría cumplimiento cabal 

a lo establecido en el artículo 20 COnstitucional en su últirro párrafo 

reformado, el ofendido tiene derecho a "recibir asesor fa jurídica 11 y a que ºse 

le satisfaga la reparación del dallo cuando proceda", lo que nos llevaría a 

establecer 'Wl nuevo trato en lo que se refiere a la atenci6n de la víctima de 

la o:xnisión de un delito culposo. 
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C) LA DIEXJ:STEllCIA DE llN SJ:S'l'ml1. CONC=RJ:o QUE RLD1INE DILJ:GENCTAS 

DINECBSARJ:AS. 

Para integrar una Averiguación Previa en una Agencia Investigadora, en el caso 

concreto de un hecho de tránsito, se requiere del desahcgo de varias 

diligencias, entre ellas las siguientes : 

l. - Razón de que se recibe nota de remisión de los elementos de tránsito. 

2. - Declaraci6n del remitente (s) . 

3 . - Fe de personas wti.fo:cmadas. 

4. - Razón de que se pasa al servicio médico al conductor y al lesionado. 

s.- Fe de lesiones y de certificado médico del lesionado. 

6. - Fe de integridad física y de estado psicofisiol6gico del conductor. 

7 . - Razón de que el lesionado es trasladado por una ambulancia a un 

hospital. 

e. - Raz6n de que al presunto responsable se le hace saber los beneficios 

de los art!culos 134 Bis (de poder nanbrar abogado o persona de su 

confianza, poder hacer una llamada telefónica a sus familiares y no 

estar incammicado) 266, 267 (hablan de la flagrancia). 269, (d!a, 

hora, lugar de detención, quien lo acusa, por qué se le detiene y qué 

se le inputa) y 271 (cauci6n para obtener su libertad) todos del 

Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

9. - Razón que es pasado al servicio médico antes de declararlo (esto se 

hace por aquéllo de prevenir y sancionar la tortura) . 

10. -Declaración del conductor. 

11. -Razón de que se hace llamado al Hospital en donde se encuentra el 

lesionado. 

12. -Razón de que se vuelve a pasar al médico al presunto después de 

declarar. 

13. -Razón de llamado a peritos de tránsito. 

14. -Razón de que el presunto responsable se acoge al beneficio de la 

cauci6n. 

15.-Raz6n de la conparecenc:ia del lesionado. 



16. -Declaraci6n del lesionado. 

17.-Raz6n de la intervención de peritos de tránsito. 

16. -Fe de velúculo y de daños, si es que tiene éstos. 
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19. -Razón de que se les hace saber el contenido del Acuerdo Número 

A/08/94, de conciliarse. 

20. -Acuerdo de dicha indagatoria. 

Son bastantes diligencias que se practican para integrar una Averiguaci6n · 

Previa, y en caso de querer sirrplificar la integración de la indagatoria al 

faltar algtma diligencia, el turno o la misma Mesa de Trámite es reportado por 

el personal de la Dire=ión de Visitaduría y Política Criminológica, Jefe de 

Departarrento y en la Mesa de Trámite también tiene ingerencia el personal de 

la Ccntraloría Interna de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal, quienes al detectar la falta de alguna de las diligencias mencionadas 

las reportan a los superiores del personal del turno o de la rre.sa. 

Algunas de las diligencias mencionadas anterionnente son necesarias 

indispensables para integrar el tipo penal y con esto se puede dar vida a un 

sistema conciliatorio que elimine diligencias innecesarias que confunden al 

presunto responsable y a la victimo del delito. 

Que por lo mencionado es procedente destacar que la actuación del 

Ministerio Público. no se limite únicamente a la persecución de los delitos, 

sino también busque una aoluci{n a las controversias que se le plantean por la 

vía del Derecho y ésto se puede lograr a través de un sistema conciliatorio al 

orientar a las partes a efecto de eliminar procesos innecesarios, así cano 

darle la protección y apoyo necesario a la víctima en la canisi6n de tm 

delito, para que éste pueda obtener plena satisfacción en la reparación del 

daño. 

Así en justicia, se trata de que el Ministerio Público por virtud de la 

J\gencia del Ministerio Público conciliador, igualmente busque se cubra la 

reparaciái de daños y perjuicios ocasionados, así cano la avenencia entre los 

sujetos activos y pasivos involucrados en tm hecho de tránsito, considerado 

entre los delitos perseguibles por querella. 

COn la creación del J'\gente del Ministerio Público Conciliador, en mi 
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opini6n, pienso que se auxilia al l\gente del Ministerio Público de Turno y de 

Mesa de Trámite para dar solución inmediata a las controversias surgidas de un 

hecho de tránsito y desde luego con ello siempre buscar la reparación del daño 

a que tiene derecho el ofendido o agraviado, más si éste es padre de familia 

o persona de quien dependen otras para llevar el sustento a su casa. 

Con todo lo anterior poderros establecer que el personal que labora en una 

Agencia Investigadora del Ministerio Público es insuficiente, para dar una 

debida atenci6n y asesoría legal a la víctima del delito para que obtenga una 

satisfactoria reparación del daño que ha sufrido , toda vez que el tiempo que 

tiene para atender al público también es insuficiente para sentarse a dialogar 

y conciliar los intereses de cada uno de los. participantes en un hecho de 

tránsito. 

Además debe existir conciencia entre el personal del Ministerio Público 

de la alta responsabilidad social que constitucionalmente tiene encomendados 

para garantizar lo establecido en el articulo 20 de nuestra carta Magna, en 

cuyo últitro párrafo, nos establece 11 • • • que el ofendido tiene derecho a 

recibir asesoría jurídica 11 y a que se le satisfaga la reparación del daño 

cuando proceda y con ello dar un nuevo trato a la víctima de la ccmisi6n de un 

delito; de ser así el Agente del Ministerio Público estará Cllll"pliendo 

cabalmente con su inportante papel de ser un verdadero representante social. 



CAPITULO V 

DB LAS DillBRSllS 1118:IONBS DB LA. Mll!llCIA DEL xnasnm:ro Plll!LICO CCllCILillDOR y 
DE ALGllN1IS lllliVIllAS PREVBll'l'IVllS PARA Blr.ITAR LAS cxrsxcm:s EN u. RllPARACJ:al DEI'.. 

Dllit>. 

A) orientación a las partes sobre los alcances y efectos jurídicos de la 

conciliación. 

B) Dar seguimiento de los asuntos en que intervengan, para que las partes 

cumplan con los convenios que celebren. 

C) Ia capacitación y profeaionalización del personal del Ministerio Póblico, 

caro medidas preven ti vas para evitar las anisiones. 

D) Diversos estimules al Ministerio Público para lograr su mejor desempello en 

la atención a la víctima y obtener su satisfacción en la reparación del 

daño. 
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A) ORnllTAC:Ial' A LAS PARTE!I SOBRE LOS ALCl\NCES Y EFEcr'OS JtJRJDICOS DE LA 

CXJtlCILIACia¡'. 

Al ser presentados las partes que intervienen en un hecho de tránsito ante 

el Agente del Ministerio Público, al concluir sus respectivas declaraciones se 

les hace saber el =ntenido del Acuerdo núrrero A/OB/94 y se les pregunta que 

si es su vohmtad saneterse ante el h;:Jente del Ministerio Público Conciliador 

para que éste los oriente y puedan dirimir el conflicto jurídico en el que se 

encuentran involucrados. 

CUando las partes, es decir, tanto prestmto responsables cano ofendido del 

delito manifiestan expresamente en la indagatoria que es su deseo saneterse a 

la intervenci6n del .Agente del Ministerio Público, el paso a seguir por parte 

del Titular de la Agencia del Ministerio Público de Turno, después de integrar 

la indagatoria es enviar ésta ante el Ministerio Público conciliador; en caso 

contrario cuando las partes manifiestan no saneterse a la intervención del 

Ministerio Público conciliador o uno de ellos se niega a conciliarse, el 

personal de Turno debe acordar la Averiguaci6n Previa para una Mesa de 

Trámite, miSll'a que la recibirá y la integrará oonfome a Derecho. 

Por lo que se refiere al .Agente del Ministerio Público caiciliador, éste 

actuará en los té=inos siguientes : 

11 1.- Recibirá las solicitudes de saretimiento a la etapa conciliatoria, ya 

sea en fema directa o a través de los Agentes del Ministerio Público 

des concentrados en las delegaciones Regionales; 

2. - Atendiendo a la trascendencia y gravedad del caso y en el ejercicio 

de las facultades· de atracción y retracción, podrá conocer del asunto 

en forma directa o mediante el seguimiento que realice a través del 

Agente del Ministerio Público que corresponda, y 

3 . - cuando conozca del asunto en forma directa la l\gencia del Ministerio 

PGblico Conciliador, deberá dictar auto de radicación respecto al 

expediente en original que contenga los hechos, asentando el número 

progresi ve que le corresponda en el que se ordenará citar a las partes 

involucradas a la Audiencia COnciliatoria el día y hora que para tales 
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efectos se sefiale, fecha que no podrá exceder del ténnino de tres días 

hábiles. 

El citatorio se hará por escrito y al dc:micilio señalado en las 

constancias, la cita podrá hacerse por vía telefónica en caso de no 

constar danicilio alguno, asentando el día y hora en que se realiza 

y el nanbre de la persona con la que se entabló ccmunicaci6n. 

El citatorio contendrá: 

A) Número progresivo de la Audiencia Conciliatoria; 

B) Ncmbres c:ai¡;>letos de los citados; 

C) Danicilios c:atpletos de los citados; 

D) Fecha, hora y lugar para la práctica de la diligencia, y 

E) Especificaci6n de que la diligencia a la cual c:oncu=irán es de 

carácter conciliat=io y que podrá ser asistido por su abogado o 

persona de su confianza. 

Lograda la caiparecencia de las partes se les hará de su c:onocimiento 

el motivo y alcance de su conciliación de la ccnveniencia y 

transoendencia del acto que realizan, ¡nmtualizando que en el caso de 

llegar a un acuerdo o entendimiento, en el que el representante social 

procurará que se cubra la reparaci6n del daño causado, se dará por 

texminado el asunto y procederá en No Ej e=icio de la Acción Penal" . 

Del contenido del Acuerdo A/OB/94 de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal la filtima parte que hemos citado es de gran in¡iortancia 

toda vez que tanto el Agente del Ministerio Público de Tumo, de Mesa de 

Trámite as! cx:m::> el Ministerio Público conciliador deben dar una orientaci6n 

integral a las partes sdlre los alcances y efectos jurídicos de la 

conciliaci6n, sus beneficios, ahorro de tien¡io, dinero y desde luego dichas 

autoridades administrativas no debe olvidar que Wla de sus vitales funciones 

es solicitar la reparaci6n del daño para la victima del delito y c:on ello dar 

cabal cunplimiento al mandato constitucional del articulo 20. 
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B) DAR SEllOIMllNl'O DE LOS ASllNl'OS EN QIJE INl'ERVl!lEAN, PARA Q1JE LAS PARTES 

C!MPLAN CQil LOS CXIM!Nl:OS Q!JB CELEBREN. 

Entre la gran variedad de atribuciones que tiene el Agente del Ministerio 

Público Conciliador se encuentra el de dar "un adecuado seguimiento de los 

asuntos en que intervengan a efecto de que se currplimenten los convenios y 

acuerdos que celebren las partes" , con ello pc:xlenos decir que el Agente del 

Ministerio Público conciliador deberá estar sierrpre a la espectativa del 

currplimiento que las partes involu=adas en un hecho de tránsito den a los 

puntos contenidos en un caivenio. 

Con ello desde luego cabe recalcar que el Agente del Ministerio Público 

Conciliador, no debe olvidar que su fünción prinordial es el de conciliar los 

intereses de las partes involucradas en un problema. de carácter penal, pero en 

el que se requiere que el delito sea perseguible a petición de parte, toda vez 

que el Ministerio Público Conciliador es caip>tente únicamente para conocer de 

delitos de querella. 

Al resol ver un asunto sanetido a consideración del Agente del Ministerio 

Pllblico Conciliador, éste deberá dar seguimiento a lo caivenido entre las 

partes, es decir, si cunple con lo pactado y en caso de que las partes no 

currplan con lo ccnvenido el Ministerio Público Conciliador deberá de enviar la 

indagatoria al Titular de una Mesa de trámite para que éste proceda a la 

consignación de la indagatoria ante el órgano judicial correspaldiente. 

l\demás que el Ministerio P!iblico Conciliador debe ventilar por los intereses 

de la víctima del delito, es decir, debe exigir que el presunto responsable de 

un delito surgido en un hecho de tránsito repare el dallo causado al ofendido; 

en caso de que el Ministerio P!iblico Conciliador no dé un seguimiento a los 

asuntos que resuelva, las indagatorias se acunularán en la Mesa de Trámite y 

con ello la carga de trabajo para dicha Mesa de Trámite será mayor y causará 

grave perjuicio al ofendido del delito inprudencial. 
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C) IA CAPACJ.TllCICR Y PROFESICllJ\LIZACJ:QI DBI'.. PERSalllL DEI. MINISTERIO PIJBLICO, 

ClCKl MBDIDAS PREVENI'IVAS PARA Ell1TAR LAS CllISIQIES • 

Ia ley orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal establece en su artículo 15 " ... Todos los sel.Vi.dores de la institución 

están obligados a seguir los cursos que se establezcan par su mejoramiento 

profesional" . 

Con ello podemos decir que la Procuraduría pramieve constantemente 

diversos cursos de actualización a través del Instituto de Formación 

Profesional para los 1\gentes del Ministerio Público y sus órganos auxiliares 

tales cano Policía Judicial y Servicios Periciales. 

Pero, desafortunadamente no acuden a los cursos toda vez que el número de 

asistentes es limitado, además que en la mayoría de las veces el personal del 

Ministerio POblico no se le entera del evento, o a veces se organizan dichos 

cursos cuando el personal del tunto se encuentra laborando y prefieren no 

asistir ya que al regresar tendrán varias averiguaciones acumuladas a la carga 

de trabajo que de por si aienpre se tiene. 

La capacitación y profesionalizaci6n del personal del Ministerio Público, 

cano medidas preventivas para evitar las anisionea en la reparaci6n del daño 

es un aspecto inportante en la formacién de dicho personal, que ccmo sal:>em:::is 

va ha beneficiar a los solicitantes del servicio que presta el Ministerio 

PGblico caoo representante social. 

Ccn loe citados curaos el persooal debe estár actualizado y mejor 

preparado para atender a la victima del delito y con ello tener la herramienta 

jurídica que le pennita desarrollar eficientemente su funci6n de ventilar por 

loa intereses de la sociedad. 

Por lo que se refiere a la limitación en número de los 9J.1.1POB que asisten 

al Instituto de Fonnación Profesional, considero que esto se puede evitar si 

en las Delegaciones Regionales se inparten dichos eventos a través del 

personal que tiene m&s antigiledad y desde luego mayor eo<periencia en la 

integraci6n de la averiguación previa y más aíin en la atención que se debe 

prestar a la víctima del cielito para obtener Wla respuesta satisfactoria en su 
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deiranda por la reparación del daño que ha sufrido en su persona o patrimonio. 

cabe hacer mención que la miS\M Procuraduría General de Justicia señala 

caro programa prioritario la pranoci6n del desarrollo y profesionalizaci6n de 

sus recursos huma.nos, a fin de incrementar los niveles de eficiencia de los 

servicios encanendados en beneficio de la ciudadanía a la que sirve. 

Para dar c:unplimiento a lo anterior la misma institución emitió el l\cuerdo 

número A/009/90, por el que se constituye el canité para la Administración y 

desarrollo de Recursos Humanos y se crea la Unidad Coordinadora de Desarrollo 

y Fo"""'ci6n Profesional. de la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal y entre sus principales funciones teneroos las siguientes: 

a) Planear, or;¡anizar y vigilar las actividades relacioMdas con la 

administración de los recursos humanos a ptttir del reclutamiento, selección, 

capacitación, desarrollo y profesionalizaci6n. 

b) Elaborar el programa de profesionalización para instrumentar e 

institucionalizar el servicio civil de carrera, contemplando los niveles de : 

fonnaci6n básica, escalafonaria, actualización y especialización. 

c) Planear, programar y establecer los mecanisnos de evaluación de acuerdo 

a cargas de trabajo, eficiencia terminal, perseverancia, especializaci6n y 

capacitación, praroviendo el sistema de est!'.mulos, recaipensas y sanciones 

administrativas confonne a las disposiciones laborales de la Institución. 

d) Detectar, programar, jerarquizar y atender las necesidades de personal 

y de capacitación del conjunto de las áreas. 

e) ProoDVer y or;¡anizar, con instituciones de enseñanza superior o 

instituciones similares, el intercambio técnico y académico en favor de la 

actualización y profesicnal.ización del personal. 
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D) DIVBRSOS BSTDmUlS AL MIN.IS'l'ERIO li'IJJILICD PARA UlGRAR SU ll&JOR llBSl!llPllit> EN 

IA ATBHCJ:mf A IA VJ:CTIJP. Y OB'1'llllBR SU SATISPACCJ:mf EN IA REPARACimf DJ:[. 

DAAo. 

Que si bien es cierto que a los servidores públicos, no sólo de la 

Procuraduría General ele Justicia del Distrito Federal sino de cualquier otra 

dependencia gubernamental, debe exigírseles el cunplimlento lrrestricto ele sus 

funcicnes, es necesario también incentivar sus esfuerzos para la optimización 

de sus atribucicnes cuya eficiencia es y debe ser norma de conducta propia de 

dicha instituci6n; con ello la Pt:ocw:aduria del Distrito emitió la Circular 

nGmero C/008/90, en la que se establecen nomas internas para la Evaluación y 

otorgamiento ele Estímulos y Reoc:tipensas a favor de Servidores Públicos de 

dicha instituciál y entre sus aspectos principales citarros los siguientes: 

" ... Sexto. - La Evaluaci6n de los Servidores Públicos ele la ProcUraduría 

General. de Justicia del Distrito Federal, se realizará de conformidad a las 

siguientes variables: 

l) Desarrollo profesiooal; 

2) Calocimientos scbre la materia; 

3) Relaciones huma.nas; 

4) capacidades intelectuales; 

S) Aptitudes físicas, y 

6) Demás que se cx:insideren pertinentes11 • 

.Adeaáa de cubrir las variables citadas el candidato a un estímulo o 

recoopensa, debe cunplir tant>ién con los siguientes aspectos: 

- Puntualidad. 

- l\sistencia. 

- Capacitación. 

- llntigüeclad en la institución. 

- conocimiento de la actividad prq>ia del área a que se encuentra 

adscrito y 

- ot:rcs aspectos que a juicio del Comité de Evaluación deban tanarse en 

consideración. 
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Para concluir nuestro trabajo de investigación podemos mencionar a manera 

de canentario, que si los estímulos y las recatpenSas se otorgaran al personal 

que presta un sei:vi.cio eficiente a la ciudadanía muchos o varios del personal 

del Ministerio Público se harán acreedores a dichos premios. 

Pero, en verdad lo que sucede en la práctica es que dichos premios se 

otoxgan a loe caiocidos, familiares de los encargados de enviar la lista de 

posibles candidatos al premio al Canité de Evaluación, que es el encargado de 

enviar los nanbres del personal premiado al Procurador. 

Con ello podemos establecer que si los estímulos y recoopensas se otoxgan 

en verdad a los que si trabajan cano es en el caso del personal de las 

l\gencias Investigadoras que laboran 24 horas, la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal estará cunpliendo con la encanienda que le 

señala la Constitución Política de los Estados unidos Mexicanos y demás leyes 

ordinarias. 

l\demás requiere que los Servidores Píiblicos de dicha institución cunplan 

de manera digna, eficiente y cristalina sus atribuciones, lo que 

necesariamente deberá traducirse en Wl mejoramiento sustancial de la 

procuración de justicia en beneficio de la colectividad capitalina y 

principalmente de la victima del delito sw:gido en W1 hecho de tránsito, misma 

que podrá lograr la reparación del daño en el delito de lesiones con rrotivo 

del tránsito de velúculos y con ello su plena satisfacción al ccntar con la 

orientación y apoyo legal del l\gente del Ministerio Público, caro W1 verdadero 

representante social de nosotros los capitalinos. 
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e o N e L u s J: o N B s. 

PRIMERA. - El Agente del Ministerio Público, de acuerdo al texto 

constitucional y tanando en cuenta el espíritu que anirr6 al constituyente de 

1917 para instituirlo, representa a la sociedad ofendida por el delito y para 

cunplir su canetido, ahonda sus raíces en la sociedad misma, auscultando sus 

palpitaciones y llevar a las oficias sus diversas inpresiones para dar forma 

al ejercicio de las funciones específicas que tienen señaladas en la 

Constitución Política; tiene en si encanendada la delicada misión de preservar 

a la sociedad del delito y tiene asignadas funciones específicas entre otras 

en el Derecho Penal, en el Derecho Civil, en el Juicio Constitucional, cooo 

COnsejero Auxiliar y Representante legal del Ejecutivo Federal o Estatal. 

SJICDEA. - El artícu1o 21 de la COnstitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, que introdujo profundos cambios y atribuye en exclusiva al Agente 

del Ministerio Público :Investigador la facultad de perseguir los delitos, 

desplazando en este orden de ideas, funciones que antes, canc> se ha mencionado 

en nuestro arlá.lisis histórico del Ministerio Público; se atribuían al Juez 

Instructor, de esta forma erigió un noncpolio acusador y para el desenpeño de 

sus fWlCiones tienen tm inportante auxiliar cano lo es la Policía JUdicial, 

que se halla bajo el mando directo de aquél, can ello poderoos decir que el 

Agente del Ministerio Públioo es un representante social . 

TlliCBRA. - Al J\gente del Ministerio Público incumbe la persecución de los 

delitos y esta actividad inplica que él mism::> reciba denuncias, acusaciones o 

querellas sobre conductas y hechos que puedan constituir delito para su 

investigación; actividad que se traduce en la práctica de diligencias para 

caiprobar el cuezpo del delito y la probable responsabilidad de quienes en 

alguna forma hayan intervenido y bajo esas bases se proceda al ejercicio de la 

acción penal. Dentro de las funciones de carácter persecutorio el Ministerio 

Público restituirá al ofendido en el goce de sus derechos, provisional e 

inmediatamente, de oficio o a petición de parte interesada, sierrpre y cuando 

esté caiprobada en la Averiguación Previa el cuerpo del delito de que se 

trate, en la actualidad, la restitución al ofendido en el goce de sus Derechos 
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es una tredida. acertada y que debe ser acatada y no quede caro un agregado más 

en los ordenamientos legales. 

ctaRrA. - El tránsito de vehículos, que presenta un alannante desarrollo 

en el Distrito Federal, origina mtlltiples y delicados problemas que lo misrro 

puede terminar en el lugar de arribo, que en la Agencia del Ministerio 

· Público, o en el enfrentamiento más desagradable con otros seres humanos . 

.Anteriormente se sostenía a menudo la necesidad de proceder al ejercicio de la 

acción penal, al juzgamiento y a la condenaci6n, tcx:lo ello desencadenado por 

tma averiguación previa iniciada en ese entonces de oficio, cuando el daño 

resultara asociado a las lesiones, independientemente de la mayor o menor 

gravedad de éstas. la experiencia cotidiana enseña que un gran cCunulo de 

procedimientos tramitados en las Agencias Investigadoras tiene caro origen 

conductas culposas que culminan en el doble resultado del daño y de la lesión. 

Q!JllfrA. - En la actualidad parece que lo que se pretende es inpedir la 

11 fabricaci6n de delincuentes", pues no otra cosa era, en esencia y en la gran 

mayoría de los casos la persecución penal de los inprudentes; bey el 

procedimiento se sujeta a la querella cuando se caneten lesiones o daño o sólo 

alguno de estos delitos; por ello loa accidentes de tránsito son considerados 

delitos culposos y por tanto se concede la libertad caucional al conductor 

sienpre y cuando no se encuentre es estado de ebriedad, no haya pretendido 

darse a la fuga y repare el dal1o a la victima. 

SEllTA. - Por el gran número de vehículos que transitan en la ciudad y por 

la explosión darcgráfica, todos teneros riesgos de sufrir un accidente de 

tránsito, ya sea caoo conductor o peat6n y cuando ello ocurre el conductor 

obtiene su libertad bajo caución y el ofendido-lesionado tiene derecho a 

exigir el pago de la reparación del daño. El J\gente del Ministerio Público 

debe exigir el resarcimiento del daño que causó el conductor res¡xm.sable, esto 

cano parte de la pretensión punitiva. con ello, el legislador le otorgó 

carácter de "pena publica" para provocar la mayor atenci6n hacia la víctima 

del delito, al depositar en manos del Ministerio Público la debida acción 

reparadora. 

~. - Q..ie la falta de orientación y asesoría oporttma al ofendido 
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constituye W1a de las emisiones que sw:gen ante el l\gente del Ministerio 

Público, para lograr plena satisfacci6n del ofendido en la reparación del daño 

tal y cano se tiene por mandato constitucional en el contenido del artículo 

20, en su últinD párrafo reformado; el Ofendido tiene derecho a "recibir· 

asesoria Jurídica 11 y a que se le "satisfaga la reparación del daño cuando 

proceda. 11 • Derecho que no se logra satisfacer por el CÚlln.llo de trabajo que se 

tiene tanto en las llgencias Investigadoras,cxm:> en las Mesas de Trámite y así 

caro en· los Juzgados. 

OCTAVA. - Al encontrarse las partes involucradas en un hecho de tránsito 

se emite dar inportancia al deseo de las partes que éstas en realidad lo que 

buscan es tm arxeglo qxu:tW'lO; y si oonsiderarrce que es un delito culpoeo, nos 

damos cuenta que en su mayoría se dan por falta de previsión, de cuidado o por 

negligencia ya sea del coriductor o del mismo peatón con ello podemos 

establecer que tanto el caiductor o el lesiona.do carece en el m::mento del 

accidente de una volwitad expresa de querer careter un delito; es decir en 

forma involuntaria se involucran en 1.Dl problema. penal y al estar frente a un 

hecho de tránsito las partes involucradas buscan dar una soluci6n inmediata a 

sus problemas de tipo penal. 

llClllma. - Para integrar W1a Averiguaci6n Previa en W1a l\gencia 

Investigadora, en el caso concreto de un hecho de tránsito, se requiere del 

desahogo de varias diligencias, algunas innecesarias y en caso de querer 

einplificar la integraci6n de la indagatoria y al faltar alguna de ellas, el 

perea>al ee reportado por el Jefe de Departanento de Averiguaclooes Previas, 

por la Direcci6n de Vieitaduría y Política Criminológica y Clontraloría 

Intenia; con ello es procedente menc:iooar que el Ministerio Público busque una 

eoluci6n a las controversias que ee le plantean por la vía del Derecho y esto 

ee puede lograr a través de W1 sistema conciliatorio al orientar a las partes 

a efecto de que se eliminen procesos innecesarios y con ello darle la 

protecci6n y apoyo necesarios a la víctima para que &te pueda obtener plena 

satisfacción en la reparaci6n del daño. 

IS:lllll.. - El l\gente del Ministerio Público canciliador. busca dar soluci6n. 

inmediata a las controversias surgidas de un hecho de tránsito y con ello la 
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reparación del daño a que tiene derecho el agraviado , más si éste es padre de 

familia de quien dependen otras para llevar el sustento a su casa, tiene 

encanendado garantizar lo establecido por el articulo 20 de nuestra Carta 

Magna, en cuyo últi11'0 párrafo, nos establece " ... que el ofendido tiene derecho 

a recibir asesoría jurídica ... y a que se le satisfaga la reparaciál del daño 

cuando proceda• ; con ello dar un nuevo trato a la victima de la c:anisiál de un 

delito culposo; que de ser asi el l\gente del Ministerio Pllblico estará 

cunpliendo cabalrrente con el papel inportante que tiene de ser un verdadero 

representante social. 
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PROPUESTAS 

la. -El sistema de auxilio a la victima del delito que depende de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, de reciente creación 

conocido cano unidad Especializada de Atención y Orientación Legal a Víctirras 

de delito , cuyo objetivo principal, es dar la atención y orientación legal 

que corresponda a la víctimas de delito y a sus familiares, procurando que en 

todo los casos se currpla con la indemnización del daño ma.terial y m::>ral 

causado; considero este momento oportuno para sugerir que dicha unidad cié 

acceso a personas preparadas en el canp:> del Derecho cuyos conocimientos y 

experiencias proporcionen wia verdadera orientaci6n legal a la víctima de 

delito, toda vez que en la actualidad es atendida por Trabajadoras sociales y 

de las 15:00 horas a las 18:00 son auxiliadas por el personal de Visitaduría, 

únicamente de lunes a viernes. 

2a. - La Unidad Especializada de Atención y Orientación Legal a Victimas 

de delito, al dar cabida a profesionistas en el canpo del Derecho, deberá de 

depender de la Dirección General de Averiguaciones Previas para con ello poder 

dar seguimiento a los asuntos de su ccrrpetencia que beneficien a la víctima y 

no se límite únicamente a orientar, guiar al ofendido indicándole el proceso 

que se sigue en caso de no llegar a un posible convenio con el presunto 

responsable y esto desde luego es a través de la asesoría que proporcionan los 

Ministerios Públicos Visitadores. 

Ja.- El !\gente del Ministerio Públi=, no sólo se debe limitar a perseguir 

la integración de un hecho delictuoso a través de W'la indagatoria, sino 

también tienda a la soluci6n de las controversias a través de un sistema 

conciliatorio al orientar a las partes y eliminar procesos innecesarios y con 

ello brindar protección y apoyo a la víctima en cualquier comisión de algún 

delito perseguible de querella; por lo que resulta importante la creación de 

rrás J\gentes del Ministerio Público Conciliador en las casi 64 Agencias 

Investigadoras del Ministerio Público que cubran todas las necesidades de tipo 

legal a la victima. 
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4a. - Se prqione que la Procuraduría General de Justicia del Distrito 

Federal aumente el número del personal que labora en las casi 64 Agencias 

InVestigadoras, toda vez que para los 18 6 20 millones que habitarros el 

Distrito Federal son insuficientes para atender adecuadamente a los 

involucrados en problemas de tránsito; con tcxio lo anterior pcxlemos decir que 

el personal de una J\gencia Investigadora es insuficiente para dar atención y 

asesoría legal a la victima de delito para que obtenga una satisfactoria 

reparación del daño sufrido toda vez que el tienpo que tienen para atender al 

público es insuficiente para sentarse a dialogar y conciliar los intereses de 

los involucrados y esto sin agregar a la carga de trabajo que ya de por si 

si""l're tienen. 

Sa. - El 11gente del Ministerio Público debe dar una orientación adecuada 

y. oportuna a las partes que se encuentren involucrados en un problema de 

tránsito y dar una explicación sin tecniciSllOS sobre los alcances y efectos 

jurídicos de la conciliación en los casos concretos que se les planteen y 

ahondar sobre los beneficios, ahorro de tienpo y dinero que significa la 

conciliación y cxn ello dar cabal currplimiento al mandado constitucional del 

articulo 20 • 

Ga. - Al resol ver un asunto sanetido a consideración del Ministerio Público 

Conciliador, éste deberá dar seguimiento a lo convenido entre las partes; es 

decir, si Cl.Wlplen o no ccn lo pactack:> y en caso de que las partes no cumplan 

con lo caivenido, el Ministerio Público conciliador deberá de prqioner la 

cxnsignaci6n de la ~toria ante el 6r:gano judicial correspondiente y no 

enviar la misma ante el Titular de una rresa de Trlimite en perjuicio del 

ofendido del delito inpi:udencial. 

7a. - La capacitaci6n y profesiaializaci6n del personal del Ministerio 

Público debe extenderse a todas las Delegaciones Regionales y debe ser 

cxnstante toda vez que los cursos que inpart:e el Instituto de Formación 

Profesiona1 es limitado no cubre a todas las sedes regionales o en su caso 

las Delegaciones Regiaiales deben inpartir dichos cursos a través del personal 

de mayor antigüedad y experiencia que sean responsables en su trabajo, con 

ello seria una de tantas fonnas de evitar las omisiones para lograr la 
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reparación del daño en el delito de lesiones con motivo del tránsito de 

vehículos. 

Ba. - Debe la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal otorgar 

diversos eatÍim.Üos eccnánicos al Ministerio Público para lograr su mejor 

desenpeño en la atención a la victim3 y obtener su plena satisfacción en la 

reparaci6n del daño sufrido; tala vez que si bien es cierto que a los 

servidores públicos, debe exigírseles el cunplimiento irrestricto de sus 

funciones, es necesario incentivar sus esfuerzos para la optimización de sus 

atribuciones cuya eficiencia es y debe ser norma de conducta propia de la 

citada institución. 

9a. - Para concluir p:xlerros mencionar, que si los est!muloo y las 

recanpensas se otorgan al personal que presta un servicio eficiente a la 

ciudadanía muchos o varios del personal del Ministerio Público se harían 

acreedores a dichos premios, pero los limitadísimos y pocos premios que otorga 

la Procuraduría es para los amigos, conocidos y familiares de los encargados 

de enviar las listas de posibles candidatos al premio a la Canisi6n de 

Evaluación, que a la vez envía al Procurador. 
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